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I. Marco InstItucIonal

El acompañamiento por parte del FILAC a los Diálogos Naciona-
les entre gobiernos y pueblos indígenas es parte de su mandato 
institucional y se realiza en cumplimiento del Plan de Acción 

Iberoamericano para la implementación de los derechos de los pue-
blos indígenas. 

Como Organismo internacional de Derecho público cuyos órganos 
de gobierno y funcionamiento se basan en relaciones paritarias entre 
Estados y Pueblos Indígenas, su Convenio Constitutivo, mandata a:  “ 
a) Servir como un mecanismo de diálogo intercultural y concertación 
destinado a apoyar los procesos de autodesarrollo de los pueblos in-
dígenas;  b) prestar asistencia e impulsar como aliado de los Estados, 
para la formulación de políticas públicas en beneficio de los Pueblos 
Indígenas destinado a apoyar los procesos de autodesarrollo conoci-
dos como Vivir Bien- Buen Vivir de los pueblos.”1  

Durante la celebración del  Primer Encuentro de Altas Autoridades de 
Iberoamérica con Pueblos Indígenas se adoptaron por unanimidad el 
Plan de Acción de Iberoamérica para la Implementación de los De-
rechos de los Pueblos Indígenas2 y la Declaración Iberoamericana de 
Pueblos Indígenas (de Iximuleu)3.  

Meses después y como consecuencias de lo acontecido en el Primer 
Encuentro de Altas Autoridades mencionado, los Jefes de Estado y 
de Gobierno de los países Iberoamericanos aprobaron la “Declara-
ción de Guatemala”, en la cual se comprometen a fortalecer las ac-
ciones desde los Estados para garantizar los derechos de los pueblos 
indígenas y afrodescendientes y respaldan el Plan de Acción de Ibe-
roamérica para su implementación.

En la Declaración, los firmantes se comprometen a  “Respaldar el 
Plan de Acción de Iberoamérica para la Implementación de los De-

1   Resolución XIII AG/FILAC/002 sobre Interpretación complementaria de aspectos de contenido 
en el convenio constitutivo y otras disposiciones generales, XIII Asamblea General, octubre 2016.

2   http://www.filac.org/wp/publicaciones/nuestras-publicaciones/plan-de-accion/

3   http://www.filac.org/wp/publicaciones/nuestras-publicaciones/declaracion-de-iximuleu/
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rechos de los Pueblos Indígenas, aprobado en la Reunión de Altas 
Autoridades de los Pueblos Indígenas, promovida por el Fondo para 
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de América Latina y el Caribe 
(FILAC), incluida la movilización de recursos, con la finalidad de esta-
blecer una programación de acciones coherente y coordinada, entre 
las autoridades nacionales, los pueblos indígenas y los organismos 
internacionales, en consonancia con los instrumentos internacionales 
relevantes, como la Convención 169 de la OIT y la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas”.4  

También asumieron la responsabilidad de “Fortalecer los mecanismos 
permanentes de diálogo y concertación de los pueblos indígenas y 
los afrodescendientes, para la implementación de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible, respetando sus propias formas organizativas, 
con la institucionalidad estatal y promover, de acuerdo a la legislación 
y recursos materiales de cada país, procedimientos de consulta pre-
via, libre e informada, de buena fe y culturalmente adecuada sobre 
los asuntos que afecten sus intereses, garantizando la integridad y 
seguridad de los pueblos y comunidades, con respeto hacia el medio 
ambiente.5 

El Plan de Acción de Iberoamérica para la implementación de los 
derechos de los pueblos indígenas (en adelante Plan de acción), con-
tribuye a la realización de sus derechos, promoviendo objetivos co-
munes y una programación coordinada entre las autoridades naciona-
les, los pueblos indígenas, con la participación de mujeres y jóvenes 
indígenas y con los organismos regionales y globales con presencia 
en la región. Con un enfoque basado en derechos, el Plan de acción 
se concibe como un salto cualitativo de planificación que permita 
atender los temas de la agenda regional y de cada Estado miembro, 
con objetivos y acciones específicas para alcanzarlos, priorizando el 
diálogo intercultural, la colaboración directa y el autodesarrollo de los 
pueblos indígenas.

Su objetivo estratégico es generar condiciones propicias para la 
efectiva realización de los derechos individuales y colectivos de los 
pueblos indígenas, con enfoque intercultural, intergeneracional y con 
igualdad de género.

Aunque los cuatro objetivos específicos con los que cuenta el Plan 
de acción, a los efectos de los Diálogos Nacionales, importa destacar 
especialmente los objetivos 1 y 3. 

4    XXVI Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, “Compromiso Iberoamerica-
no por el desarrollo sostenible”, 16 de noviembre de 2018, en Antigua, Guatemala,  numeral 33
https://www.segib.org/wp-content/uploads/00.1.-DECLARACION-DE-LA-XXVI-CUMBRE-GUA-
TEMALA_VF_E.pdf

5   Idem, numeral Punto 34.
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El primer objetivo específico pretende  “Ajustar los marcos normati-
vos e institucionales nacionales a los estándares internacionales de 
derechos de los pueblos indígenas”. 

Para ello, busca tener como resultados que la legislación y marcos 
institucionales nacionales se ajusten  a los estándares internacionales; 
que los planes nacionales y políticas públicas sean implementados 
con base a esos mismos estándares internacionales, con específica 
consideración de los derechos de las mujeres y jóvenes indígenas; y 
que los sistemas de seguimiento y evaluación de políticas públicas 
incorporen indicadores y metas acordes a los derechos de pueblos 
indígenas según estándares internacionales.

El tercer objetivo específico busca “Establecer mecanismos perma-
nentes de participación plena y efectiva, diálogo y consulta entre Es-
tados y pueblos indígenas”. 

Para alcanzarlo, se propone como resultados crear las condiciones 
políticas e institucionales adecuadas para la conformación de ámbitos 
de participación, diálogo y consulta entre el Estado y los pueblos 
indígenas; fortalecer y desarrollar  procesos de diálogo entre Estados 
y pueblos indígenas para el ejercicio de los derechos colectivos de 
los pueblos indígenas; en  el marco del diálogo intercultural, impul-
sar iniciativas concretas que partan de las prioridades de los pueblos 
indígenas y promueven el desarrollo con identidad; que los pueblos 
indígenas amplíen sus relaciones entre sí, con los Estados, con orga-
nismos internacionales y agencias de cooperación con énfasis en la 
Cooperación Sur – Sur para el desarrollo.

Al Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de América 
Latina y el Caribe – FILAC, le ha correspondido el diseño del Plan 
de acción y también le da  seguimiento a la ejecución del mismo.  A 
esos efectos, brinda asistencia técnica a los Estados y a los Pueblos 
Indígenas para su ejecución, sistematización y evaluación del trabajo, 
así como para la divulgación de sus principales resultados e impac-
tos. Según se establece en el mismo Plan de acción, a nivel nacional 
los mecanismos de implementación y seguimiento deberán contar 
con la participación paritaria de pueblos indígenas y representantes 
estatales.
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II. Marco JurídIco

EstándarEs IntErnacIonalEs 

Los estándares internacionales sobre derechos de los pueblos indí-
genas son la base jurídica en que sustentan el Plan de acción y los 
demás documentos mencionados, por lo cual es conveniente analizar 
su contenido.

El amplio y rápido desarrollo que ha tenido la normativa internacio-
nal sobre los pueblos indígenas lleva a que, en el momento actual, 
estemos ante un verdadero  Derecho Internacional para los Pueblos 
Indígenas, que incluye no solo el reconocimiento de los derechos, 
sino la creación de organismos para su seguimiento y promoción, así 
como el desarrollo de doctrina y jurisprudencia en la materia. 

La Declaración de ONU sobre derechos de los pueblos indígenas, su 
similar dentro del sistema interamericano y el Convenio Internacional 
del Trabajo Nro. 169 son sus instrumentos fundamentales aunque no 
sus únicos componentes. 

Este proceso, que ocurre de forma paralela y similar a lo que acon-
tece con el conjunto de los derechos humanos universalmente re-
conocidos, da paso al establecimiento de lo que se denominan los 
estándares internacionales sobre derechos de los pueblos indígenas. 

Los estándares son obligaciones mínimas que asumen los Estados 
por el mero hecho de ratificar los tratados y también como miembros 
de la comunidad internacional regional y global.

Son obligaciones mínimas, un piso de requerimientos a cumplir, pero 
siempre podrán ser superadas de acuerdo a las condiciones propias 
de cada contexto. El mínimo existe para intentar homogeneizar una 
base de obligaciones, pero se supone y se aspira, que ello sea supe-
rado. 
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Son obligaciones exigibles porque se trata de normas jurídicas sus-
ceptibles de ser demandadas para  su cumplimiento y que obligan 
al Estado a hacerlo a asumir las consecuencias por su falta de imple-
mentación. 

Los estándares no son solo las normas escritas, sino que es todo el 
derecho aplicable, en este caso en relación a los pueblos indígenas; 
es decir, las normas, su interpretación, la doctrina y la jurisprudencia 
que corresponda considerar. 

La región de América Latina y el Caribe es aquella en la que se han 
registrado mayor cantidad de ratificaciones del Convenio núm. 169, 
lo cual seguramente se relaciona con el carácter multilingüe y multi-
cultural de la misma donde,  en algunos casos,  la población indígena 
constituye la mayoría de la población, o un porcentaje significativo 
de ella.  Sumado a ello, desde junio de 2016, la región cuenta con 
un nuevo instrumento: la Declaración Americana de Derechos de los 
Pueblos Indígenas. Además, todos los países de la región levantaron 
sus manos para aprobar, en septiembre del año 2007, la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas. 

En la región, además, desde la década de los 80, se ha dado un pro-
ceso de reformas constitucionales que, además de otros contenidos, 
fueron incorporando ampliación de reconocimiento de los derechos 
humanos internacionalmente consagrados y en particular, derechos 
de los pueblos indígenas presentes dentro de sus territorios. 

Naturalmente, estas modificaciones constitucionales y legales han te-
nido impacto en la jurisprudencia de distintos países, sobre todo en 
la justicia constitucional,  y también ha tenido un amplio desarrollo e 
incidencia el trabajo realizado por parte del sistema interamericano, 
en especial a través de la Comisión y la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos. 

Un dato esencial para entender el grado de relevancia y aplicación 
del derecho internacional sobre pueblos indígenas dentro de los paí-
ses de la región, es el estatus que se otorga a los tratados internacio-
nales de derechos humanos así como el reconocimiento de su auto 
ejecución. 

Al tiempo que los  países de la región han aumentado el  número de 
ratificaciones a tratados internacionales de derechos humanos (como 
ocurre con el Convenio Nro. 169), aunque con diversas redacciones, a 
los tratados de derechos humanos se les ha concedido un status legal 
privilegiado, por encima de la  ley ordinaria, y en muchos casos con 
jerarquía constitucional.

No menos relevante es la evidente prevalencia de la concepción mo-
nista del derecho por la cual, el derecho internacional y el derecho 
interno son parte de un solo marco jurídico. Dicho de otra forma, 
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los tratados internacionales de derechos humanos debidamente ra-
tificados también forman parte del derecho interno, y que a la lista 
expandida de derechos fundamentales consagrados por las nuevas 
constituciones, se agrega la lista de derechos reconocida en los tra-
tados de derechos humanos ratificados.  Esto significa, entre otras 
consecuencias, que un tratado ratificado, por ejemplo el Convenio 
Nro. 169, no requiere de una norma interna que le dé “vida interna”, 
como ocurrió décadas atrás en algunos ordenamientos. 

Importa señalar que la consolidación del derecho internacional de 
pueblos indígenas tiene consecuencias de enorme trascendencia, 
como por ejemplo la aplicación del espíritu y el texto del Convenio 
Nro. 169 incluso a países que no lo han ratificado. Así lo ha hecho la 
Corte Interamericana de Derechos humanos, incluso mucho antes de 
la aprobación de la Declaración Americana en el año 2016. 6

Pero además, la misma Corte, en un criterio que en la práctica tam-
bién llevan adelante los órganos de tratados del sistema universal 
de derechos humanos, entiende que, los conceptos fundamentales 
del derecho internacional de pueblos indígenas, obligan a una nueva  
interpretación de otras normas jurídicas, como por ejemplo, la misma 
Convención Americana de Derechos Humanos. 

La Corte fundamenta su decisión estableciendo que el derecho a la 
tierra de los pueblos indígenas “debe ser reconocida y comprendi-
da como la base fundamental de sus culturas, su vida espiritual, su 
integridad y su supervivencia económica. Para las comunidades in-
dígenas la relación con la tierra no es meramente una cuestión de 
posesión y producción sino un elemento material y espiritual del que 
deben gozar plenamente, inclusive para conservar su legado cultural 
y transmitirlo a las generaciones futuras.”7  

dErEchos dE partIcIpacIón y consulta dE los puEblos 
IndígEnas

En torno a los estándares internacionales relativos a los derechos de 
participación, consulta y autodeterminación que notoriamente se re-
lacionan con los aspectos a considerar en el marco de los diálogos 
nacionales, se incluyen a continuación algunos aspectos a considerar.

Fundamento de los derechos de participación y consulta 

Los pueblos indígenas forman parte de los sectores más excluidos, 

6     Véase, Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, 
Sentencia de excepciones preliminares,  fondo,  reparaciones y  costas del 28 de noviembre de 2007, 
Serie C No. 172, párr.. 134

7     Corte  Interamericana de Derechos Humanos, Caso de  la Comunidad Mayagna  (sumo) Awas 
Tingni vs Nicaragua, sentencia del 31 de Agosto de 2001, Serie C No. 79, párr. 148
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marginados y desfavorecidos de la sociedad, lo cual, afecta su capaci-
dad de determinar el rumbo de sus propias sociedades y de adoptar 
decisiones sobre cuestiones que afectan a sus derechos e intereses.  

Se ha sostenido que las comunidades indígenas constituyen una parte 
importante de la población mundial expuesta a inseguridad alimenta-
ria, que el respeto por los conocimientos, las culturas y las prácticas 
tradicionales indígenas contribuye al desarrollo sostenible y equitati-
vo, y por el reconocimiento de los beneficios que se derivan de una 
colaboración más estrecha.8

El derecho a adoptar decisiones, y la participación en las decisiones 
que los afectan, se hace  necesario para que los pueblos indígenas 
puedan proteger, entre otras cosas, sus culturas, incluidos sus idio-
mas, y sus tierras, territorios y recursos. Esto es fundamental para que 
puedan mantener y desarrollar sus identidades y culturas en el marco 
del Estado en el que residen.

Este derecho de participación tiene estrecha relación y sustento con-
ceptual con el derecho a la libre determinación e incluso coexiste 
con el ejercicio de sus propias formas de gobierno según contextos 
nacionales específicos. 

Por ejemplo, la Declaración de las Naciones Unidas sobre derechos 
de los pueblos indígenas  afirma que estos pueblos, en el ejercicio de 
su derecho a la libre determinación, tienen derecho a crear y mante-
ner sus propias instituciones y facultades de adopción de decisiones 
en paralelo con su derecho a participar en los procesos externos de 
adopción de decisiones que los afecten. 

Artículo 3. Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre 
determinación. En virtud de ese derecho determinan libre-
mente su condición política y persiguen libremente su desa-
rrollo económico, social y cultural.

Mucho antes de la Declaración los Pactos de Derechos Humanos, 
ya contenían este derecho, aunque en aquel momento, los pueblos 
indígenas como colectivos no se consideraban sujetos del derecho 
internacionales. 

Así, los artículos 1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales y al Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, establecen: 

8  FAO,  Política sobre pueblos indígenas y tribales, 2011.  En el documento se afirma que la misma se ha elabo-
rado a solicitud explícita formulada por el Foro Permanente de las Naciones Unidas para las Cuestiones Indígenas, 
por organismos de las Naciones Unidas y por los propios pueblos indígenas.
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1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determina-
ción. En virtud de este derecho establecen libremente su 
condición política y proveen asimismo a su desarrollo econó-
mico, social y cultural.

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden dis-
poner libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin 
perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación 
económica internacional basada en el principio de beneficio 
recíproco, así como del derecho internacional. En ningún 
caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de 
subsistencia.

Por tanto,  los pueblos indígenas tienen derecho a determinar su 
propio desarrollo económico, social y cultural y a administrar, en be-
neficio propio, sus propios recursos naturales. Las obligaciones de 
participación y de consultar con los pueblos indígenas y de obtener 
su consentimiento libre, previo e informado son elementos esenciales 
del derecho a la libre determinación.

El artículo 3 de la Declaración es muy claro al respecto:

Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determina-
ción. En virtud de ese derecho determinan libremente su 
condición política y persiguen libremente su desarrollo eco-
nómico, social y cultural.

Por su lado, el artículo 5, establece: 

Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar 
sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, so-
ciales y culturales, manteniendo a la vez su derecho a partici-
par plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, 
social y cultural del Estado.9

Los pueblos indígenas tienen derecho a adoptar decisiones autóno-
mas en todas las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y 
locales, y a influir de forma real en los procesos externos de adopción 
de decisiones que les afecten, si optan por participar en ellos.

Resulta fundamental concebir los derechos de participación y con-
sulta como expresión de la libre determinación, porque de esa for-
ma puede entenderse con mayor claridad su lógica y alcances y, por 
tanto, evaluar las acciones que se toman para garantizar su efectivo 
cumplimiento.  

Buena parte de las diferencias y conflictos que el tema ha desatado 
en la región tiene que ver con una aproximación al tema desde pers-
pectivas y con objetivos disímiles.  

9     El concepto se reafirma en varios otros artículos del instrumento como por ejemplo el 18, 36 y 37
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Dicho de otra manera: si las propuestas o mecanismos que apunten 
a la participación y consulta con los pueblos indígenas no se basan 
y permiten avances en términos de la autodeterminación o autode-
sarrollo de los pueblos originarios, entonces no estarán alineados ni 
con los estándares internacionales ni con los intereses históricos de 
los pueblos indígenas.

En ese sentido, se ha afirmado que,  el indicador más importante de 
una buena práctica de participación y/o  consulta, sea el grado en 
que los pueblos indígenas han participado en su diseño y están de 
acuerdo con ella, para lo cual debe considerarse si:

• Permite y mejora la participación de los pueblos indígenas en la 
adopción de decisiones;

• Permite que los pueblos indígenas influyan en el resultado de las 
decisiones que los afectan;

• Hace efectivo el derecho de los pueblos indígenas a la libre de-
terminación;

• Incluye, cuando corresponda, procedimientos y/o procesos de 
consulta bien estructurados para obtener su consentimiento libre, 
previo e informado.10

El derecho a la participación 

El derecho de los pueblos indígenas, consagrado en el derecho inter-
nacional, incluye participar en los procesos de adopción de decisio-
nes que los afectan, así como  también controlar el resultado de esos 
procesos.

En relación con los derechos de participación, la normativa internacio-
nal de derechos humanos alude al derecho a participar en los asuntos 
públicos, de forma general y específica. Por ejemplo, el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos, cuyo artículo 25 establece:

Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones 
mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de 
los siguientes derechos y oportunidades:

a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directa-
mente o por medio de representantes libremente elegidos;

b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, 
realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto 

10     ONU, Consejo de Derechos Humanos, Mecanismo de Expertos sobre los derechos de los pue-
blos indígenas, Informe definitivo del Estudio sobre los pueblos indígenas y el derecho a participar en 
la adopción de decisiones, A/HRC/18/42, Ginebra, 2011



19

que garantice la libre expresión de la voluntad de los elec-
tores;

c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las 
funciones públicas de su país.

Aunque es una norma genérica, en la actualidad, también es aplica-
ble a las personas indígenas.

Sin embargo, bajo el concepto de pueblos indígenas, el tratado in-
ternacional que la consagra es el  Convenio N.º 169 de la OIT sobre 
pueblos indígenas y tribales (1989).11

Artículo 5 

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio: 

a) deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas 
sociales, culturales, religiosos y espirituales propios de dichos 
pueblos y deberá tomarse debidamente en consideración la 
índole de los problemas que se les plantean tanto colectiva 
como individualmente; 

b) deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e 
instituciones de esos pueblos;

 c) deberán adoptarse, con la participación y cooperación 
de los pueblos interesados, medidas encaminadas a allanar 
las dificultades que experimenten dichos pueblos al afrontar 
nuevas condiciones de vida y de trabajo.

Artículo 6 1. 

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los go-
biernos deberán: 

b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos 
interesados puedan participar libremente, por lo menos en la 
misma medida que otros sectores de la población, y a todos 
los niveles en la adopción de decisiones en instituciones elec-
tivas y organismos administrativos y de otra índole responsa-
bles de políticas y programas que les conciernan.

Por su lado, la Declaración de la ONU sobre los derechos de los pue-
blos indígenas, contiene varias disposiciones generales relativas a la 
libre determinación, que abarca el derecho a la autonomía o al auto-
gobierno y también al derecho a participar y a implicarse activamente 
en los procesos de toma de decisiones, incluyendo la obtención de 
su consentimiento libre, previo e informado, la celebración de con-

11     El tema se recoge en varios artículos, como por ejemplo 2, 5 a 7, 15 a 17, 20, 22, 23, 25, 27, 
28, 33 y 35.
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sultas, la cooperación con los pueblos indígenas, y la adopción de 
medidas conjuntas.12

Entre otros, se destaca el Artículo 18, que dice:

Los pueblos indígenas tienen derecho a participar en la 
adopción de decisiones en las cuestiones que afecten a sus 
derechos, por conducto de representantes elegidos por ellos 
de conformidad con sus propios procedimientos, así como a 
mantener y desarrollar sus propias instituciones de adopción 
de decisiones.

El derecho a participar en los asuntos públicos no se limita a la parti-
cipación en las instituciones políticas oficiales, sino que también com-
prende la participación en actividades civiles, culturales y sociales de 
carácter público y ejercer su autoridad en lo tocante a adoptar deci-
siones.

El derecho de los pueblos indígenas a participar en la adopción de 
decisiones también se reconoce en la jurisprudencia internacional 
como la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual, entre 
otros fallos, reconoció el derecho de los pueblos indígenas a partici-
par políticamente  en consonancia con sus costumbres y tradiciones 
en el marco de las leyes electorales de los Estados.13

Posterior a esta resolución, el sistema interamericano aprobó la De-
claración Americana de derechos de los Pueblos Indígenas,  que en 
su artículo XXIII también consagra el derecho a la participación, con 
el siguiente texto: 

Los pueblos indígenas tienen derecho a la participación plena 
y efectiva, por conducto de representantes elegidos por ellos 
de conformidad con sus propias instituciones, en la adopción 
de decisiones en las cuestionen que afecten sus derechos y 
que tengan relación con la elaboración y ejecución de leyes, 
políticas públicas, programas, planes y acciones relacionadas 
con los asuntos indígenas.  Los Estados celebrarán consultas 
y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesa-

12   Arts. 3 a 5, 10 a 12, 14, 15, 17 a 19, 22, 23, 26 a 28, 30 a 32, 36, 37, 38 y 40 y 41.

13   Corte Interamericana de Derechos Humanos, Yatama c. Nicaragua, fallo de 23 de junio de 2005
“La restricción de participar a  través de un partido político  impuso a  los candidatos propuestos por 
YATAMA una forma de organización ajena a sus usos, costumbres y tradiciones, como requisito para 
ejercer el derecho a la participación política, en contravención de las normas internas […] que obligan 
al Estado a respetar las formas de organización de las comunidades de la Costa Atlántica, y afectó en 
forma negativa la participación electoral de dichos candidatos en las elecciones municipales de 2000 
(…) La Corte estima que el Estado debe adoptar todas las medidas necesarias para garantizar que los 
miembros de las comunidades indígenas y étnicas de la Costa Atlántica de Nicaragua puedan participar, 
en condiciones de igualdad, en la toma de decisiones sobre asuntos y políticas que inciden o pueden 
incidir en sus derechos y en el desarrollo de dichas comunidades, de forma tal que puedan integrarse a 
las instituciones y órganos estatales y participar de manera directa y proporcional a su población en la 
dirección de los asuntos públicos, así como hacerlo desde sus propias instituciones y de acuerdo a sus 
valores, usos, costumbres y formas de organización, siempre que sean compatibles con los derechos 
humanos consagrados en la Convención.”
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dos por medio de sus instituciones representativas antes de 
adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que 
los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo 
e informado

El punto también está presente en las políticas de varios organismos 
internacionales. Solo como ejemplo veamos lo previsto en la FAO, 
una de las más importantes agencias de la ONU. 

“Los pueblos indígenas reclaman el derecho a una participa-
ción plena y eficaz en todas las etapas de cualquier medida 
que pueda afectarles directa o indirectamente. En resumen, 
esto implica que no debe existir ningún acto de coacción, in-
timidación o manipulación por parte de Estados, gobiernos, 
inversores privados, instituciones financieras, organizaciones 
no gubernamentales (ONG) o profesionales de actividades 
de desarrollo. Antes lo contrario, los pueblos indígenas de-
ben ser incluidas como partes interesadas competentes y le-
gítimas en proyectos o iniciativas que afecten a su ámbito de 
existencia”.14

La participación de los pueblos indígenas en la adopción externa de 
decisiones reviste importancia crucial para la buena gobernanza. Uno 
de los objetivos de las normas internacionales sobre los derechos de 
los pueblos indígenas consiste en colmar la brecha que existe entre 
los derechos, por un lado, y su ejercicio efectivo, por otro.15

Derecho a la Consulta

El derecho al consentimiento libre, previo e informado es parte inte-
grante del derecho a la libre determinación.16 

El documento de políticas sobre pueblos indígenas de la FAO seña-
la que: El principio y derecho de un consentimiento libre, previo e 
informado, exige que los Estados y las organizaciones de todo tipo 
y en todos los niveles obtengan la autorización de los pueblos indí-
genas antes de adoptar y ejecutar proyectos, programas o medidas 
legislativas y administrativas que puedan afectarles (…) Las medidas 
legítimas de consulta garantizan que las actividades o acciones pla-
nificadas respondan a las preocupaciones e intereses de los pueblos 
indígenas, permitiendo de esta manera un proceso de desarrollo de-
terminado libremente.17

14     FAO, citado

15     ONU, Consejo de Derechos Humanos, Mecanismo de Expertos, citado.  Anexo: Opinión N.º 
2 (2011) del Mecanismo de expertos: los pueblos indígenas y el derecho a participar en la adopción de 
decisiones págs. 18 y ss.

16     “Derecho a la consulta” es la terminología utilizada por el Convenio 169; la Declaración ONU 
y luego la OEA, incorporan el concepto de “consentimiento libre, previo e informado”. Actualmente, el 
concepto es el mismo, sin importar cuál de las dos expresiones se utiliza. 

17     FAO, citado. 
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Es el Estado, en sentido genérico, pues pueden ser distintas insti-
tuciones las que participan, el responsable de la realización de las 
consultas. Para que las mismas cumplan con los estándares interna-
cionales, no corresponde que el proceso de consulta sea encabezada 
por empresas, organizaciones no gubernamentales o internacionales.

“Los Estados y otras partes deberían llevar a cabo consultas 
de buena fe con los pueblos indígenas antes de iniciar cual-
quier proyecto o antes de adoptar y aplicar medidas legis-
lativas o administrativas que pudieran afectar a los recursos 
sobre los que las comunidades posean derechos. Los proyec-
tos deberían basarse en una consulta efectiva y significativa 
con los pueblos indígenas, a través de sus propias institucio-
nes representativas, a fin de obtener su consentimiento libre, 
previo e informado con arreglo a la Declaración de las Na-
ciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y 
teniendo en cuenta las posiciones y opiniones particulares de 
cada Estado.”18

La obligación del Estado de obtener el consentimiento libre, previo e 
informado de los pueblos indígenas otorga a éstos el derecho a de-
terminar efectivamente el resultado de los procesos de adopción de 
decisiones que los afecten, y no solo a participar en ellos. El consenti-
miento constituye un elemento importante del proceso de adopción 
de decisiones, que requiere una consulta y una participación autén-
ticas. 

Por consiguiente, la obligación de obtener el consentimiento libre, 
previo e informado de los pueblos indígenas no es únicamente una 
cuestión de forma, sino un mecanismo esencial para garantizar el res-
peto de los derechos de esos pueblos.19

La Declaración ONU sobre los derechos de los pueblos indígenas 
exige que se obtenga el consentimiento libre, previo e informado de 
los pueblos indígenas en las cuestiones que revistan una importancia 
fundamental para sus derechos, supervivencia, dignidad y bienestar.20  

La repercusión que puede tener en los pueblos indígenas afectados, 
tomando en consideración, entre otras cosas, los efectos acumula-
tivos de las injerencias o actividades anteriores y las desigualdades 
históricas sufridas por los pueblos indígenas, como el desplazamien-
to forzoso o la reubicación forzada, son causas que determinan este 
mecanismo. 

18     FAO, Respeto del consentimiento libre, previo e informado. Orientaciones prácticas para go-
biernos, empresas, ONG, pueblos indígenas y comunidades locales en relación con la adquisición de 
tierras, Guía técnica Nro. 3, año 2014, numeral 9.9. 

19     ONU, Consejo de Derechos Humanos, Mecanismo de Expertos, citado 

20     Entre otros, artículos 11, párrafo 2, 19, 28, párrafo 1, 29, párrafo 2, 32, párrafo 2, y 37.
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No existe una fórmula específica para consultar a los pueblos indíge-
nas aplicable a todos los países en todas las circunstancias.  

Las características específicas del proceso de consultas requerido por 
el deber de celebrar consultas variará necesariamente en función de 
la naturaleza de la medida propuesta y del alcance de su impacto 
sobre los pueblos indígenas.  

Las medidas de reforma constitucional o legislativa que interesan o 
afectan a todos los pueblos indígenas de un país requerirán mecanis-
mos consultivos y representativos apropiados que estén de alguna 
manera abiertos a todos ellos y a su alcance.  En cambio, las medidas 
que afecten a pueblos o comunidades indígenas particulares, como 
las iniciativas para la actividad de extracción de recursos naturales en 
sus territorios, requerirán procesos de consulta que garanticen la par-
ticipación activa de los grupos particularmente afectados y presten 
atención especial a sus intereses.21  

Para concretar la expresión del consentimiento libre, previo e infor-
mado de los pueblos indígenas debe existir una vía o mecanismos 
para ello y un  proceso que permitan a esos pueblos adoptar sus 
propias decisiones independientes y colectivas sobre los asuntos que 
los afectan. 

Sin embargo, la fuente de establecimiento del mecanismo puede ser 
diversa, desde la propia autonomía de los pueblos indígenas, hasta 
un marco normativo nacional que lo regule.  Lo que es indiscutible 
es que el derecho de los pueblos y la obligación del Estado existe, 
haya o no una legislación local que lo desarrolle, porque su sustento 
se ubica en los estándares internacionales. 

Como afirma el Mecanismo de Expertos de las Naciones Unidas, la 
obligación de que el Estado obtenga el consentimiento libre, previo 
e informado afirma la prerrogativa de los pueblos indígenas de de-
negar su consentimiento y de establecer las condiciones para darlo.22 

Como se afirma por parte de FAO, debe respetarse el derecho a decir 
que “no”.

Las empresas y los gobiernos que participan en negociacio-
nes de buena fe con las comunidades deben reconocer que 
incluso cuando se ha llevado a cabo un proceso de informa-
ción y negociación exhaustivo, los pueblos indígenas y las 
comunidades locales tienen el derecho de oponerse a la rea-
lización de actividades de desarrollo o de un proyecto en sus 
tierras consuetudinarias.23

21     CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS 12º período de sesiones, Informe del Relator Espe-
cial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James 
Anaya, A/HRC/12/34 15 de julio de 2009,

22     ONU, Consejo de Derechos Humanos, Mecanismo de Expertos, citado, Anexo, párrafo 23. 

23     FAO, Guía Técnica citada. 
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Este aspecto de alta relevancia, debe entenderse como consecuencia 
del principio de autodeterminación y el requisito de buena fe que 
debe guiar el proceso, como lo requiere el artículo 6 del Convenio 
169:

6. 2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este 
Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera 
apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un 
acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas 
propuestas.

Este mismo artículo reclama  que las consultas con los pueblos in-
dígenas se celebren por mediante procedimientos adecuados y por 
conducto de instituciones que sean representativas de los pueblos 
indígenas. 

Con miras a lograr un acuerdo o el consentimiento acerca de la medi-
da propuesta, es un aspecto central en este derecho. 

La consulta no es un mero ejercicio o un requisito a cumplir: al con-
trario, trata de lograr un resultado que será, o bien un acuerdo (la 
propuesta inicial modificada) o bien obtener la aquiescencia de los 
consultados.  Los acuerdos o el consentimiento son la meta a lograr, 
para lo que es fundamental que existan verdaderos esfuerzos para 
alcanzar esos resultados. 

En todos los casos en que se aplique el deber de celebrar consultas 
su finalidad deberá ser obtener el consentimiento o el acuerdo de 
los pueblos indígenas afectados.  De ahí que las consultas deban 
realizarse en las primeras etapas de la elaboración o planificación de 
la medida propuesta a fin de que los pueblos indígenas puedan ver-
daderamente participar e influir en el proceso de adopción de deci-
siones. Es fundamental que el Estado haga un esfuerzo de buena fe 
para llegar a un acuerdo.24

Como ha dicho el Relator Especial, la normativa internacional esta-
blecen requisitos de consulta que limitan el poder del Estado y que 
promueven el diálogo intercultural y el consenso en cuanto a la toma 
de decisiones que puedan afectar directamente a los pueblos indíge-
nas. 

De allí que la cuestión del poder estatal en relación con la consulta 
con los pueblos indígenas no se agota, enfocándose en la cuestión 
de que si existe o no un poder de veto por la parte indígena, porque 
el hecho que los Estados hayan aceptado el deber de consultar y los 
derechos humanos fundamentales subyacentes dentro del ámbito del 
derecho internacional, funciona necesariamente como un limitante al 
ejercicio del poder estatal para el cumplimiento de las obligaciones 
correspondientes.

24   Informe del Relator Especial Anaya, citado. 
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En aquellos casos en que el impacto de una propuesta o iniciativa 
sobre el bienestar o derechos de un pueblo indígena es significativo, 
el consentimiento de la parte indígena, por medio de un acuerdo, no 
solamente es el objetivo de la consulta pero también es una precon-
dición exigible para la ejecución de la medida propuesta.

La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pue-
blos Indígenas señala dos ejemplos de situaciones en que el con-
sentimiento es exigible más allá de ser un objetivo de la consulta: el 
caso en que el proyecto dé lugar al traslado del grupo fuera de sus 
tierras tradicionales y los casos relacionados con el almacenamiento 
o vertimiento de desechos tóxicos en las tierras indígenas (arts. 10 y 
29, párr. 2, respectivamente). 

El Relator agrega, además,  el caso de una propuesta de instalación 
de actividades de extracción de recursos naturales dentro de un te-
rritorio indígena cuando esas actividades tuviesen impactos sociales, 
culturales y ambientales significativos.

Algunas situaciones en las que se considera la exigencia de  llegar al 
consentimiento libre, previo e informado son los siguientes: 

• Cuando el proyecto implique traslado de los pueblos indígenas  
de sus tierras tradicionales (Declaración ONU, Pueblos Indígenas, 
art. 10; Convenio 169, art 16.2.)

• Cuando el proyecto implique el almacenamiento o eliminación 
de materiales peligrosos en sus territorios (Declaración ONU, art. 
29.2).

• Cuando se trate de planes de desarrollo o de inversión a gran 
escala que pudieran tener un impacto mayor en los territorios in-
dígenas (Corte IDH, Caso Saramaka vs Surinam, párr. 133).

• Cuando se trate de actividades de extracción de recursos natu-
rales en territorios indígenas que tengan impactos sociales, cul-
turales y ambientales significativos (Relator Especial de Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 2010).25

Corresponde al Estado una especial responsabilidad de balancear los 
diferentes derechos e intereses enfrentados en relación con las medi-
das propuestas, siguiendo los criterios de necesidad, proporcionali-
dad y la consecución de objetivos legítimos dentro de una sociedad 
democrática. La parte indígena podría verse justificada en no otorgar 
su consentimiento, no en base a un derecho unilateral de veto, sino 
siempre y cuando el Estado no demostrara adecuadamente que los 
derechos de la comunidad indígena afectada fueran debidamente 

25     Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, CDI, Protocolo para la imple-
mentación de consultas a pueblos y comunidades indígenas de conformidad con estándares del Con-
venio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes, México, 2013
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protegidos bajo la medida o proyecto propuesto, o no demostrara 
que los impactos negativos sustanciales fueran debidamente mitiga-
dos.

Por otro lado, si el Estado decidiera avanzar con una medida legisla-
tiva o administrativa sin un acuerdo, debería ser solamente después 
de haber cumplido con todos los requisitos procedimentales de la 
consulta, y solamente con arreglos que aseguren que el proyecto no 
tuviese un impacto social, cultural o ambiental significativo sobre el 
pueblo indígena afectado y que hubiesen medidas para salvaguardar 
todos sus derechos, inclusive su derecho a sentar sus propias priori-
dades para el desarrollo.26

6.1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los 
gobiernos deberán: a) consultar a los pueblos interesados, 
mediante procedimientos apropiados y en particular a través 
de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas susceptibles de afec-
tarles directamente;

Son los pueblos indígenas a quienes corresponde deben decidir so-
bre  la representatividad.  

Con respecto a la determinación de las instituciones representativas, 
los órganos de control de la OIT han señalado que lo importante es 
que éstas sean el fruto de un proceso propio, interno de los pueblos 
indígenas. Sin dejar de reconocer que esta determinación puede re-
sultar una tarea dificultosa en muchos casos, los órganos de control 
de la OIT pusieron de relieve que “si no se desarrolla un proceso de 
consulta adecuado con las instituciones u organizaciones indígenas y 
tribales verdaderamente representativas de las comunidades afecta-
das, la consulta encaminada no cumpliría con los requisitos del Con-
venio”.27

En cuanto al requisito de llevar a cabo las consultas a través de proce-
dimientos adecuados, significa que las audiencias públicas generales, 
talleres, reuniones o similares, no  basten para cumplir con esa norma 
de procedimiento. Los procedimientos de consulta deben dar cabida 
a la expresión plena de las opiniones de los pueblos indígenas, de 
forma oportuna y sobre la base de un entendimiento completo de 
las cuestiones en juego, para que puedan influir en el resultado y se 
pueda alcanzar un consenso.

Deben ser procedimientos que generen las condiciones propicias 

26     Declaración pública del Relator Especial sobre los derechos humanos y libertades fundamenta-
les de los indígenas, James Anaya sobre la “Ley del derecho a la consulta previa a los pueblos indígenas 
u originarios reconocido en el Convenio No. 169 de la Organización Internacional de Trabajo” aproba-
da por el Congreso de la República del Perú, 7 de julio de 2010.

27     OIT, Los derechos de los pueblos indígenas y tribales en la práctica. Una guía sobre el convenio 
núm. 169 de la OIT, Ginebra, 2009. 
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para poder llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de 
las medidas propuestas. “La forma y el contenido de los procedimien-
tos y mecanismos de consulta tienen que permitir la plena expresión 
— con suficiente antelación y sobre la base del entendimiento pleno 
de las cuestiones planteadas — de las opiniones de los pueblos inte-
resados a fin de que puedan influir en los resultados y se pueda lograr 
un consenso, y para que estas consultas se lleven a cabo de una ma-
nera que resulte aceptable para todas las partes.”28

Para que sea adecuado, el procedimiento debe permitir que los pue-
blos indígenas dispongan de tiempo suficiente para realizar su pro-
pio proceso de adopción de decisiones y participar en las decisiones 
adoptadas en consonancia con sus prácticas culturales y sociales. Por 
último, la finalidad de las consultas debe ser la consecución de un 
acuerdo o consenso.

Los adjetivos de “libre”, “previo” e “informado” aplicados al consen-
timiento, califican y establecen las condiciones para que los pueblos 
indígenas otorguen su consentimiento. Por tanto, su irrespeto,  vicia 
de nulidad todo el proceso ya que los tres elementos son necesarios. 

El carácter “libre” del consentimiento implica la ausencia de coac-
ción, intimidación o manipulación; “previo” significa que el consenti-
miento debe obtenerse antes de realizar la actividad relacionada con 
la decisión, e implica que los pueblos indígenas deben disponer del 
tiempo necesario para emprender sus propios procesos de toma de 
decisiones; e “informado” significa que los pueblos indígenas deben 
contar con toda la información relativa a la actividad en cuestión y 
que esa información debe ser objetiva y exacta y estar presentada de 
forma que los pueblos indígenas la puedan comprender; por “con-
sentimiento” se entiende que los pueblos indígenas manifiestan su 
acuerdo con la actividad a la que se refiere la decisión, lo cual puede 
también estar sujeto a condiciones.

Por consentimiento “libre” se entiende la ausencia de coerción, inti-
midación o manipulación. 

Por “previo”, se concibe que se ha tratado de obtener el consenti-
miento con suficiente antelación a cualquier autorización o comienzo 
de actividades y que se han respetado las exigencias cronológicas 
de los procesos indígenas de consulta o consenso con los pueblos 
indígenas.

Por “informado”, que se aporta la  información que abarque (por lo 
menos) los siguientes aspectos: 

a. la naturaleza, envergadura, ritmo, reversibilidad y alcance de 
cualquier proyecto o actividad propuesto; 

28     OIT, citado 
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b. la razón o las razones o el objeto del proyecto y/o la actividad; 

c. la duración del proyecto o la actividad; 

d. la ubicación de las áreas que se verán afectadas; 

e. una evaluación preliminar de los probables impactos econó-
micos, sociales, culturales y ambientales, incluso los posibles 
riesgos, y una distribución de beneficios justa y equitativa en 
un contexto que respete el principio de precaución; 

f. el personal que probablemente intervenga en la ejecución del 
proyecto propuesto (incluso pueblos indígenas, personal del 
sector privado, instituciones de investigación, empleados gu-
bernamentales y demás personas); y 

g. los procedimientos que puede entrañar el proyecto.29

29     ONU, Grupo de las Naciones Unidas para el Desarrollo – UNDG. Directrices   “Elementos del 
consentimiento libre, previo e informado” NY, 2008



29

Parte III

M A R C O
C O N C E P T U A L





31

III. Marco concEptual dE los dIálogos 
nacIonalEs

Los derechos de los pueblos indígenas a participar y ser consulta-
do tienen un vasto sustento jurídico, histórico y político, pero en 
la práctica, están muy lejos de realizarse.

El Plan de Acción de Iberoamérica para la implementación de los 
derechos de los pueblos indígenas parte de esa base y por ello se 
plantea como uno de sus objetivos centrales conformar mecanismos 
permanentes de participación plena y efectiva, diálogo y consulta en-
tre Estados y pueblos indígenas en los países de la región, lo cual se 
relaciona claramente con otro objetivo del mismo plan, el primer de 
ellos que apunta a ajustar los marcos normativos e institucionales na-
cionales a los estándares internacionales de derechos de los pueblos 
indígenas.

La vida democrática de los países de la región supone grandes trans-
formaciones a fin de ajustarse a un mundo cambiante, en donde el 
consenso, el diálogo, la tolerancia, deben ser el norte en la construc-
ción de formas de vida. Este es un proceso en continua formación y 
cambio en donde todos los miembros de la sociedad forman un esla-
bón fundamental en su construcción. No podría considerarse siquie-
ra como presente o existente un ejercicio de los derechos humanos 
sin la existencia de una democracia, que implica reconocimiento de 
garantías y derechos básicos, en donde la capacidad de resolver sus 
propios conflictos recae como auténtico propietario en el ser huma-
no.

La adopción por parte de la comunidad internacional de instrumen-
tos que reconocen derecho y establecen obligaciones estatales en 
relación con los pueblos indígenas, no solo implica avances para los 
pueblos originarios, sino que implica enormes desafíos para su efec-
tiva implementación. Como se ha dicho reiteradamente, estos tex-
tos recogen el estadio de desarrollo del pensamiento universal en la 
materia pasando a un nuevo paradigma de relacionamiento entre los 
pueblos y culturas existentes en el mundo. 
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El Estado democrático en una sociedad justa tiene la responsabilidad 
de establecer los mecanismos que garanticen la satisfacción de las 
legítimas necesidades básicas de todos sus miembros. En las socie-
dades democráticas multiculturales esto exige garantizar la sobrevi-
vencia de las culturas a las que pertenecen los individuos, para lo cual 
puede ser necesario establecer políticas diferenciales en la asigna-
ción de recursos a favor de las culturas con más desventajas y garan-
tizar la participación efectiva de los pueblos indígenas en la toma de 
decisiones sobre el acceso y explotación de los recursos naturales de 
sus territorios, así como sobre la canalización de sus beneficios.

Precisamente, buena parte de las dificultades que se detectan para 
efectivizar estos derechos, tienen que ver con los necesarios y pro-
fundos cambios actitudinales e institucionales que implica este saldo 
paradigmático, aspectos que muchas veces se obvia cuando se va-
lora el cumplimiento de las normas internacionales y sus nacionales 
de referencia. Reconocer en el plano filosófico, pero también en el 
normativo que los indígenas no son habitantes eventuales del pla-
neta, sino que son pueblos, comunidades con continuidad histórica 
con vocación de permanencia, implica una modificación sustancial de 
la perspectiva modernizante dominante que ha visto a los indígenas 
como un obstáculo para el desarrollo, más que como parte de un 
modelo de desarrollo incluyente y democrático. 

Este concepto está explícitamente señalado en la introducción de la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos 
Indígenas cuando expresa que la Asamblea General está “Convenci-
da de que el reconocimiento de los derechos de los pueblos indíge-
nas en la presente Declaración fomentará las relaciones armoniosas y 
de cooperación entre los Estados y los pueblos indígenas, basadas en 
los principios de la justicia, la democracia, el respeto de los derechos 
humanos, la no discriminación y la buena fe”.

Por tanto, los diálogos nacionales entre gobernantes y pueblos indí-
genas deben concebirse como un proceso de diálogo intercultural, 
con toda la complejidad que ello implica y que reclama dejar de lado 
preconceptos y paradigmas anteriores. 

Este cambio actitudinal es imprescindible para evitar la tendencia de 
encapsular la visión de los pueblos indígenas y de quienes compar-
ten sus perspectivas, a partir de los esquemas dominantes, desde 
preconceptos propios que terminan sosteniendo relaciones sociales 
y culturales inequitativas y además ciegas ante nuevas opciones para 
resolver los problemas comunes. 

Para que los diálogos nacionales sean diálogos interculturales en 
igualdad y equidad, es imprescindible reconocer al  “otro” en sus 
diferencias, en su alteridad, de sus formas particulares de expresión 
y sus sistemas valorativos. El diálogo intercultural implica un inter-
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cambio que explicita las diferentes visiones frente al desarrollo con el 
propósito de respetar y aprender del otro. 

En suma, la tesis central es que, en virtud de que uno de los rasgos 
de la actual sociedad globalizada es la multiculturalidad, a partir de la 
cual se generan constantes conflictos, entre las condiciones necesa-
rias para la resolución pacífica de problemas se encuentra el estable-
cimiento de normas, de instituciones y de mecanismos que:

a) Favorezcan las relaciones interculturales en un contexto de justicia 
social, respetando y alentado la autonomía de los pueblos, incluyendo 
el acceso efectivo al control de sus recursos materiales; b) Promuevan 
las prácticas de democracia participativa,   y  c) Faciliten el aprove-
chamiento del conocimiento –incluyendo el científico y tecnológico– 
para el desarrollo económico y cultural de todos los pueblos.30

30     Olive León, Interculturalismo y justicia social, Revista Opinión y Debate, Número 02 - febrero 
2011
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IV. dIálogo, nEgocIacIón y conflIcto

Resulta evidente que los pueblos indígenas, además de ser de 
los sectores con peores indicadores socio económicos en la re-
gión, se encuentran inmersos en diversos conflictos, la mayor 

parte de los cuales tienen que ver con el irrespeto por sus derechos 
individuales y colectivos.   De allí que los diálogos nacionales, sin 
atienden temas relevantes, de una forma u otra se relacionarán con 
potenciales situaciones conflictivas o bien con conflictos ya en mar-
cha. 

Los conflictos sociales están presentes en  todos los Estados, inde-
pendientemente de su sistema político, como la manifestación de la 
diferencia de intereses o visiones entre grupos sociales diversos. Los 
conflictos sociales no contienen una valoración negativa en sí mismos 
y su función social depende, entre otras cosas, de cómo son canaliza-
dos o resueltos.  

La existencia de mecanismos institucionales eficaces permite que los 
conflictos desempeñen una función social positiva, que dinamiza las 
relaciones sociales entre los diversos actores y desempeña un rol ca-
talizador de la democracia y la transformación social.

En los sistemas democráticos, los conflictos se resuelven mediante 
mecanismos institucionales y de forma pacífica, en particular incor-
porando la participación ciudadana. Ello implica resolver las disputas 
de una manera consensuada e inclusiva, en la que se incorpora la 
opinión e interés de los diversos actores involucrados en los procesos 
de toma de decisiones públicas, estableciendo parámetros generales 
que excluyan los privilegios sectoriales y generen una cultura cívica 
de diálogo y entendimiento. 

El desafío de las sociedades democráticas no es la erradicación de los 
conflictos sino su canalización pacífica a través de la institucionaliza-
ción de la negociación, la aplicación del derecho, la consagración de 
la participación social y la superación de las causas estructurales que 
se hallan en la base de la conflictividad. Todo ello, impidiendo que 
se conviertan en violencia o en crisis política. Otro aspecto central es, 
como parte de las políticas de los Estados frente a los conflictos, la 
prevención o alerta temprana, que supone la adopción de medidas 
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basadas en indicios o señales anticipadas. Esta prevención facilita la 
resolución y resulta menos costosa y más eficaz.31

Analizar un conflicto para comprenderlo y luego proveer herramien-
tas de intervención sobre el mismo a fin de resolverlo y/o transformar-
lo, puede ser un proceso importante que contribuya a la construcción 
de la “cultura de paz. Como se ha dicho,  “… la construcción de la 
paz implica restablecer relaciones rotas o deterioradas y crear nuevas 
instituciones y procesos (…) de relacionamiento ciudadano, principal-
mente en lo que respecta a las relaciones entre el Estado y la socie-
dad civil”.32

La creación de procesos de prevención y en su caso transformación 
de conflictos, necesita de  habilidades y destrezas en las instituciones 
y los actores sociales concernidos. Se requiere, por tanto, fortalecer 
mecanismos institucionales y desarrollar habilidades eficaces para re-
solver y/o transformar el conflicto y “descomprimir” las situaciones 
conflictivas latentes.

Es interesante destacar que, en el estudio de Naciones Unidas citado, 
se mencionan tres aspectos potencialmente creadores de conflictivi-
dad: a) la persistencia de estructuras sociales y políticas de exclusión 
que marginan de la participación a amplios y diversos actores; b) la 
ausencia de  mecanismos institucionalizados de negociación entre 
actores sociales, privilegiando la confrontación en desmedro de la 
construcción de consensos; c) la inercia de la cultura de la intolerancia 
y la violencia como  tendencia para resolver disputas.   

Sin dudas, pensando en la situación de los pueblos indígenas en la 
región, los tres aspectos los vemos presentes como concausas de 
conflictos. 

Atender la conflictividad implica intentar cambiar o transformar los 
ejes de la generan, que incluye los siguientes aspectos: 

El contexto: el hecho de que los conflictos de encuentren in-
mersos en un contexto social, regional e internacional determi-
nado hace que cualquier cambio en ese contexto tenga impor-
tantes consecuencias sobre el conflicto en sí.

La estructura social: si las raíces del conflicto radican en las es-
tructuras (por ejemplo debido a que éstas sean manifiestamente 
asimétricas), entonces es preciso transformarlas. Una forma de 
hacerlo es  dar poder a las partes más débiles de la estructura. 

31     Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala, Informe de Verificación “Los 
conflictos en Guatemala: un reto para la sociedad y el Estado”,  Febrero de 2001

32     SARTI, Carlos. “Construcción de la paz, resolución de conflictos y fortalecimiento de la esfera 
pública”; Nuevos caminos para la resolución de conflictos, experiencias latinoamericanas, Unidad para 
la Promoción de la Democracia, OEA, Guatemala, 2002, página 33.
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Los actores del conflicto: que puede hacerse mediante la trans-
formación del actor en sí, o de su liderazgo, o en la constitución 
de este.

Modificación de los temas: la reformulación de los temas pue-
de abrir la vía de nuevos acuerdos.

Modificación de enfoques:  mirar las cosas desde otra perspec-
tiva, con otros criterios de análisis. 

La vida democrática de los países de la región supuso grandes trans-
formaciones a fin de ajustarse a un mundo cambiante, en donde el 
consenso, el diálogo, la tolerancia, deben ser el norte en la construc-
ción de formas de vida.

Desde esta perspectiva es que los procesos de negociación ante con-
flictos, como formas no violentas de construir las soluciones de los 
conflictos cotidianos, son parte fundamental en la construcción de 
una cultura de paz. Pero,  para que se pueda llegar una negociación 
real, es indispensable buscar una posición de equilibrio, para poder 
llegar a acuerdos satisfactorios para ambas partes 

El diálogo como forma para lograr acuerdos es el postulado básico 
para un proceso de negociación. La comunicación efectiva, inicia los 
procesos de paz y con ello la solución de conflictos, por lo que el pri-
mer paso al momento de buscar formas de autocomposición de las 
soluciones es abrir los caminos de una comunicación efectiva, clara, 
en respeto a la dignidad del semejante.

Ahora bien. El dialogo no implica que en un proceso de negociación 
deba renunciarse a tener una postura, sino que el ejercicio de todas 
las facultades se haga bajo la ética de la alteridad y los principios del 
derecho de los derechos humanos.  

Al contrario, debe tenerse claridad sobre lo que se desea, plantearse 
el objetivo y mantenerlo claro durante la negociación, no implicando 
que no pueda tomarse decisiones en relación a éste a lo largo del 
proceso, pero el cambio constante de un objetivo de negociación 
hace que no se mantenga una posición coherente y con ello se difi-
culte el proceso de negociación.

Es claro que las partes deberán estar dispuestas a ceder así como a 
mantenerse en posturas, lo cual como se indicó responde a la necesi-
dad de comunicarse, de tener claro lo que se pretende y lo que se está 
dispuesto a ceder no por temor o resignación, sino como parte de una 
estrategia que sí produce satisfacción a las partes en conflicto.33

33     Corrales Pompilio, Marianela, Resolviendo conflictos a  través de una cultura de paz, Costa 
Rica 
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V. obJEtIVos dE los dIálogos

Si bien cada conformación nacional tiene historias, actores y 
realidades diversas, muchos aspectos de interés para los pue-
blos indígenas y para la sociedad en su conjunto, son comunes, 

como por ejemplo,  los derechos a  la participación, consulta, dere-
chos territoriales, acceso a recursos, respeto a instituciones y costum-
bres ancestrales, entre otros.

A su vez, los Estados deben atender los estándares internacionales y 
sus propias normas internas, al tiempo que también se trata de dar 
cumplimiento con los compromisos asumidos en el marco del Plan de 
acción de Iberoamérica. 

Por tanto, los diálogos, que habrán de  promover acuerdos relevan-
tes, posibles y sostenibles que impliquen avances en la consecución 
de los derechos de los pueblos indígenas, deben considera al menos 
tres objetivos:

El primer objetivo, expresamente incluido en el Plan de acción, es 
el de establecer o si ya existe, fortalecer, un ámbito permanente de 
participación y consulta con los pueblos indígenas que signifique una 
salto cualitativo en esta materia.  

Este objetivo implica establecer condiciones favorables para las ac-
ciones de prevención y transformación de potenciales conflictos pero 
además, avanzar hacia una consideración más equitativa de la visión 
y propuestas de los pueblos indígenas sobre los temas importantes 
para el país. 

El segundo objetivo estará relacionado con los temas que en la mesa 
de diálogo se entiendan los fundamentales para los pueblos indíge-
nas y para los representantes gubernamentales. Aunque en cada lu-
gar la elección será diversa, deberá estar presente la adecuación nor-
mativa e institucional del país con lo que demandan los estándares 
internacionales sobre derechos de los pueblos indígenas. 
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Este imperativo no solo surge del Plan de acción, sino de la constata-
ción de la realidad porque para promover y mejorar la realización de 
los derechos, se torna imprescindible que la legislación que los con-
sagra y protege así como la institucionalidad que se ocupa de que se 
implementen, debe mejorar y ser más eficiente para ello. 

El tercer objetivo, que deberá considerarse es que el diálogo nacional 
colabore, de aportes críticos y propositivos para que el Estado pueda 
diseñar y llevar adelante políticas públicas que potencien el desarro-
llo de las culturas que existen en el país o en su caso, que busquen 
preservara aquellas en riesgo de existencia. 



45

Parte VI

DINÁMICA DE 
LOS DIÁLOGOS





47

VI. dInáMIca dE los dIálogos 

puntos dE partIda

Sin perjuicio de otros aspectos que puedan acordarse al inicio del 
proceso, los diálogos nacionales se realizarán considerando los si-
guientes aspectos:

 

• Tendrán como base fundamental el marco institucional, jurí-
dico y conceptual contenido en este documento.  

Ello implica que los  temas a seleccionarse y los resultados pretendi-
dos deben apuntar a dar cumplimientos con los esos marcos o even-
tualmente superar  los mínimos establecidos en los estándares inter-
nacionales. 

• La participación y consulta a los pueblos indígenas son de 
interés de toda la comunidad, de todas las personas que 
viven en un país, no solo de los indígenas. 

Se trata de herramientas esenciales para la construcción de una so-
ciedad intercultural, realmente respetuosa de todas las perspectivas, 
que se beneficie de lo que todos y todas tenemos para aportar y por 
ende el Estado debe darle prioridad, colocar el tema en el tope de 
sus agendas.

• La participación y consulta los pueblos indígenas deben 
considerarse de manera integrada.

Los indígenas no solo deben ser interrogados sobre las ideas de los 
demás, sino que deben poder presentar sus propias ideas en benefi-
cio del conjunto de la sociedad. 
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• Los diálogos deben culminar con acuerdos y estos deben 
ser vinculantes. 

Se trata de cambiar la lógica de la imposición por la fuerza o por el 
engaño. Se trata de realmente crear condiciones para alcanzar con-
sensos. Si se han respetado los marcos pre establecidos y se alcanzan 
acuerdos,  éstos deben ser vinculantes. 

• Las promesas deben cumplirse

Los acuerdos alcanzados deben ser acompañados con mecanismos 
claros que permitan su implementación, su real cumplimiento.  Los 
pueblos indígenas tienen que tener intervención en la implementa-
ción de los acuerdos, supervisando a las instituciones y autoridades 
responsables de ellos. 

• Debe haber buena fe en el proceso

Durante el trabajo de la mesa de diálogo, no deben adoptarse medi-
das legislativas o administrativas en torno a los temas en debate, sin 
previo consenso de los participantes.

Funcionamiento

Los diálogos se desarrollarán de manera formal, estructurados, con 
agendas previamente consensuadas, con tiempos y dinámicas posi-
bles para todas las personas participantes.

Quienes asistan en representación del Estado tendrán adecuada legi-
timidad como para hacerse cargo institucional de los acuerdos. Quie-
nes participen por los pueblos indígenas deberán tener suficiente 
representatividad para que los acuerdos sean conocidos y avalados 
por sus representados.  En caso de solicitarse y con adecuada funda-
mentación, las delegaciones podrán modificar a sus delegados, sin 
que ello implique retrocesos en los debates realizados. 

Salvo situaciones insuperables, los disensos no deben provocar el 
abandono del proceso. Tanto las partes como quienes facilitan o 
apoyan las sesiones deberán esforzarse por buscar vías adecuadas 
y/o  novedosas para renovar los enfoques temáticos en caso que ello 
corresponda.  El espacio de diálogo, mientras subsistan los temas a 
discutir, es en sí mismo un elemento valioso por lo cual su continuidad 
es altamente positiva. 
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Se requiere  contar con la información necesaria para tener un inter-
cambio de idea sustentado y productivo. El Estado debe presentar 
la información necesaria según los temas a analizar y cuando corres-
ponda, los representantes de los pueblos indígenas, harán lo mismo. 

Es necesario asegurar el dominio técnico de los temas en debate por 
lo cual la presencia de asistencia especializada será de utilidad. 

El ejercicio de comunicación intercultural reclama superar preconcep-
tos, abrir los oídos, escuchar y ser escuchados buscando los puntos 
de acuerdo o al menos de acercamientos para comprendernos y en-
tonces crear condiciones para construir en conjunto. 

Un requisito fundamental es “hablar como gentes”: escuchar antes 
de hablar, decir lo que sabes y no lo que no sabes, refrendar tus pala-
bras con tus actos (Suma Q’amaña).

Para facilitar el trabajo,  habrá una coordinación que deberá ser acep-
tada por las partes, que a su vez recogerá los principales insumos que 
se produzcan para elaborar las memorias del proceso. También podrá 
facilitar los insumos que se soliciten en caso que ello sea necesario. 

Aunque es conveniente establecer un plazo general para los diálogos 
nacionales, se debe trabajar con suficiente flexibilidad entendiendo la 
dinámica de los procesos para que los aspectos procedimentales no 
se impongan  a los temas sustantivos. 

Se entiende relevante recoger y destacar los acuerdos que se alcan-
cen aunque los mismos no sean sobre el fondo de lo debatido. Un 
acuerdo sobre aspectos laterales puede ser un aliciente y motivador 
para seguir adelante con el proceso. 

En virtud que el diálogo intercultural no es lo habitual, las partes ha-
brán de valorar la importancia de realizar de manera previa, procesos 
de inducción tanto para los representantes de los pueblos indígenas 
como para los funcionarios gubernamentales.  Los elementos de la 
cosmovisión indígena, sus principales propuestas y demandas, la es-
tructura del Estado, el marco jurídico e institucional, entre otros pun-
tos, pueden ser materia de los cursos de inducción.  

El Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de América La-
tina y el Caribe FILAC dará acompañamiento y apoyo técnico a los 
Diálogos Nacionales. En acuerdo con los participantes estará presen-
te en las sesiones, ayudará en la búsqueda de consensos y facilitará 
asistencia técnica en los temas que se le solicite.  

Entre otros apoyos, FILAC pondrá a disposición de las partes una 
serie de herramientas conceptuales que serán de utilidad en los de-
bates. 
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rEcursos docuMEntalEs para El dIálogo

Instrumentos Internacionales
Declaración de las Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas 
Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas
Convenio Internacional del Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales, Nro. 169
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discrimina-
ción Racial
Convención Internacional para la Eliminación de toda Forma de Discriminación de 
la Mujer

Documentos
Plan de acción de Iberoamérica para la implementación de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas
XXVI Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, “Compromiso 
Iberoamericano por el desarrollo sostenible 
Agenda de Desarrollo 2030 de las Naciones Unidas
Observaciones de órganos especializados sobre derechos de pueblos indígenas 
(según país)
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Asamblea General 
Distr. general 

10 de diciembre de 2007 
 

Sexagésimo primer período de sesiones 
Tema 68 del programa 

 

06-51210** 

*Resolución aprobada por la Asamblea General el 13 de septiembre de 2007 

[sin remisión previa a una Comisión Principal (A/61/L.67 y Add.1)] 

61/295. Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos  
de los pueblos indígenas 

 
 

 La Asamblea General, 

 Tomando nota de la recomendación que figura en la resolución 1/2 del Consejo 
de Derechos Humanos, de 29 de junio de 20061, en la que el Consejo aprobó el texto 
de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos 
indígenas, 

 Recordando su resolución 61/178, de 20 de diciembre de 2006, en la que 
decidió aplazar el examen y la adopción de medidas sobre la Declaración a fin de 
disponer de más tiempo para seguir celebrando consultas al respecto, y decidió 
también concluir su examen de la Declaración antes de que terminase el sexagésimo 
primer período de sesiones,  

 Aprueba la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los 
pueblos indígenas que figura en el anexo de la presente resolución. 

107ª sesión plenaria 
13 de septiembre de 2007 

 

Anexo 
 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas 

 La Asamblea General, 

 Guiada por los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas y la 
buena fe en el cumplimiento de las obligaciones contraídas por los Estados de 
conformidad con la Carta, 

 Afirmando que los pueblos indígenas son iguales a todos los demás pueblos y 
reconociendo al mismo tiempo el derecho de todos los pueblos a ser diferentes, a 
considerarse a sí mismos diferentes y a ser respetados como tales, 

_______________ 
** Segunda reimpresión por razones técnicas. 
1 Véase Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo primer período de sesiones, 
Suplemento No. 53 (A/61/53), primera parte, cap. II, secc. A. 
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 Afirmando también que todos los pueblos contribuyen a la diversidad y riqueza 
de las civilizaciones y culturas, que constituyen el patrimonio común de la 
humanidad, 

 Afirmando además que todas las doctrinas, políticas y prácticas basadas en la 
superioridad de determinados pueblos o individuos o que la propugnan aduciendo 
razones de origen nacional o diferencias raciales, religiosas, étnicas o culturales son 
racistas, científicamente falsas, jurídicamente inválidas, moralmente condenables y 
socialmente injustas, 

 Reafirmando que, en el ejercicio de sus derechos, los pueblos indígenas deben 
estar libres de toda forma de discriminación, 

 Preocupada por el hecho de que los pueblos indígenas han sufrido injusticias 
históricas como resultado, entre otras cosas, de la colonización y de haber sido 
desposeídos de sus tierras, territorios y recursos, lo que les ha impedido ejercer, en 
particular, su derecho al desarrollo de conformidad con sus propias necesidades e 
intereses, 

 Reconociendo la urgente necesidad de respetar y promover los derechos 
intrínsecos de los pueblos indígenas, que derivan de sus estructuras políticas, 
económicas y sociales y de sus culturas, de sus tradiciones espirituales, de su 
historia y de su filosofía, especialmente los derechos a sus tierras, territorios y 
recursos, 

 Reconociendo también la urgente necesidad de respetar y promover los 
derechos de los pueblos indígenas afirmados en tratados, acuerdos y otros arreglos 
constructivos con los Estados, 

 Celebrando que los pueblos indígenas se estén organizando para promover su 
desarrollo político, económico, social y cultural y para poner fin a todas las formas 
de discriminación y opresión dondequiera que ocurran, 

 Convencida de que si los pueblos indígenas controlan los acontecimientos que 
los afecten a ellos y a sus tierras, territorios y recursos podrán mantener y reforzar 
sus instituciones, culturas y tradiciones y promover su desarrollo de acuerdo con sus 
aspiraciones y necesidades, 

 Reconociendo que el respeto de los conocimientos, las culturas y las prácticas 
tradicionales indígenas contribuye al desarrollo sostenible y equitativo y a la 
ordenación adecuada del medio ambiente, 

 Destacando la contribución de la desmilitarización de las tierras y territorios 
de los pueblos indígenas a la paz, el progreso y el desarrollo económicos y sociales, 
la comprensión y las relaciones de amistad entre las naciones y los pueblos 
del mundo, 

 Reconociendo en particular el derecho de las familias y comunidades 
indígenas a seguir compartiendo la responsabilidad por la crianza, la formación, la 
educación y el bienestar de sus hijos, en consonancia con los derechos del niño, 

 Considerando que los derechos afirmados en los tratados, acuerdos y otros 
arreglos constructivos entre los Estados y los pueblos indígenas son, en algunas 
situaciones, asuntos de preocupación, interés, responsabilidad y carácter 
internacional, 

 Considerando también que los tratados, acuerdos y demás arreglos 
constructivos, y las relaciones que representan, sirven de base para el 
fortalecimiento de la asociación entre los pueblos indígenas y los Estados, 
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 Reconociendo que la Carta de las Naciones Unidas, el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales2 y el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos2, así como la Declaración y el Programa de Acción de Viena3 
afirman la importancia fundamental del derecho de todos los pueblos a la libre 
determinación, en virtud del cual éstos determinan libremente su condición política 
y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural, 

 Teniendo presente que nada de lo contenido en la presente Declaración podrá 
utilizarse para negar a ningún pueblo su derecho a la libre determinación, ejercido 
de conformidad con el derecho internacional, 

 Convencida de que el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas 
en la presente Declaración fomentará las relaciones armoniosas y de cooperación 
entre los Estados y los pueblos indígenas, basadas en los principios de la justicia, la 
democracia, el respeto de los derechos humanos, la no discriminación y la buena fe, 

 Alentando a los Estados a que respeten y cumplan eficazmente todas sus 
obligaciones para con los pueblos indígenas dimanantes de los instrumentos 
internacionales, en particular las relativas a los derechos humanos, en consulta y 
cooperación con los pueblos interesados, 

 Destacando que corresponde a las Naciones Unidas desempeñar un papel 
importante y continuo de promoción y protección de los derechos de los pueblos 
indígenas, 

 Estimando que la presente Declaración constituye un nuevo paso importante 
hacia el reconocimiento, la promoción y la protección de los derechos y las 
libertades de los pueblos indígenas y en el desarrollo de actividades pertinentes del 
sistema de las Naciones Unidas en esta esfera, 

 Reconociendo y reafirmando que los indígenas tienen sin discriminación todos 
los derechos humanos reconocidos en el derecho internacional, y que los pueblos 
indígenas poseen derechos colectivos que son indispensables para su existencia, 
bienestar y desarrollo integral como pueblos, 

 Reconociendo que la situación de los pueblos indígenas varía de región en 
región y de país a país y que se debe tener en cuenta la significación de las 
particularidades nacionales y regionales y de las diversas tradiciones históricas y 
culturales, 

 Proclama solemnemente la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
derechos de los pueblos indígenas, cuyo texto figura a continuación, como ideal 
común que debe perseguirse en un espíritu de solidaridad y respeto mutuo: 

 

Artículo 1 

 Los indígenas tienen derecho, como pueblos o como individuos, al disfrute 
pleno de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales reconocidos en 
la Carta de las Naciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos Humanos4 y 
las normas internacionales de derechos humanos. 
 

_______________ 
2 Véase la resolución 2200 A (XXI), anexo. 
3 A/CONF.157/24 (Part I), cap. III. 
4 Resolución 217 A (III). 
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Artículo 2 

 Los pueblos y los individuos indígenas son libres e iguales a todos los demás 
pueblos y personas y tienen derecho a no ser objeto de ningún tipo de 
discriminación en el ejercicio de sus derechos, en particular la fundada en su origen 
o identidad indígenas. 
 

Artículo 3 

 Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de 
ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su 
desarrollo económico, social y cultural. 
 

Artículo 4 

 Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre determinación, 
tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones relacionadas con 
sus asuntos internos y locales, así como a disponer de medios para financiar sus 
funciones autónomas. 
 

Artículo 5 

 Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias 
instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la 
vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, 
social y cultural del Estado. 
 

Artículo 6 

 Toda persona indígena tiene derecho a una nacionalidad. 
 

Artículo 7 

 1. Las personas indígenas tienen derecho a la vida, la integridad física y 
mental, la libertad y la seguridad de la persona. 

 2. Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo a vivir en libertad, paz 
y seguridad como pueblos distintos y no serán sometidos a ningún acto de genocidio 
ni a ningún otro acto de violencia, incluido el traslado forzado de niños del grupo a 
otro grupo. 
 

Artículo 8 

 1. Los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a no ser sometidos 
a una asimilación forzada ni a la destrucción de su cultura. 

 2. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la prevención y el 
resarcimiento de: 

 a) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia privarlos de su integridad 
como pueblos distintos o de sus valores culturales o su identidad étnica; 

 b) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia desposeerlos de sus 
tierras, territorios o recursos; 

 c) Toda forma de traslado forzado de población que tenga por objeto o 
consecuencia la violación o el menoscabo de cualquiera de sus derechos; 

 d) Toda forma de asimilación o integración forzada; 
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 e) Toda forma de propaganda que tenga como fin promover o incitar a la 
discriminación racial o étnica dirigida contra ellos. 
 

Artículo 9 

 Los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a pertenecer a una 
comunidad o nación indígena, de conformidad con las tradiciones y costumbres de 
la comunidad o nación de que se trate. Del ejercicio de ese derecho no puede 
resultar discriminación de ningún tipo. 
 

Artículo 10 

 Los pueblos indígenas no serán desplazados por la fuerza de sus tierras o 
territorios. No se procederá a ningún traslado sin el consentimiento libre, previo e 
informado de los pueblos indígenas interesados, ni sin un acuerdo previo sobre una 
indemnización justa y equitativa y, siempre que sea posible, la opción del regreso. 
 

Artículo 11 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y revitalizar sus 
tradiciones y costumbres culturales. Ello incluye el derecho a mantener, proteger y 
desarrollar las manifestaciones pasadas, presentes y futuras de sus culturas, como 
lugares arqueológicos e históricos, objetos, diseños, ceremonias, tecnologías, artes 
visuales e interpretativas y literaturas. 

 2. Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos 
eficaces, que podrán incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los 
pueblos indígenas, respecto de los bienes culturales, intelectuales, religiosos y 
espirituales de que hayan sido privados sin su consentimiento libre, previo e 
informado o en violación de sus leyes, tradiciones y costumbres. 
 

Artículo 12 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a manifestar, practicar, desarrollar 
y enseñar sus tradiciones, costumbres y ceremonias espirituales y religiosas; a 
mantener y proteger sus lugares religiosos y culturales y a acceder a ellos 
privadamente; a utilizar y controlar sus objetos de culto, y a obtener la repatriación 
de sus restos humanos. 

 2. Los Estados procurarán facilitar el acceso y/o la repatriación de objetos 
de culto y de restos humanos que posean mediante mecanismos justos, transparentes 
y eficaces establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas interesados. 
 

Artículo 13 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utilizar, fomentar y 
transmitir a las generaciones futuras sus historias, idiomas, tradiciones orales, 
filosofías, sistemas de escritura y literaturas, y a atribuir nombres a sus 
comunidades, lugares y personas, así como a mantenerlos. 

 2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar la protección de 
ese derecho y también para asegurar que los pueblos indígenas puedan entender y 
hacerse entender en las actuaciones políticas, jurídicas y administrativas, 
proporcionando para ello, cuando sea necesario, servicios de interpretación u otros 
medios adecuados. 
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Artículo 14 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y controlar sus 
sistemas e instituciones docentes que impartan educación en sus propios idiomas, en 
consonancia con sus métodos culturales de enseñanza y aprendizaje. 

 2. Los indígenas, en particular los niños, tienen derecho a todos los niveles 
y formas de educación del Estado sin discriminación. 

 3. Los Estados adoptarán medidas eficaces, conjuntamente con los pueblos 
indígenas, para que las personas indígenas, en particular los niños, incluidos los que 
viven fuera de sus comunidades, tengan acceso, cuando sea posible, a la educación 
en su propia cultura y en su propio idioma. 
 

Artículo 15 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que la dignidad y diversidad de 
sus culturas, tradiciones, historias y aspiraciones queden debidamente reflejadas en 
la educación y la información pública. 

 2. Los Estados adoptarán medidas eficaces, en consulta y cooperación con 
los pueblos indígenas interesados, para combatir los prejuicios y eliminar la 
discriminación y promover la tolerancia, la comprensión y las buenas relaciones 
entre los pueblos indígenas y todos los demás sectores de la sociedad. 
 

Artículo 16 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer sus propios medios de 
información en sus propios idiomas y a acceder a todos los demás medios de 
información no indígenas sin discriminación. 

 2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar que los medios de 
información públicos reflejen debidamente la diversidad cultural indígena. Los 
Estados, sin perjuicio de la obligación de asegurar plenamente la libertad de 
expresión, deberán alentar a los medios de información privados a reflejar 
debidamente la diversidad cultural indígena. 
 

Artículo 17 

 1. Los individuos y los pueblos indígenas tienen derecho a disfrutar 
plenamente de todos los derechos establecidos en el derecho laboral internacional y 
nacional aplicable. 

 2. Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, 
tomarán medidas específicas para proteger a los niños indígenas contra la 
explotación económica y contra todo trabajo que pueda resultar peligroso o 
interferir en la educación de los niños, o que pueda ser perjudicial para la salud o el 
desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social de los niños, teniendo en cuenta 
su especial vulnerabilidad y la importancia de la educación para empoderarlos. 

 3. Las personas indígenas tienen derecho a no ser sometidas a condiciones 
discriminatorias de trabajo y, entre otras cosas, de empleo o salario. 
 

Artículo 18 

 Los pueblos indígenas tienen derecho a participar en la adopción de decisiones 
en las cuestiones que afecten a sus derechos, por conducto de representantes 
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elegidos por ellos de conformidad con sus propios procedimientos, así como a 
mantener y desarrollar sus propias instituciones de adopción de decisiones. 
 

Artículo 19 

 Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos 
indígenas interesados por medio de sus instituciones representativas antes de 
adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que los afecten, a fin de 
obtener su consentimiento libre, previo e informado. 
 

Artículo 20 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus 
sistemas o instituciones políticos, económicos y sociales, a disfrutar de forma segura 
de sus propios medios de subsistencia y desarrollo, y a dedicarse libremente a todas 
sus actividades económicas tradicionales y de otro tipo. 

 2. Los pueblos indígenas desposeídos de sus medios de subsistencia y 
desarrollo tienen derecho a una reparación justa y equitativa. 
 

Artículo 21 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho, sin discriminación, al 
mejoramiento de sus condiciones económicas y sociales, entre otras esferas, en la 
educación, el empleo, la capacitación y el readiestramiento profesionales, la 
vivienda, el saneamiento, la salud y la seguridad social. 

 2. Los Estados adoptarán medidas eficaces y, cuando proceda, medidas 
especiales para asegurar el mejoramiento continuo de sus condiciones económicas y 
sociales. Se prestará particular atención a los derechos y necesidades especiales de 
los ancianos, las mujeres, los jóvenes, los niños y las personas con discapacidad 
indígenas. 
 

Artículo 22 

 1. En la aplicación de la presente Declaración se prestará particular 
atención a los derechos y necesidades especiales de los ancianos, las mujeres, los 
jóvenes, los niños y las personas con discapacidad indígenas. 

 2. Los Estados adoptarán medidas, conjuntamente con los pueblos 
indígenas, para asegurar que las mujeres y los niños indígenas gocen de protección y 
garantías plenas contra todas las formas de violencia y discriminación. 
 

Artículo 23 

 Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y a elaborar prioridades y 
estrategias para el ejercicio de su derecho al desarrollo. En particular, los pueblos 
indígenas tienen derecho a participar activamente en la elaboración y determinación 
de los programas de salud, vivienda y demás programas económicos y sociales que 
les conciernan y, en lo posible, a administrar esos programas mediante sus propias 
instituciones. 
 

Artículo 24 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a sus propias medicinas 
tradicionales y a mantener sus prácticas de salud, incluida la conservación de sus 
plantas medicinales, animales y minerales de interés vital. Las personas indígenas 
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también tienen derecho de acceso, sin discriminación alguna, a todos los servicios 
sociales y de salud. 

 2. Las personas indígenas tienen igual derecho a disfrutar del nivel más alto 
posible de salud física y mental. Los Estados tomarán las medidas que sean 
necesarias para lograr progresivamente que este derecho se haga plenamente 
efectivo. 
 

Artículo 25 

 Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia 
relación espiritual con las tierras, territorios, aguas, mares costeros y otros recursos 
que tradicionalmente han poseído u ocupado y utilizado y a asumir las 
responsabilidades que a ese respecto les incumben para con las generaciones 
venideras. 
 

Artículo 26 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a las tierras, territorios y recursos 
que tradicionalmente han poseído, ocupado o utilizado o adquirido. 

 2. Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y 
controlar las tierras, territorios y recursos que poseen en razón de la propiedad 
tradicional u otro tipo tradicional de ocupación o utilización, así como aquellos que 
hayan adquirido de otra forma. 

 3. Los Estados asegurarán el reconocimiento y protección jurídicos de esas 
tierras, territorios y recursos. Dicho reconocimiento respetará debidamente las 
costumbres, las tradiciones y los sistemas de tenencia de la tierra de los pueblos 
indígenas de que se trate. 
 

Artículo 27 

 Los Estados establecerán y aplicarán, conjuntamente con los pueblos indígenas 
pertinentes, un proceso equitativo, independiente, imparcial, abierto y transparente, 
en el que se reconozcan debidamente las leyes, tradiciones, costumbres y sistemas 
de tenencia de la tierra de los pueblos indígenas, para reconocer y adjudicar los 
derechos de los pueblos indígenas en relación con sus tierras, territorios y recursos, 
comprendidos aquellos que tradicionalmente han poseído u ocupado o utilizado. Los 
pueblos indígenas tendrán derecho a participar en este proceso. 
 

Artículo 28 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la reparación, por medios que 
pueden incluir la restitución o, cuando ello no sea posible, una indemnización justa 
y equitativa por las tierras, los territorios y los recursos que tradicionalmente hayan 
poseído u ocupado o utilizado y que hayan sido confiscados, tomados, ocupados, 
utilizados o dañados sin su consentimiento libre, previo e informado. 

 2. Salvo que los pueblos interesados hayan convenido libremente en otra 
cosa, la indemnización consistirá en tierras, territorios y recursos de igual calidad, 
extensión y condición jurídica o en una indemnización monetaria u otra reparación 
adecuada. 
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Artículo 29 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y protección del 
medio ambiente y de la capacidad productiva de sus tierras o territorios y recursos. 
Los Estados deberán establecer y ejecutar programas de asistencia a los pueblos 
indígenas para asegurar esa conservación y protección, sin discriminación. 

 2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar que no se 
almacenen ni eliminen materiales peligrosos en las tierras o territorios de los 
pueblos indígenas sin su consentimiento libre, previo e informado. 

 3. Los Estados también adoptarán medidas eficaces para asegurar, según sea 
necesario, que se apliquen debidamente programas de control, mantenimiento y 
restablecimiento de la salud de los pueblos indígenas afectados por esos materiales, 
programas que serán elaborados y ejecutados por esos pueblos. 
 

Artículo 30 

 1. No se desarrollarán actividades militares en las tierras o territorios de los 
pueblos indígenas, a menos que lo justifique una razón de interés público pertinente 
o que se haya acordado libremente con los pueblos indígenas interesados, o que 
éstos lo hayan solicitado. 

 2. Los Estados celebrarán consultas eficaces con los pueblos indígenas 
interesados, por los procedimientos apropiados y en particular por medio de sus 
instituciones representativas, antes de utilizar sus tierras o territorios para 
actividades militares. 
 

Artículo 31 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, controlar, proteger y 
desarrollar su patrimonio cultural, sus conocimientos tradicionales, sus expresiones 
culturales tradicionales y las manifestaciones de sus ciencias, tecnologías y culturas, 
comprendidos los recursos humanos y genéticos, las semillas, las medicinas, el 
conocimiento de las propiedades de la fauna y la flora, las tradiciones orales, las 
literaturas, los diseños, los deportes y juegos tradicionales, y las artes visuales e 
interpretativas. También tienen derecho a mantener, controlar, proteger y desarrollar 
su propiedad intelectual de dicho patrimonio cultural, sus conocimientos 
tradicionales y sus expresiones culturales tradicionales. 

 2. Conjuntamente con los pueblos indígenas, los Estados adoptarán medidas 
eficaces para reconocer y proteger el ejercicio de estos derechos. 
 

Artículo 32 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y elaborar las 
prioridades y estrategias para el desarrollo o la utilización de sus tierras o territorios 
y otros recursos. 

 2. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los 
pueblos indígenas interesados por conducto de sus propias instituciones 
representativas a fin de obtener su consentimiento libre e informado antes de 
aprobar cualquier proyecto que afecte a sus tierras o territorios y otros recursos, 
particularmente en relación con el desarrollo, la utilización o la explotación de 
recursos minerales, hídricos o de otro tipo. 

 3. Los Estados proveerán mecanismos eficaces para la reparación justa y 
equitativa por cualquiera de esas actividades, y se adoptarán medidas adecuadas 
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para mitigar las consecuencias nocivas de orden ambiental, económico, social, 
cultural o espiritual. 
 

Artículo 33 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar su propia identidad o 
pertenencia conforme a sus costumbres y tradiciones. Ello no menoscaba el derecho 
de las personas indígenas a obtener la ciudadanía de los Estados en que viven. 

 2. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar las estructuras y a 
elegir la composición de sus instituciones de conformidad con sus propios 
procedimientos. 
 

Artículo 34 

 Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y mantener sus 
estructuras institucionales y sus propias costumbres, espiritualidad, tradiciones, 
procedimientos, prácticas y, cuando existan, costumbres o sistemas jurídicos, de 
conformidad con las normas internacionales de derechos humanos. 
 

Artículo 35 

 Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar las responsabilidades de los 
individuos para con sus comunidades. 
 

Artículo 36 

 1. Los pueblos indígenas, en particular los que están divididos por fronteras 
internacionales, tienen derecho a mantener y desarrollar los contactos, las relaciones 
y la cooperación, incluidas las actividades de carácter espiritual, cultural, político, 
económico y social, con sus propios miembros, así como con otros pueblos, a través 
de las fronteras. 

 2. Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, 
adoptarán medidas eficaces para facilitar el ejercicio y asegurar la aplicación de este 
derecho. 
 

Artículo 37 

 1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que los tratados, acuerdos y otros 
arreglos constructivos concertados con los Estados o sus sucesores sean 
reconocidos, observados y aplicados y a que los Estados acaten y respeten esos 
tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos. 

 2. Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el 
sentido de que menoscaba o suprime los derechos de los pueblos indígenas que 
figuren en tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos. 
 

Artículo 38 

 Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, adoptarán 
las medidas apropiadas, incluidas medidas legislativas, para alcanzar los fines de la 
presente Declaración. 
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Artículo 39 

 Los pueblos indígenas tienen derecho a recibir asistencia financiera y técnica 
de los Estados y por conducto de la cooperación internacional para el disfrute de los 
derechos enunciados en la presente Declaración. 
 

Artículo 40 

 Los pueblos indígenas tienen derecho a procedimientos equitativos y justos 
para el arreglo de conflictos y controversias con los Estados u otras partes, y a una 
pronta decisión sobre esas controversias, así como a una reparación efectiva de toda 
lesión de sus derechos individuales y colectivos. En esas decisiones se tendrán 
debidamente en consideración las costumbres, las tradiciones, las normas y los 
sistemas jurídicos de los pueblos indígenas interesados y las normas internacionales 
de derechos humanos. 
 

Artículo 41 

 Los órganos y organismos especializados del sistema de las Naciones Unidas y 
otras organizaciones intergubernamentales contribuirán a la plena aplicación de las 
disposiciones de la presente Declaración mediante la movilización, entre otras 
cosas, de la cooperación financiera y la asistencia técnica. Se establecerán los 
medios de asegurar la participación de los pueblos indígenas en relación con los 
asuntos que les conciernan. 
 

Artículo 42 

 Las Naciones Unidas, sus órganos, incluido el Foro Permanente para las 
Cuestiones Indígenas, y los organismos especializados, incluso a nivel local, así 
como los Estados, promoverán el respeto y la plena aplicación de las disposiciones 
de la presente Declaración y velarán por su eficacia. 
 

Artículo 43 

 Los derechos reconocidos en la presente Declaración constituyen las normas 
mínimas para la supervivencia, la dignidad y el bienestar de los pueblos indígenas 
del mundo. 
 

Artículo 44 

 Todos los derechos y las libertades reconocidos en la presente Declaración se 
garantizan por igual al hombre y a la mujer indígenas. 
 

Artículo 45 

 Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el sentido 
de que menoscaba o suprime los derechos que los pueblos indígenas tienen en la 
actualidad o puedan adquirir en el futuro. 
 

Artículo 46 

 1. Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el 
sentido de que confiere a un Estado, pueblo, grupo o persona derecho alguno a 
participar en una actividad o realizar un acto contrarios a la Carta de las Naciones 
Unidas, ni se entenderá en el sentido de que autoriza o alienta acción alguna 
encaminada a quebrantar o menoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial 
o la unidad política de Estados soberanos e independientes. 
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 2. En el ejercicio de los derechos enunciados en la presente Declaración, se 
respetarán los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos. El 
ejercicio de los derechos establecidos en la presente Declaración estará sujeto 
exclusivamente a las limitaciones determinadas por la ley y con arreglo a las 
obligaciones internacionales en materia de derechos humanos. Esas limitaciones no 
serán discriminatorias y serán sólo las estrictamente necesarias para garantizar el 
reconocimiento y respeto debidos a los derechos y las libertades de los demás y para 
satisfacer las justas y más apremiantes necesidades de una sociedad democrática. 

 3. Las disposiciones enunciadas en la presente Declaración se interpretarán 
con arreglo a los principios de la justicia, la democracia, el respeto de los derechos 
humanos, la igualdad, la no discriminación, la buena gobernanza y la buena fe. 
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AG/RES. 2888 (XLVI-O/16) 
 

DECLARACIÓN AMERICANA SOBRE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 
 

(Aprobada en la segunda sesión plenaria,  
celebrada el 14 de junio de 2016) 

 
 
 LA ASAMBLEA GENERAL, 
 

RECORDANDO el contenido de la resolución AG/RES. 2867 (XLIV-O/14), “Proyecto de 
Declaración Americana sobre los derechos de los pueblos indígenas”, así como todas las resoluciones 
anteriores relativas a este tema; 
 

RECORDANDO igualmente la “Declaración sobre los derechos de los pueblos indígenas en 
las Américas”, documento AG/DEC. 79 (XLIV-O/14), que reafirma como una prioridad de la 
Organización de los Estados Americanos avanzar en la promoción y protección efectiva de los 
derechos de los pueblos indígenas de las Américas;  
 

RECONOCIENDO el valioso apoyo al proceso en el seno del “Grupo de Trabajo Encargado 
de Elaborar un Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas” por 
parte de los Estados Miembros, los Estados Observadores, los órganos, organismos y entidades de la 
Organización de los Estados Americanos; 
 

RECONOCIENDO también la importante participación de los pueblos indígenas de las 
Américas en el proceso de elaboración de esta Declaración 
 

TENIENDO EN CUENTA el significativo aporte de los pueblos indígenas de las Américas 
para la humanidad, 
 
RESUELVE: 
 

Aprobar la siguiente Declaración Americana sobre los derechos de los pueblos indígenas: 1/2/ 

                                                           
1. Estados Unidos desea reiterar su compromiso para atender los apremiantes problemas que atañen a 

los pueblos indígenas en el continente, incluido el combate a la discriminación social de que son objeto,… 

2.  Canadá reitera su compromiso con una renovada relación con sus pueblos indígenas fundamentada 
en el reconocimiento de derechos, el respeto, la cooperación y la colaboración. Canadá está ahora … 
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DECLARACIÓN AMERICANA 
SOBRE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

 
 

PREÁMBULO 
 
 

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (en adelante los 
Estados)  
 
RECONOCIENDO: 
 

Que los derechos de los pueblos indígenas constituyen un aspecto fundamental y de 
trascendencia histórica para el presente y el futuro de las Américas;  

 
La importante presencia de pueblos indígenas en las Américas, y su inmensa contribución al 

desarrollo, pluralidad y diversidad cultural de nuestras sociedades y reiterando nuestro compromiso 
con su bienestar económico y social, así como la obligación a respetar sus derechos y su identidad 
cultural; y  
 

La importancia que tiene para la humanidad la existencia de los pueblos y las culturas 
indígenas de las Américas;  
 

REAFIRMANDO que los pueblos indígenas son sociedades originarias, diversas y con 
identidad propia que forman parte integral de las Américas;  

 
PREOCUPADOS por el hecho de que los pueblos indígenas han sufrido injusticias históricas 

como resultado, entre otras cosas, de la colonización y de haber sido desposeídos de sus tierras, 
territorios y recursos, lo que les ha impedido ejercer, en particular, su derecho al desarrollo de 
conformidad con sus propias necesidades e intereses;  
  

RECONOCIENDO la urgente necesidad de respetar y promover los derechos intrínsecos de 
los pueblos indígenas, que derivan de sus estructuras políticas, económicas y sociales y de sus 
culturas, de sus tradiciones espirituales, de su historia y de su filosofía, especialmente los derechos a 
sus tierras, territorios y recursos;  
 

RECONOCIENDO ASIMISMO que el respeto de los conocimientos, las culturas y las 
prácticas tradicionales indígenas contribuye al desarrollo sostenible y equitativo y a la ordenación 
adecuada del medio ambiente;  
 

TENIENDO PRESENTE los avances logrados en el ámbito internacional en el 
reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas, y en particular, el Convenio 169 de la OIT y 
la Declaración de la Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas;  

 
TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN los progresos nacionales constitucionales, legislativos y 

jurisprudenciales alcanzados en las Américas para garantizar, promover y proteger los derechos de los 
pueblos indígenas, así como la voluntad política de los Estados de seguir avanzando en el 
reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas de las Américas;  
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RECORDANDO los compromisos asumidos por los Estados miembros para garantizar, 
promover y proteger los derechos e instituciones de los pueblos indígenas, incluyendo aquellos 
asumidos en la Tercera y Cuarta Cumbre de las Américas;  
 

RECORDANDO ADEMÁS la universalidad, indivisibilidad e interdependencia de los 
derechos humanos reconocidos por el derecho internacional.  

 
CON ENCIDO  que el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas en la 

presente Declaración fomentar  las relaciones armoniosas y de cooperación entre los Estados y los 
pueblos indígenas, basadas en los principios de la justicia, la democracia, el respeto de los derechos 
humanos, la no discriminación y la buena fe;  

 
CONSIDERANDO la importancia de eliminar todas las formas de discriminación que puedan 

afectar a los pueblos indígenas y teniendo en cuenta la responsabilidad de los Estados para 
combatirlas;  
 

ALENTANDO a los Estados a que respeten y cumplan eficazmente todas sus obligaciones 
para con los pueblos indígenas dimanantes de los instrumentos internacionales, en particular las 
relativas a los derechos humanos, en consulta y cooperación con los pueblos interesados;  
 
DECLARAN: 
 

SECCIÓN PRIMERA: Pueblos Indígenas. Ámbito de aplicación y alcances 
 
 
Artículo I. 
 

1. La Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas se aplica a 
los pueblos indígenas de las Américas.  
 

2. La autoidentificación como pueblos indígenas será un criterio fundamental para 
determinar a quienes se aplica la presente Declaración. Los Estados respetarán el derecho a dicha 
autoidentificación como indígena en forma individual o colectiva, conforme a las prácticas e 
instituciones propias de cada pueblo indígena.  
 
Artículo II.  
 

Los Estados reconocen y respetan el carácter pluricultural y multilingüe de los pueblos 
indígenas, quienes forman parte integral de sus sociedades.  
 
Artículo III. 
 
Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho determinan 
libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural.  
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Artículo IV.  
 

Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el sentido de que confiere 
a un Estado, pueblo, grupo o persona derecho alguno a participar en una actividad o realizar un acto 
contrarios a la Carta de la Organización de los Estados Americanos y a la Carta de las Naciones 
Unidas, ni se entenderá en el sentido de que autoriza o alienta acción alguna encaminada a quebrantar 
o menoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial o la unidad política de Estados soberanos 
e independientes.  

 
SECCIÓN SEGUNDA: Derechos Humanos y Derechos Colectivos 

 
 
Artículo V. Plena vigencia de los derechos humanos  
 

Los pueblos y las personas indígenas tienen derecho al goce pleno de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales, reconocidos en la Carta de las Naciones Unidas, la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos y en el derecho internacional de los derechos humanos.  
 
Artículo VI. Derechos colectivos 
 

Los pueblos indígenas tienen derechos colectivos indispensables para su existencia, bienestar 
y desarrollo integral como pueblos. En este sentido, los Estados reconocen y respetan, el derecho de 
los pueblos indígenas a su actuar colectivo; a sus sistemas o instituciones jurídicos, sociales, políticos 
y económicos; a sus propias culturas; a profesar y practicar sus creencias espirituales; a usar sus 
propias lenguas e idiomas; y a sus tierras, territorios y recursos. Los Estados promoverán con la 
participación plena y efectiva de los pueblos indígenas la coexistencia armónica de los derechos y 
sistemas de los grupos poblacionales y culturas.  
 
Artículo VII. Igualdad de género 
 

1. Las mujeres indígenas tienen el derecho al reconocimiento, protección y goce de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales contenidos en el derecho internacional, libres 
de todas las formas de discriminación.  
 

2. Los Estados reconocen que la violencia contra las personas y los pueblos indígenas, 
particularmente las mujeres, impide o anula el goce de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales.  
 

3. Los Estados adoptarán las medidas necesarias, en conjunto con los pueblos indígenas, 
para prevenir y erradicar todas las formas de violencia y discriminación, en particular contra las 
mujeres, las niñas y los niños indígenas.  
 
Artículo VIII. Derecho a pertenecer a pueblos indígenas 
 

Las personas y comunidades indígenas tienen el derecho de pertenecer a uno o varios pueblos 
indígenas, de acuerdo con la identidad, tradiciones, costumbres y sistemas de pertenencia de cada 
pueblo. Del ejercicio de ese derecho no puede resultar discriminación de ningún tipo.  
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Artículo IX. Personalidad jurídica 
 

Los Estados reconocerán plenamente la personalidad jurídica de los pueblos indígenas, 
respetando las formas de organización indígenas y promoviendo el ejercicio pleno de los derechos 
reconocidos en esta Declaración.  
 
Artículo X. Rechazo a la asimilación 
 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, expresar y desarrollar libremente 
su identidad cultural en todos sus aspectos, libre de todo intento externo de asimilación.  

2. Los Estados no deberán desarrollar, adoptar, apoyar o favorecer política alguna de 
asimilación de los pueblos indígenas ni de destrucción de sus culturas.  
 
Artículo XI. Protección contra el genocidio 
 

Los pueblos indígenas tienen derecho a no ser objeto de forma alguna de genocidio o intento 
de exterminio.  
 
Artículo XII. Garantías contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y otras formas 

conexas de intolerancia 
 
 Los pueblos indígenas tienen derecho a no ser objeto de racismo, discriminación racial, 
xenofobia ni otras formas conexas de intolerancia. Los Estados adoptarán las medidas preventivas y 
correctivas necesarias para la plena y efectiva protección de este derecho.  
 
 

SECCIÓN TERCERA: Identidad cultural 
 
Artículo XIII. Derecho a la identidad e integridad cultural 
 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a su propia identidad e integridad cultural y a 
su patrimonio cultural, tangible e intangible, incluyendo el histórico y ancestral, así como a la 
protección, preservación, mantenimiento y desarrollo de dicho patrimonio cultural para su 
continuidad colectiva y la de sus miembros, y para transmitirlo a las generaciones futuras.  
 

2.  Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos eficaces, que 
podrán incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas, respecto de los 
bienes culturales, intelectuales, religiosos y espirituales de que hayan sido privados sin su 
consentimiento libre, previo e informado o en violación de sus leyes, tradiciones y costumbres.  
 

3.  Los Pueblos Indígenas tienen derecho a que se reconozcan y respeten todas sus 
formas de vida, cosmovisiones, espiritualidad, usos y costumbres, normas y tradiciones, formas de 
organización social, económica y política, formas de transmisión del conocimiento, instituciones, 
prácticas, creencias, valores, indumentaria y lenguas, reconociendo su interrelación, tal como se 
establece en esta Declaración.  
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Artículo XIV. Sistemas de conocimientos, lenguaje y comunicación 
 

1. Los pueblos indígenas tienen el derecho a preservar, usar, desarrollar, 
revitalizar y transmitir a generaciones futuras sus propias historias, lenguas, tradiciones 
orales, filosofías, sistemas de conocimientos, escritura y literatura; y a designar y 
mantener sus propios nombres para sus comunidades, individuos y lugares.  

 
2. Los Estados deberán adoptar medidas adecuadas y eficaces para proteger el 

ejercicio de este derecho con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas. 
 

3. Los pueblos indígenas, tienen derecho a promover y desarrollar todos sus 
sistemas y medios de comunicación, incluidos sus propios programas de radio y 
televisión, y acceder en pie de igualdad a todos los demás medios de comunicación e 
información. Los Estados tomarán medidas para promover la transmisión de programas 
de radio y televisión en lengua indígena, particularmente en regiones de presencia 
indígena. Los Estados apoyarán y facilitarán la creación de radioemisoras y televisoras 
indígenas, así como otros medios de información y comunicación. 

 
4. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, realizarán esfuerzos para 

que dichos pueblos puedan comprender y hacerse comprender en sus propias lenguas 
en procesos administrativos, políticos y judiciales, facilitándoles, si fuere necesario, 
intérpretes u otros medios eficaces. 

 
Artículo XV. Educación   
 

1. Los pueblos y personas indígenas, en particular los niños y niñas indígenas, 
tienen derecho a todos los niveles y formas de educación, sin discriminación.  
 

2. Los Estados y los pueblos indígenas, en concordancia con el principio de 
igualdad de oportunidades, promoverán la reducción de las disparidades en la educación entre 
los pueblos indígenas y los no indígenas. 
 

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y controlar sus sistemas e 
instituciones docentes que impartan educación en sus propios idiomas, en consonancia con 
sus métodos culturales de enseñanza y aprendizaje  
 

4. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, adoptarán medidas 
eficaces para que las personas indígenas, en particular los niños y niñas, que viven fuera de 
sus comunidades puedan tener acceso a la educación en sus propias lenguas y culturas.  
 
5. Los Estados promoverán relaciones interculturales armónicas, asegurando en los 

sistemas educativos estatales currícula con contenidos que reflejen la naturaleza pluricultural y 
multilingüe de sus sociedades y que impulsen el respeto y el conocimiento de las diversas culturas 
indígenas.  Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, impulsarán la educación intercultural 
que refleje las cosmovisiones, historias, lenguas, conocimientos, valores, culturas, prácticas y formas 
de vida de dichos pueblos.  
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6. Los Estados, conjuntamente con los pueblos indígenas, deberán tomar medidas 
necesarias y eficaces para el ejercicio y cumplimiento de estos derechos. 
Artículo XVI.   Espiritualidad indígena  
 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a ejercer libremente su propia espiritualidad y 
creencias y, en virtud de ello, a practicar, desarrollar, transmitir y enseñar sus tradiciones, costumbres 
y ceremonias, y a realizarlas tanto en público como en privado, individual y colectivamente. 

 
2. Ningún pueblo o persona indígena deberá ser sujeto a presiones o imposiciones, o a 

cualquier otro tipo de medidas coercitivas que afecten o limiten su derecho a ejercer libremente su 
espiritualidad y creencias indígenas.  
 

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, proteger y acceder a sus sitios 
sagrados, incluidos sus lugares de sepultura, a usar y controlar sus reliquias y objetos sagrados y a 
recuperar sus restos humanos.  
 

4. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, adoptarán medidas eficaces para 
promover el respeto a la espiritualidad y creencias indígenas y, proteger la integridad de los símbolos, 
prácticas, ceremonias, expresiones y formas espirituales de los pueblos indígenas, de conformidad 
con el derecho internacional.  
 
Artículo XVII. Familia indígena  
 

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad. Los pueblos 
indígenas tienen derecho a preservar, mantener y promover sus propios sistemas de familia. Los 
Estados reconocerán, respetarán y protegerán las distintas formas indígenas de familia, en particular 
la familia extensa, así como sus formas de unión matrimonial, de filiación, descendencia y de nombre 
familiar. En todos los casos, se reconocerá y respetará la equidad de género y generacional.  
 
 2. En asuntos relativos a la custodia, adopción, ruptura del vínculo familia, y en asuntos 
similares, el interés superior del niño deberá ser de consideración primaria.  En la determinación del 
interés superior del niño, las cortes y otras instituciones relevantes deberán tener presente el derecho 
de todo niño indígena, en común con miembros de su pueblo, a disfrutar de su propia cultura, a 
profesar y a practicar su propia religión o a hablar su propia lengua, y en ese sentido, deberá 
considerarse el derecho indígena del pueblo correspondiente, y su punto de vista, derechos e intereses, 
incluyendo las posiciones de los individuos, la familia, y la comunidad. 
 
Artículo XVIII. Salud 
 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho en forma colectiva e individual al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física, mental y espiritual.  
 

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a sus propios sistemas y prácticas de salud, así 
como al uso y la protección de las plantas, animales, minerales de interés vital, y otros recursos 
naturales de uso medicinal en sus tierras y territorios ancestrales.  
 

3. Los Estados tomarán medidas para prevenir y prohibir que los pueblos y las personas 
indígenas sean objeto de programas de investigación, experimentación biológica o médica, así como 
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la esterilización sin su consentimiento previo libre e informado. Asimismo, los pueblos y las personas 
indígenas tienen derecho, según sea el caso, al acceso a sus propios datos, expedientes médicos y 
documentos de investigación conducidos por personas e instituciones públicas o privadas.  
 

4. Los pueblos indígenas tienen derecho a utilizar, sin discriminación alguna, todas las 
instituciones y servicios de salud y atención médica accesibles a la población en general. Los Estados 
en consulta y coordinación con los pueblos indígenas promoverán sistemas o prácticas interculturales 
en los servicios médicos y sanitarios que se provean en las comunidades indígenas, incluyendo la 
formación de técnicos y profesionales indígenas de salud.  
 

5. Los Estados garantizarán el ejercicio efectivo de los derechos contenidos en este 
artículo.  
 
Artículo XIX.  Derecho a la protección del medio ambiente sano 
 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a vivir en armonía con 
la naturaleza y a un ambiente sano, seguro y sustentable, condiciones 
esenciales para el pleno goce del derecho a la vida, a su espiritualidad, 
cosmovisión y al bienestar colectivo.  

 
2. Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar, restaurar 

y proteger el medio ambiente y al manejo sustentable de sus tierras, 
territorios y recursos.  

 
3. Los pueblos indígenas tienen el derecho de ser protegidos 

contra la introducción, abandono, dispersión, tránsito, uso indiscriminado o 
depósito de cualquier material peligroso que pueda afectar negativamente a 
las comunidades, tierras, territorios y recursos indígenas 

 
4. Los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y 

protección del medio ambiente y de la capacidad productiva de sus tierras o 
territorios y recursos.  Los Estados deberán establecer y ejecutar programas 
de asistencia a los pueblos indígenas para asegurar esa conservación y 
protección, sin discriminación.   

 
 

SECCIÓN CUARTA: Derechos Organizativos y Políticos 
 
 
Artículo XX.  Derechos de asociación, reunión, libertad de expresión y pensamiento 
 

1. Los pueblos indígenas tienen los derechos de asociación, reunión, organización y 
expresión, y a ejercerlos sin interferencias y de acuerdo a su cosmovisión, inter alia, sus valores, sus 
usos, sus costumbres, sus tradiciones ancestrales, sus creencias, su espiritualidad y otras prácticas 
culturales.  
 

2. Los pueblos indígenas tienen el derecho a reunirse en sus sitios y espacios sagrados y 
ceremoniales. Para tal fin, tendrán libre acceso, y uso de los mismos.  
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3. Los pueblos indígenas, en particular aquellos que están divididos por fronteras 

internacionales, tienen derecho a transitar, mantener, desarrollar contactos, relaciones y cooperación 
directa, incluidas las actividades de carácter espiritual, cultural, político, económico y social, con sus 
miembros y con otros pueblos.  

4. Los Estados adoptarán, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, medidas 
efectivas para facilitar el ejercicio y asegurar la aplicación de estos derechos.  
 
Artículo XXI. Derecho a la autonomía o al autogobierno  
 

1. Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre determinación, tienen 
derecho a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y 
locales, así como a disponer de medios para financiar sus funciones autónomas.   

 
2. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus propias 

instituciones indígenas de decisión. También tienen el derecho de participar en la adopción de 
decisiones en las cuestiones que afecten sus derechos. Pueden hacerlo directamente o a través de sus 
representantes, de acuerdo a sus propias normas, procedimientos y tradiciones. Asimismo, tienen el 
derecho a la igualdad de oportunidades para acceder y participar plena y efectivamente como pueblos 
en todas las instituciones y foros nacionales, incluyendo los cuerpos deliberantes.  
 
Artículo XXII. Derecho y jurisdicción indígena 
 

1.  Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y mantener sus 
estructuras institucionales y sus propias costumbres, espiritualidad, tradiciones, procedimientos, 
prácticas y, cuando existan, costumbres o sistemas jurídicos, de conformidad con las normas 
internacionales de derechos humanos.  
 

2. El derecho y los sistemas jurídicos indígenas deben ser reconocidos y respetados por 
el orden jurídico nacional, regional e internacional.  
 

3. Los asuntos referidos a personas indígenas o a sus derechos o intereses en la 
jurisdicción de cada Estado, serán conducidos de manera tal de proveer el derecho a los indígenas de 
plena representación con dignidad e igualdad ante la ley. En consecuencia, tienen derecho sin 
discriminación, a igual protección y beneficio de la ley, incluso, al uso de intérpretes lingüísticos y 
culturales.  
 

4. Los Estados tomarán medidas eficaces, en conjunto con los pueblos indígenas, para 
asegurar la implementación de este artículo.  
 
Artículo XXIII. Participación de los pueblos indígenas y aportes de los sistemas legales y 

organizativos indígenas 
 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la participación plena y efectiva, por 
conducto de representantes elegidos por ellos de conformidad con sus propias 
instituciones, en la adopción de decisiones en las cuestionen que afecten sus derechos y 
que tengan relación con la elaboración y ejecución de leyes, políticas públicas, 
programas, planes y acciones relacionadas con los asuntos indígenas.  
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2.  Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas 

interesados por medio de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medidas 
legislativas o administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e 
informado.3/ 
 

Artículo XXIV. Tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos 
 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento, observancia y 
aplicación de los tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos concertados con los 
Estados, y sus sucesores, de conformidad con su verdadero espíritu e intención, de buena fe y 
hacer que los mismos sean respetados y acatados por los Estados. Los Estados darán debida 
consideración al entendimiento que los pueblos indígenas han otorgado a los tratados, 
acuerdos y otros arreglos constructivos.  

 

2. Cuando las controversias no puedan ser resueltas entre las partes en relación 
a dichos tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos, estas serán sometidas a los órganos 
competentes, incluidos los órganos regionales e internacionales, por los Estados o Pueblos 
Indígenas interesados.  

 
3. Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el sentido 

que menoscaba o suprime los derechos de los pueblos indígenas que figuren en tratados, 
acuerdos y otros arreglos constructivos.  

 
 

SECCIÓN QUINTA: Derechos Sociales, Económicos y de Propiedad 
 
Artículo XXV. Formas tradicionales de propiedad y supervivencia cultural.  Derecho a tierras, 

territorios y recursos 
 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia 
relación espiritual, cultural y material con sus tierras, territorios y recursos, y a asumir sus 
responsabilidades para conservarlos para ellos mismos y para las generaciones venideras.  

 
2. Los pueblos indígenas tienen derecho a las tierras, territorios y recursos que 

tradicionalmente han poseído, ocupado o utilizado o adquirido.  
 

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y 
controlar las tierras, territorios y recursos que poseen en razón de la propiedad tradicional u 
otro tipo tradicional de ocupación o utilización, así como aquellos que hayan adquirido de 
otra forma.  

4. Los Estados asegurarán el reconocimiento y protección jurídicos de esas 
tierras, territorios y recursos. Dicho reconocimiento respetará debidamente las costumbres, 
las tradiciones y los sistemas de tenencia de la tierra de los pueblos indígenas de que se trate.  

 
                                                           

 3. El Estado de Colombia se aparta del consenso respecto del artículo XXIII, numeral 2, de la 
Declaración de los Pueblos indígenas de la OEA, que se refiere a las consultas …. 
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5. Los pueblos indígenas tienen el derecho al reconocimiento legal de las 
modalidades y formas diversas y particulares de propiedad, posesión o dominio de sus tierras, 
territorios y recursos de acuerdo con el ordenamiento jurídico de cada Estado y los 
instrumentos internacionales pertinentes. Los Estados establecerán los regímenes especiales 
apropiados para este reconocimiento y su efectiva demarcación o titulación.  
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Artículo XXVI. Pueblos indígenas en aislamiento voluntario o en contacto inicial 
 

1. Los pueblos indígenas en aislamiento voluntario o en contacto inicial, tienen derecho 
a permanecer en dicha condición y de vivir libremente y de acuerdo a sus culturas.  
 

2. Los Estados adoptarán políticas y medidas adecuadas, con conocimiento y 
participación de los pueblos y las organizaciones indígenas, para reconocer, respetar y proteger las 
tierras, territorios, medio ambiente y culturas de estos pueblos, así como su vida e integridad 
individual y colectiva.  
 
Artículo XXVII.  Derechos laborales  
 

1. Los pueblos y las personas indígenas tienen los derechos y las garantías 
reconocidas por la ley laboral nacional y la ley laboral internacional. Los Estados 
adoptarán todas las medidas especiales para prevenir, sancionar y reparar la 
discriminación de que sean objeto los pueblos y las personas indígenas.  

 
2. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, deberán adoptar medidas 

inmediatas y eficaces para eliminar prácticas laborales de explotación con respecto a los pueblos 
indígenas, en particular, las niñas, los niños, las mujeres y los ancianos indígenas.  

 
3. En caso que los pueblos indígenas no estén protegidos eficazmente por las leyes 

aplicables a los trabajadores en general, los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, tomarán 
todas las medidas que puedan ser necesarias a fin de:  
 

a. proteger a trabajadores y empleados indígenas en materia de contratación bajo 
condiciones de empleo justas e igualitarias, tanto en los sistemas de trabajo 
formales como informales;  

 
b. establecer, aplicar o mejorar la inspección del trabajo y la aplicación de normas 

con particular atención, inter alia, a regiones, empresas o actividades 
laborales en las que tomen parte trabajadores o empleados indígenas; 

 
c. establecer, aplicar, o hacer cumplir las leyes de manera que tanto trabajadoras y 

trabajadores indígenas: 
 

i. gocen de igualdad de oportunidades y de trato en todos los términos, 
condiciones y beneficios de empleo, incluyendo formación y 
capacitación, bajo la legislación nacional y el derecho internacional;  

 
ii. gocen del derecho de asociación, del derecho a establecer 

organizaciones sindicales y a participar en actividades sindicales y el 
derecho a negociar en forma colectiva con empleadores a través de 
representantes de su elección u organizaciones de trabajadores, 
incluidas sus autoridades tradicionales; 

 
iii. a que no estén sujetos a discriminación o acoso por razones de, inter 

alia, raza, sexo, origen o identidad indígena; 
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iv. a que no estén sujetos a sistemas de contratación coercitivos, 

incluidas la servidumbre por deudas o toda otra forma de trabajo 
forzado u obligatorio, así tenga este arreglo laboral su origen en la 
ley, en la costumbre o en un arreglo individual o colectivo, en cuyo 
caso el arreglo laboral será absolutamente nulo y sin valor; 

 
v. a que no estén forzados a condiciones de trabajo peligrosas para su 

salud y seguridad personal; y que estén protegidos de trabajos que no 
cumplen con las normas de salud ocupacional y de seguridad; y 
 

vi. a que reciban protección legal plena y efectiva, sin discriminación, 
cuando presten sus servicios como trabajadores estacionales, 
eventuales o migrantes, así como cuando estén contratados por 
empleadores de manera que reciban los beneficios de la legislación y 
la práctica nacionales, los que deben ser acordes con el derecho y las 
normas internacionales de derechos humanos para esta categoría de 
trabajadores; 

 
d. asegurar que los trabajadores indígenas y sus empleadores estén informados 

acerca de los derechos de los trabajadores indígenas según las normas 
nacionales y el derecho internacional y normas indígenas, y de los recursos y 
acciones de que dispongan para proteger esos derechos.  

 
4. Los Estados adoptarán medidas para promover el empleo de las personas indígenas.  

 
 
Artículo XXVIII. Protección del Patrimonio Cultural y de la Propiedad Intelectual  
 
 1. Los pueblos indígenas tienen derecho al pleno reconocimiento y respeto a la 
propiedad, dominio, posesión, control, desarrollo y protección de su patrimonio cultural material e 
inmaterial, y propiedad intelectual, incluyendo la naturaleza colectiva de los mismos, transmitido a 
través de los milenios, de generación en generación.  
 

2. La propiedad intelectual colectiva de los pueblos indígenas comprende, inter alia, los 
conocimientos y expresiones culturales tradicionales entre los cuales se encuentran los conocimientos 
tradicionales asociados a los recursos genéticos, los diseños y procedimientos ancestrales, las 
manifestaciones culturales, artísticas, espirituales, tecnológicas y científicas, el patrimonio cultural 
material e inmaterial, así como los conocimientos y desarrollos propios relacionados con la 
biodiversidad y la utilidad y cualidades de semillas, las plantas medicinales, la flora y la fauna.  
 
 3. Los Estados, con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas, adoptarán 
las medidas necesarias para que los acuerdos y regímenes nacionales o internacionales provean el 
reconocimiento y la protección adecuada del patrimonio cultural y la propiedad intelectual asociada a 
dicho patrimonio de los pueblos indígenas. En la adopción de estas medidas, se realizarán consultas 
encaminadas a obtener el consentimiento libre, previo, e informado de los pueblos indígenas.  
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Artículo XXIX. Derecho al desarrollo 
 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y determinar sus 
propias prioridades en lo relacionado con su desarrollo político, económico, social y 
cultural, de conformidad con su propia cosmovisión. Asimismo, tienen el derecho a 
que se les garantice el disfrute de sus propios medios de subsistencia y desarrollo y a 
dedicarse libremente a todas sus actividades económicas.  

 
2. Este derecho incluye la elaboración de las políticas, planes, 

programas y estrategias para el ejercicio de su derecho al desarrollo y la 
implementación de acuerdo a su organización política y social, normas y 
procedimientos, sus propias cosmovisiones e instituciones.  

 
3. Los pueblos indígenas tienen derecho a participar activamente en la 

elaboración y determinación de los programas de desarrollo que les conciernan y, en 
lo posible, administrar esos programas mediante sus propias instituciones.  

 
4. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los 

pueblos indígenas interesados por conducto de sus propias instituciones 
representativas a fin de obtener su consentimiento libre e informado antes de aprobar 
cualquier proyecto que afecte a sus tierras o territorios y otros recursos, 
particularmente en relación con el desarrollo, la utilización o la explotación de 
recursos minerales, hídricos o de otro tipo.4/ 

 
5. Los pueblos indígenas tienen el derecho a medidas eficaces para 

mitigar los impactos adversos ecológicos, económicos, sociales, culturales o 
espirituales por la ejecución de los proyectos de desarrollo que afecten sus derechos. 
Los pueblos indígenas que han sido desposeídos de sus propios medios de 
subsistencia y desarrollo tienen derecho a la restitución y, cuando no sea posible, a la 
indemnización justa y equitativa.  Esto incluye el derecho a la compensación por 
cualquier perjuicio que se les haya causado por la ejecución de planes, programas o 
proyectos del Estado, de organismos financieros internacionales o de empresas 
privadas.  

 
Artículo XXX. Derecho a la paz, a la seguridad y a la protección   
 

1. Los pueblos indígenas tienen el derecho a la paz y a la seguridad.   
 

2. Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento y respeto de 
sus propias instituciones para el mantenimiento de su organización y control de sus 
comunidades y pueblos  

 
3. Los pueblos indígenas tienen derecho a protección y seguridad en 

situaciones o períodos de conflicto armado interno o internacional conforme al 
derecho internacional humanitario.  

                                                           
4.  El Estado de Colombia se aparta del consenso respecto del artículo XXIX, numeral 4 de la 

Declaración de los Pueblos indígenas de la OEA, que se refiere a las consultas para obtener … 
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4. Los Estados, en cumplimiento de los acuerdos internacionales de los 

cuales son parte, en particular el derecho internacional humanitario y el derecho 
internacional de los derechos humanos incluyendo el Cuarto Convenio de Ginebra de 
1949 relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra, y el 
Protocolo II de 1977 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos 
armados sin carácter internacional, en caso de conflictos armados tomarán medidas 
adecuadas para proteger los derechos humanos, instituciones, tierras, territorios y 
recursos de los pueblos indígenas y sus comunidades. Asimismo, los Estados:  

 
a. No reclutarán a niños, niñas y adolescentes indígenas en las fuerzas 

armadas en ninguna circunstancia;  
 

b. Tomarán medidas de reparación efectiva y proporcionarán los recursos 
necesarios para las mismas, conjuntamente con los pueblos indígenas 
afectados, por los perjuicios o daños ocasionados por un conflicto armado.   

 
c. Tomarán medidas especiales y efectivas En colaboración con los pueblos 

indígenas para garantizar que las mujeres, niños y niñas indígenas vivan 
libres de toda forma de violencia, especialmente sexual y garantizarán el 
derecho de acceso a la justicia, la protección y reparación efectiva de los 
daños causados a las víctimas.  

 
5. No se desarrollarán actividades militares en las tierras o territorios de 

los pueblos indígenas, a menos que lo justifique una razón de interés público 
pertinente o que se haya acordado libremente con los pueblos indígenas interesados, 
o que éstos lo hayan solicitado.5/  

 
 

SECCIÓN SEXTA: Provisiones generales 
 
Artículo XXXI 
 

1. Los Estados garantizarán el pleno goce de los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales, culturales de los pueblos indígenas, así como su derecho a mantener su 
identidad cultural, espiritual y tradición religiosa, cosmovisión, valores y a la protección de sus 
lugares sagrados y de culto y de todos los derechos humanos contenidos en la presente Declaración. 
 

2. Los Estados promoverán, con la participación plena y efectiva de los pueblos 
indígenas, la adopción de las medidas legislativas y de otra índole, que fueran necesarias para hacer 
efectivos los derechos reconocidos en esta Declaración.  
 
Artículo XXXII 
 

                                                           
5. El Estado de Colombia se aparta del consenso respecto del artículo XXX, numeral 5 de la Declaración 

de los Pueblos indígenas de la OEA, considerando que conforme al mandato contenido… 
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Todos los derechos y libertades reconocidos en la presente Declaración se garantizarán por 
igual a las mujeres y los hombres indígenas.  
 
Artículo XXXIII 
 

Los pueblos y personas indígenas tienen derecho a recursos efectivos e idóneos, incluyendo 
los recursos judiciales expeditos, para la reparación de toda violación de sus derechos colectivos e 
individuales. Los Estados, con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas, proveerán 
los mecanismos necesarios para el ejercicio de este derecho.  
 
Artículo XXXIV 
 

En caso de conflictos y controversias con los pueblos indígenas, los Estados proveerán, con la 
participación plena y efectiva de dichos pueblos, mecanismos y procedimientos justos, equitativos y 
eficaces para la pronta resolución de los mismos. A estos fines, se dará la debida consideración y el 
reconocimiento a las costumbres, las tradiciones, las normas o los sistemas jurídicos de los pueblos 
indígenas interesados. 
 
Artículo XXXV  
 

Nada en esta Declaración puede ser interpretado en el sentido de limitar, restringir o negar en 
manera alguna los derechos humanos, o en el sentido de autorizar acción alguna que no esté de 
acuerdo con el derecho internacional de los derechos humanos.  
 
Artículo XXXVI 
 

En el ejercicio de los derechos enunciados en la presente Declaración, se respetarán los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de todos. El ejercicio de los derechos establecidos 
en la presente Declaración estará sujeto exclusivamente a las limitaciones determinadas por la ley y 
con arreglo a las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos. Esas limitaciones no 
serán discriminatorias y serán sólo las estrictamente necesarias para garantizar el reconocimiento y 
respeto debidos a los derechos y las libertades de los demás y para satisfacer las justas y más 
apremiantes necesidades de una sociedad democrática. 
 

Las disposiciones enunciadas en la presente Declaración se interpretarán con arreglo a los 
principios de la justicia, la democracia, el respeto de los derechos humanos, la igualdad, la no 
discriminación, la buena gobernanza y la buena fe.  
 
Artículo XXXVII 
 
Los pueblos indígenas tienen derecho a recibir asistencia financiera y técnica de los Estados y por 
conducto de la cooperación internacional para el disfrute de los derechos enunciados en la presente 
declaración.  
 
Artículo XXXVIII 
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La Organización de los Estados Americanos, sus órganos, organismos y entidades tomarán 
las medidas necesarias para promover el pleno respeto, la protección y la aplicación de las 
disposiciones contenidas en esta Declaración y velarán por su eficacia.  
 
Artículo XXXIX 
 

La naturaleza y el alcance de las medidas que deberán ser tomadas para dar cumplimiento a la 
presente Declaración, serán determinadas de acuerdo con el espíritu y propósito de la misma.  
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Artículo XL  
 

Ninguna disposición de la presente Declaración se interpretará en el sentido de que limite o 
menoscabe los derechos que los pueblos indígenas gozan en la actualidad o que puedan adquirir en el 
futuro.  
 
Artículo XLI 
 

Los derechos reconocidos en esta Declaración y la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas constituyen las normas mínimas para la 
supervivencia, dignidad y bienestar de los pueblos indígenas de las Américas.  
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NOTA DE PIE DE PÁGINA 

 
1. …el incremento de su participación en los procesos políticos nacionales, la falta de 

infraestructura y las malas condiciones de vida imperantes en sus comunidades, el combate a la 
violencia contra las mujeres y niñas indígenas, la promoción de la repatriación de restos ancestrales 
y objetos ceremoniales, así como la colaboración en áreas relativas a los derechos territoriales y 
gobierno autónomo, entre otros. Las muchas iniciativas en curso con respecto a estos temas 
constituyen posibles oportunidades para atender algunas de las consecuencias de acciones pasadas. 
No obstante, Estados Unidos ha expresado de manera persistente sus objeciones al texto de esta 
Declaración Americana, que en sí mismo no es vinculante y, por lo tanto, no da lugar a una nueva 
legislación y tampoco constituye una declaración de obligaciones para los Estados Miembros de la 
Organización de los Estados Americanos en virtud de un tratado o el derecho internacional 
consuetudinario.  

Estados Unidos reitera su creencia, expresada ya desde hace mucho tiempo, de que la Organización de 
los Estados Americanos y sus Estados Miembros deberían seguir concentrándose en la implementación de la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (Declaración de las Naciones 
Unidas).  Los Estados Miembros de la OEA se unieron a los Estados Miembros de las Naciones Unidas al 
renovar sus compromisos políticos con respecto a la mencionada declaración en la Conferencia Mundial sobre 
los Pueblos Indígenas en septiembre de 2014.  Las importantes y ambiciosas iniciativas en curso en el ámbito 
internacional para cumplir los correspondientes compromisos contenidos en la Declaración de las Naciones 
Unidas y en el documento final de la conferencia son en consecuencia el centro de atención y recursos de los 
Estados, los pueblos indígenas, la sociedad civil y las organizaciones internacionales, incluso de las Américas.  
En este sentido, Estados Unidos pretende seguir adelante con sus diligentes y proactivos esfuerzos, que ha 
emprendido en estrecha colaboración con pueblos indígenas en Estados Unidos y con muchos de los Estados 
Miembros de la OEA, para promover la consecución de los objetivos de la Declaración de las Naciones Unidas 
y el cumplimiento de los compromisos contenidos en el documento final de la Conferencia Mundial sobre los 
Pueblos Indígenas.  Por último, cabe destacar que Estados Unidos reitera su solidaridad con los pueblos 
indígenas que han manifestado sus inquietudes con respecto a su falta de participación plena y efectiva en estas 
negociaciones. 

 
2. …totalmente comprometida –en plena alianza con los pueblos indígenas de Canadá– 

con la implementación de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos 
indígenas, de conformidad con su constitución. En virtud de que Canadá no ha participado de 
manera sustancial en los últimos años en las negociaciones de la Declaración Americana sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, por ahora no está en capacidad de adoptar una posición sobre el 
texto propuesto de esta declaración. Canadá está empeñado en seguir colaborando con sus 
contrapartes en la OEA abogando en favor de la causa indígena en las Américas 

 
3. …para obtener el consentimiento previo, libre e informado de las comunidades 

indígenas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que los afecten, a fin de 
obtener su consentimiento libre, previo e informado. 

Lo anterior, considerando que el ordenamiento jurídico colombiano, define el derecho de consulta 
previa de estas comunidades, de acuerdo con el Convenio No. 169 de la OIT. Es así que, la Corte Constitucional 
Colombiana, establece que el proceso de consulta debe llevarse a cabo “con miras a alcanzar un acuerdo o 
lograr el consentimiento de las comunidades indígenas acerca de las medidas legislativas propuestas”. Es 
importante aclarar que lo dicho no se traduce en un poder de veto de las comunidades étnicas a las medidas que 
las afecten directamente según el cual no pueden adoptarse sin su consentimiento, significa que, ante el 
desacuerdo se deben presentar “fórmulas de concertación o acuerdo con la comunidad”. 

Asimismo, el Comité de Expertos de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), ha establecido 
que la consulta previa, no implica un derecho a vetar decisiones estatales, sino que es un mecanismo idóneo 
para que los pueblos indígenas y tribales tengan el derecho a expresarse y a influenciar en el proceso de toma de 
decisiones. 

4. … el consentimiento previo, libre e informado de las comunidades indígenas antes de aprobar 
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proyectos que afecten sus tierras o territorios y otros recursos. 
Lo anterior, considerando que a pesar de que el Estado colombiano ha incorporado a su ordenamiento 

jurídico una amplia gama de derechos dirigidos a reconocer, garantizar y hacer exigibles los derechos y 
principios constitucionales de pluralismo y diversidad étnica y cultural de la nación, bajo el marco de la 
Constitución Política, el reconocimiento de los derechos colectivos de los pueblos indígenas, está regulado por 
disposiciones legales y administrativas, en armonía con los fines del Estado, y con principios como la función 
social y ecológica de la propiedad, y la propiedad estatal del subsuelo y los recursos naturales no renovables. 

En este entendido, en estos territorios los pueblos indígenas ejercen su propia organización política, 
social y judicial. Por mandato constitucional, sus autoridades se reconocen como autoridades estatales públicas 
de carácter especial y, en materia judicial, se reconoce la jurisdicción especial indígena, avance notable en 
relación con otros países de la región. 

En el contexto internacional, Colombia ha sido un país líder en la aplicación de las disposiciones sobre 
consulta previa del Convenio No. 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), del que es parte 
nuestro Estado. 

Entendiendo que el enfoque de esta Declaración Americana, frente al consentimiento previo es distinto 
y podría equivaler a un posible veto en la explotación de recursos naturales que se encuentren en territorios 
indígenas, en ausencia de un acuerdo, lo que podría frenar procesos que son de interés general, el contenido de 
este articulo resulta inaceptable para Colombia. 

Adicionalmente, es importante destacar que muchos Estados, incluido Colombia, consagran 
constitucionalmente que el subsuelo y los recursos naturales no renovables, son propiedad del Estado para 
conservar y garantizar su utilidad pública en beneficio de toda la nación. Por esta razón, las disposiciones 
contenidas en este artículo son contrarias al orden jurídico interno de Colombia, sustentado en el interés 
nacional. 

 
5. …en la Constitución Política de Colombia, la Fuerza Pública est  en la obligación de hacer 

presencia en cualquier lugar del territorio nacional para brindar y garantizar a todos los habitantes la protección 
y respeto de su vida, honra y bienes, tanto individuales como colectivos. La protección de los derechos de las 
comunidades indígenas y su integridad dependen en gran medida de la seguridad de sus territorios. 

Así las cosas, en Colombia se han expedido instrucciones a la Fuerza Pública para dar cumplimiento a 
la obligación de protección de los pueblos indígenas. En ese sentido, la citada disposición de la Declaración de 
los Pueblos indígenas de la OEA, contraría el principio de Necesidad y Eficacia de la Fuerza Pública, 
impidiendo el cumplimiento de su misión institucional, lo que hace que resulte inaceptable para Colombia. 
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ANEXO I 
 

NOTAS DE INTERPRETACIÓN DE LA DELEGACIÓN DE COLOMBIA 
 
 
NOTA DE INTERPRETACIÓN No. 1 
DEL ESTADO DE COLOMBIA EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO VIII DE LA DECLARACIÓN 
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE LA OEA. 
 
 En relación con el Artículo VIII, sobre el Derecho a pertenecer a pueblos Indígenas, Colombia 
declara expresamente que el derecho a pertenecer a uno o varios pueblos indígenas, se regirá por la 
Autonomía de cada pueblo indígena. 
 
 Lo anterior en razón al Artículo 8, numeral 2 del Convenio 169 de la OIT: “Dichos pueblos 
deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean 
incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los 
derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse 
procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio”. 
 
Es importante precisar, que en la situación en que una persona comparta distintos orígenes indígenas, es 
decir, cuando su madre es perteneciente a una etnia y su padre a otra (por dar un ejemplo), solamente 
podrá definirse la pertenencia a uno u otro de los pueblos indígenas, dependiendo de las tradiciones en 
contacto. Es decir, para efectos de establecer la pertenencia de un individuo a determinado pueblo 
indígena, deberá examinarse de manera casuística los patrones culturales que definen las relaciones de 
parentesco, autoridad y adscripción étnica. 
 
 No es lo mismo un caso de contacto entre dos tradiciones matrilineales, que un contacto entre una 
tradición matrilineal y una patrilineal. De igual manera debería establecerse la jurisdicción dentro de la 
cual habita el individuo, las obligaciones derivadas del régimen de derechos contenidos dentro del fuero 
propio, así como el contexto socio geográfico en el que específicamente desarrolla sus actividades 
cotidianas, culturales y políticas. 
 
 A continuación se transcribe el párrafo al que se refiere la anterior nota: 
 
ARTÍCULO VIII 
DERECHO A PERTENECER A PUEBLOS INDÍGENAS 
 
 Las personas y comunidades indígenas tienen el derecho de pertenecer a uno o varios pueblos 
indígenas, de acuerdo con la identidad, tradiciones, costumbres y sistemas de pertenencia de cada pueblo. 
Del ejercicio de ese derecho no puede resultar discriminación de ningún tipo.  
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NOTA DE INTERPRETACIÓN No. 2 
DEL ESTADO DE COLOMBIA EN RELACIÓN CON LOS ARTÍCULOS XIII, NUMERAL 2; XVI, 
NUMERAL 3; XX NUMERAL 2; Y XXXI, NUMERAL 1 DE LA DECLARACIÓN DE LOS 
PUEBLOS INDÍGENAS DE LA OEA. 
 
 En relación con la noción de lugares y objetos sagrados a los que se refieren los artículos XIII, 
numeral 2; XVI, numeral 3; XX, numeral 2; y, XXXI, numeral 1 de la Declaración de los Pueblos 
Indígenas de la OEA, el Estado Colombiano declara expresamente que la definición y regulación de los 
lugares y objetos sagrados de los pueblos indígenas, se regirá por los desarrollos alcanzados en el plano 
nacional. Dado que no existe una definición internacionalmente aceptada y que ni el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), ni la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, hacen referencia a dichos términos o los definen. 
 
 A este respecto, Colombia viene avanzando en una regulación sobre el particular que ha contado y 
continuará contando con la participación de los pueblos indígenas y avanzará en dicho propósito, de 
acuerdo con el ordenamiento jurídico colombiano y, cuando corresponda, conforme los instrumentos 
internacionales aplicables. 
 
 A continuación se transcriben los párrafos a los que se refiere la anterior nota: 
 
ARTÍCULO XIII. 
DERECHO A LA IDENTIDAD E INTEGRIDAD CULTURAL 
 
 2. “Los Estados proporcionar n reparación por medio de mecanismos eficaces, que podr n 
incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas, respecto de los bienes 
culturales, intelectuales, religiosos y espirituales de que hayan sido privados sin su consentimiento libre, 
previo e informado o en violación de sus leyes, tradiciones y costumbres.” 
 
ARTÍCULO XVI. 
ESPIRITUALIDAD INDÍGENA 
 
 3. “Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, proteger y acceder a sus sitios 
sagrados, incluidos sus lugares de sepultura, a usar y controlar sus reliquias y objetos sagrados y a 
recuperar sus restos humanos.” 
 
ARTÍCULO XX. 
DERECHOS DE ASOCIACIÓN, REUNIÓN, LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y PENSAMIENTO 
 
 2. “Los pueblos indígenas tienen el derecho a reunirse en sus sitios y espacios sagrados y 
ceremoniales. Para tal fin, tendr n libre acceso, y uso de los mismos.” 
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ARTÍCULO XXXI 
 
 1. “Los Estados garantizar n el pleno goce de los derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales, culturales de los pueblos indígenas, así como su derecho a mantener su identidad cultural, 
espiritual y tradición religiosa, cosmovisión, valores y a la protección de sus lugares sagrados y de culto y 
de todos los derechos humanos contenidos en la presente Declaración.”  
 
NOTA DE INTERPRETACIÓN No. 3 
DEL ESTADO DE COLOMBIA EN RELACION CON EL ARTÍCULO XIII, NUMERAL 2 DE LA 
DECLARACIÓN DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE LA OEA. 
 
 El Estado de Colombia, declara expresamente que el derecho de los pueblos indígenas, a 
promover y desarrollar todos sus sistemas y medios de comunicación, está sujeto al cumplimiento de los 
requisitos y procedimientos establecidos en la normatividad interna vigente. 
 
 A continuación se transcriben los párrafos a los que se refiere la anterior nota: 
 
ARTÍCULO XIV. 
SISTEMAS DE CONOCIMIENTOS, LENGUAJE Y COMUNICACIÓN 
 
 3. “Los pueblos indígenas, tienen derecho a promover y desarrollar todos sus sistemas y 
medios de comunicación, incluidos sus propios programas de radio y televisión, y acceder en pie de 
igualdad a todos los demás medios de comunicación e información. Los Estados tomarán medidas para 
promover la transmisión de programas de radio y televisión en lengua indígena, particularmente en 
regiones de presencia indígena. Los Estados apoyarán y facilitarán la creación de radioemisoras y 
televisoras indígenas, así como otros medios de información y comunicación.” 
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Presentación

Desde su creación en 1919, la OIT ha 
prestado especial atención a la situación 
de los pueblos indígenas y tribales. En 
1957, se adoptó un primer instrumento 
internacional vinculante, el Convenio 
núm. 107 sobre Poblaciones indígenas 
y tribales en países independientes. En 
junio de 1989, la Conferencia Internacional 
del Trabajo de la OIT adoptó en forma 
tripartita con participación de los gobiernos, 
organizaciones de empleadores y de 
trabajadores, el Convenio núm. 169 sobre 
Pueblos indígenas y tribales en países 
independientes. En el proceso de revisión 
del Convenio (1987-1989) también fueron 
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consultados y participaron un gran número 
de pueblos indígenas y tribales.

La Conferencia observó que en muchas 
partes del mundo estos pueblos no gozaban 
de los derechos en igual grado que el resto 
de la población en los Estados donde viven 
y que han sufrido a menudo una erosión 
en sus valores, costumbres y perspectivas. 
Los pueblos indígenas y tribales en América 
Latina presentan, hoy en día, los peores 
indicadores socioeconómicos y laborales, y 
la discriminación por origen étnico o racial 
agrava las brechas de ingreso de manera 
radical.

En este sentido, el Convenio constituye una 
pieza clave en la acción de la OIT a favor de 
la justicia social, objetivo reafirmado en el 
2008 con la adopción de la Declaración sobre 
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la justicia social para una globalización 
equitativa.

El Convenio núm. 169 tiene dos postulados 
básicos: el derecho de los pueblos indígenas 
a mantener y fortalecer sus culturas, formas 
de vida e instituciones propias, y su derecho 
a participar de manera efectiva en las 
decisiones que les afectan. Estas premisas 
constituyen la base sobre la cual deben 
interpretarse las disposiciones del Convenio.

El Convenio también garantiza el derecho 
de los pueblos indígenas y tribales a decidir 
sus propias prioridades en lo que atañe 
al proceso de desarrollo, en la medida 
en que éste afecte sus vidas, creencias, 
instituciones y bienestar espiritual y a las 
tierras que ocupan o utilizan de alguna 
manera, y de controlar, en la medida de lo 
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posible, su propio desarrollo económico, 
social y cultural.

Al ratificar un convenio de la OIT, un Estado 
miembro se compromete a adecuar la 
legislación nacional y a desarrollar las 
acciones pertinentes de acuerdo a las 
disposiciones contenidas en el Convenio. 
Asimismo, se compromete a informar 
periódicamente a los órganos de control 
de la OIT sobre la aplicación en la práctica 
y en la legislación de las disposiciones del 
Convenio y a responder a las preguntas, 
observaciones o sugerencias de esos 
órganos de control.

A Noviembre de 2014, el Convenio núm. 169 
ha sido ratificado por 22 países, la mayoría 
de nuestra región: Argentina, Bolivia, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Dominica, 
Ecuador, Guatemala, Honduras, México, 



92

10 I Convenio No 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales 
en Países Independientes

Nicaragua, Paraguay, Perú y la República 
Bolivariana de Venezuela, además de 
Dinamarca, España, Fiji, Nepal, Noruega, 
los Países Bajos y República Centroafricana.

El 13 de setiembre de 2007, el Convenio 
núm. 169 resultó reforzado mediante la 
Declaración de Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
adoptada con una amplísima mayoría, por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas. 
Con esta adopción, culminó un proceso de 
más de dos décadas encabezado y promovido 
por las organizaciones representativas de 
los pueblos indígenas.

La Declaración consta de 46 artículos 
en los que se establecen los estándares 
mínimos de respeto a los derechos de 
los pueblos indígenas, entre los que se 
incluyen la  propiedad de sus tierras, los 
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recursos naturales de sus territorios, 
la preservación de sus conocimientos 
tradicionales, la autodeterminación y la 
consulta previa. Esta Declaración también 
reconoce derechos individuales y colectivos 
relativos a la educación, la salud y el empleo. 
La Declaración es un referente básico 
que se puede invocar para proteger a los 
pueblos indígenas contra la discriminación 
y marginación a la que están aún expuestos 
y se refuerzan mutuamente con el Convenio 
núm.169 al compartir principios y objetivos. 

Al conmemorarse este año los 25 años de 
la adopción del Convenio Núm.169, que 
coincide con la realización de otro evento 
importante para los pueblos indígenas 
del mundo como fue la realización de la 
Primera Conferencia Mundial sobre Pueblos 
Indígenas llevada a cabo en Nueva York, 
podemos comprobar que la importancia 
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del Convenio y su vigencia e impacto en los 
países de la región es innegable. 

El Convenio núm. 169  es hoy un punto de 
referencia a nivel internacional no solo para 
los organismos de las Naciones Unidas y las 
instituciones financieras internacionales, 
sino también para organismos regionales 
sobre derechos humanos y tribunales 
nacionales de justicia. Su efecto se deja sentir 
en las reformas constitucionales llevadas a 
cabo en varios países de la región así como 
en el desarrollo legislativo de muchos otros 
países. Quedan considerables desafíos por 
delante, entre ellos encontrar mecanismos 
y procedimientos adecuados para hacer 
efectiva la consulta previa establecida en el 
Convenio. La OIT permanece a disposición 
de los constituyentes y en particular de los 
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estados miembros para prestarles el apoyo 
técnico que pudieran requerir.

Con motivo del 25 aniversario de la adopción 
del Convenio núm. 169, la OIT presenta 
esta Edición Conmemorativa, esperando 
contribuir así a la divulgación y conocimiento 
de este instrumento tan importante para 
avanzar hacia un respeto efectivo de los 
derechos fundamentales de los Pueblos 
Indígenas y Tribales.

Elizabeth Tinoco 
Directora General Adjunta

Directora Regional para 
América Latina y el Caribe 
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Convenio sobre pueblos indígenas y tribales 
en países independientes (Nota: Fecha de 
entrada en vigor: 05.09.1991)  
Lugar: Ginebra  
Fecha de adopción: 27.06.1989  
Sesión de la Conferencia:76  
Sujeto: Pueblos indígenas y tribales  

 

C169 Convenio sobre 
pueblos indígenas y 

tribales, 1989 
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La Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo: 

Convocada en Ginebra por el Consejo de 
Administración de la Oficina Internacional 
del Trabajo, y congregada en dicha ciudad 
el 7 junio 1989, en su septuagésima sexta 
reunión; 

Observando las normas internacionales 
enunciadas en el Convenio y en la 
Recomendación sobre poblaciones 
indígenas y tribales, 1957; 

Recordando los términos de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, y de los 
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numerosos instrumentos internacionales 
sobre la prevención de la discriminación; 

Considerando que la evolución del derecho 
internacional desde 1957 y los cambios 
sobrevenidos en la situación de los pueblos 
indígenas y tribales en todas las regiones del 
mundo hacen aconsejable adoptar nuevas 
normas internacionales en la materia, 
a fin de eliminar la orientación hacia la 
asimilación de las normas anteriores; 

Reconociendo las aspiraciones de esos 
pueblos a asumir el control de sus propias 
instituciones y formas de vida y de su 
desarrollo económico y a mantener y 
fortalecer sus identidades, lenguas y 
religiones, dentro del marco de los Estados 
en que viven; 
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Observando que en muchas partes del 
mundo esos pueblos no pueden gozar de 
los derechos humanos fundamentales en 
el mismo grado que el resto de la población 
de los Estados en que viven y que sus leyes, 
valores, costumbres y perspectivas han 
sufrido a menudo una erosión; 

Recordando la particular contribución de los 
pueblos indígenas y tribales a la diversidad 
cultural, a la armonía social y ecológica de la 
humanidad y a la cooperación y comprensión 
internacionales; 

Observando que las disposiciones que siguen 
han sido establecidas con la colaboración 
de las Naciones Unidas, de la Organización 
de las Naciones Unidas para la Agricultura 
y la Alimentación, de la Organización de 
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las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura y de la Organización 
Mundial de la Salud, así como del Instituto 
Indigenista Interamericano, a los niveles 
apropiados y en sus esferas respectivas, y 
que se tiene el propósito de continuar esa 
colaboración a fin de promover y asegurar la 
aplicación de estas disposiciones; 

Después de haber decidido adoptar diversas 
proposiciones sobre la revisión parcial del 
Convenio sobre poblaciones indígenas y 
tribuales, 1957 (núm. 107), cuestión que 
constituye el cuarto punto del orden del día 
de la reunión, y 

Después de haber decidido que dichas 
proposiciones revistan la forma de un 
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convenio internacional que revise el Convenio 
sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957, 

Adopta, con fecha veintisiete de junio de mil 
novecientos ochenta y nueve, el siguiente 
Convenio, que podrá ser citado como el 
Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 
1989: 

Parte I. Política General 

Artículo 1 

1.  El presente Convenio se aplica: 

a) a los pueblos tribales en países 
independientes, cuyas condiciones 
sociales, culturales y económicas 
les distingan de otros sectores de 
la colectividad nacional, y que estén 
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regidos total o parcialmente por sus 
propias costumbres o tradiciones o 
por una legislación especial; 

b) a los pueblos en países independientes, 
considerados indígenas por el hecho 
de descender de poblaciones que 
habitaban en el país o en una región 
geográfica a la que pertenece el 
país en la época de la conquista o la 
colonización o del establecimiento 
de las actuales fronteras estatales y 
que, cualquiera que sea su situación 
jurídica, conservan todas sus propias 
instituciones sociales, económicas, 
culturales y políticas, o parte de ellas. 

2.  La conciencia de su identidad indígena 
o tribal deberá considerarse un criterio 
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fundamental para determinar los grupos 
a los que se aplican las disposiciones del 
presente Convenio. 

3.  La utilización del término pueblos en este 
Convenio no deberá interpretarse en el 
sentido de que tenga implicación alguna 
en lo que atañe a los derechos que pueda 
conferirse a dicho término en el derecho 
internacional. 

Artículo 2 

1. Los gobiernos deberán asumir la 
responsabilidad de desarrollar, con la 
participación de los pueblos interesados, 
una acción coordinada y sistemática con 
miras a proteger los derechos de esos 
pueblos y a garantizar el respeto de su 
integridad. 
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2.  Esta acción deberá incluir medidas: 

a)  que aseguren a los miembros de dichos 
pueblos gozar, en pie de igualdad, de 
los derechos y oportunidades que 
la legislación nacional otorga a los 
demás miembros de la población; 

b)  que promuevan la plena efectividad 
de los derechos sociales, 
económicos y culturales de esos 
pueblos, respetando su identidad 
social y cultural, sus costumbres y 
tradiciones, y sus instituciones; 

c)  que ayuden a los miembros de los 
pueblos interesados a eliminar las 
diferencias socioeconómicas que 
puedan existir entre los miembros 
indígenas y los demás miembros de la 
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comunidad nacional, de una manera 
compatible con sus aspiraciones y 
formas de vida. 

Artículo 3 

1.  Los pueblos indígenas y tribales deberán 
gozar plenamente de los derechos 
humanos y libertades fundamentales, 
sin obstáculos ni discriminación. Las 
disposiciones de este Convenio se 
aplicarán sin discriminación a los 
hombres y mujeres de esos pueblos. 

2.  No deberá emplearse ninguna forma de 
fuerza o de coerción que viole los derechos 
humanos y las libertades fundamentales 
de los pueblos interesados, incluidos 
los derechos contenidos en el presente 
Convenio. 
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Artículo 4 

1.  Deberán adoptarse las medidas 
especiales que se precisen para 
salvaguardar las personas, las 
instituciones, los bienes, el trabajo, las 
culturas y el medio ambiente de los 
pueblos interesados. 

2.  Tales medidas especiales no deberán 
ser contrarias a los deseos expresados 
libremente por los pueblos interesados. 

3.  El goce sin discriminación de los derechos 
generales de ciudadanía no deberá sufrir 
menoscabo alguno como consecuencia 
de tales medidas especiales. 
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Artículo 5 

Al aplicar las disposiciones del presente 
Convenio: 

a)  deberán reconocerse y protegerse los 
valores y prácticas sociales, culturales, 
religiosos y espirituales propios de 
dichos pueblos y deberá tomarse 
debidamente en consideración la índole 
de los problemas que se les plantean 
tanto colectiva como individualmente; 

b)  deberá respetarse la integridad de los 
valores, prácticas e instituciones de esos 
pueblos; 

c)  deberán adoptarse, con la participación y 
cooperación de los pueblos interesados, 
medidas encaminadas a allanar las 
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dificultades que experimenten dichos 
pueblos al afrontar nuevas condiciones 
de vida y de trabajo. 

Artículo 6 

1.  Al aplicar las disposiciones del presente 
Convenio, los gobiernos deberán: 

a)  consultar a los pueblos interesados, 
mediante procedimientos apropiados 
y en particular a través de sus 
instituciones representativas, cada vez 
que se prevean medidas legislativas 
o administrativas susceptibles de 
afectarles directamente; 

b)  establecer los medios a través de 
los cuales los pueblos interesados 
puedan participar libremente, por 
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lo menos en la misma medida que 
otros sectores de la población, y a 
todos los niveles en la adopción de 
decisiones en instituciones electivas 
y organismos administrativos y de 
otra índole responsables de políticas 
y programas que les conciernan; 

c)  establecer los medios para el pleno 
desarrollo de las instituciones e 
iniciativas de esos pueblos, y en los 
casos apropiados proporcionar los 
recursos necesarios para este fin. 

2.  Las consultas llevadas a cabo en 
aplicación de este Convenio deberán 
efectuarse de buena fe y de una manera 
apropiada a las circunstancias, con la 
finalidad de llegar a un acuerdo o lograr 
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el consentimiento acerca de las medidas 
propuestas. 

Artículo 7 

1.  Los pueblos interesados deberán 
tener el derecho de decidir sus propias 
prioridades en lo que atañe al proceso 
de desarrollo, en la medida en que 
éste afecte a sus vidas, creencias, 
instituciones y bienestar espiritual y a las 
tierras que ocupan o utilizan de alguna 
manera, y de controlar, en la medida de lo 
posible, su propio desarrollo económico, 
social y cultural. Además, dichos pueblos 
deberán participar en la formulación, 
aplicación y evaluación de los planes 
y programas de desarrollo nacional 
y regional susceptibles de afectarles 
directamente. 
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2.  El mejoramiento de las condiciones de 
vida y de trabajo y del nivel de salud y 
educación de los pueblos interesados, con 
su participación y cooperación, deberá 
ser prioritario en los planes de desarrollo 
económico global de las regiones donde 
habitan. Los proyectos especiales de 
desarrollo para estas regiones deberán 
también elaborarse de modo que 
promuevan dicho mejoramiento. 

3.  Los gobiernos deberán velar por que, 
siempre que haya lugar, se efectúen 
estudios, en cooperación con los pueblos 
interesados, a fin de evaluar la incidencia 
social, espiritual y cultural y sobre el 
medio ambiente que las actividades de 
desarrollo previstas puedan tener sobre 
esos pueblos. Los resultados de estos 
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estudios deberán ser considerados como 
criterios fundamentales para la ejecución 
de las actividades mencionadas. 

4.  Los gobiernos deberán tomar medidas, 
en cooperación con los pueblos 
interesados, para proteger y preservar 
el medio ambiente de los territorios que 
habitan. 

Artículo 8 

1.  Al aplicar la legislación nacional a 
los pueblos interesados deberán 
tomarse debidamente en consideración 
sus costumbres o su derecho 
consuetudinario. 

2. Dichos pueblos deberán tener el 
derecho de conservar sus costumbres 
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e instituciones propias, siempre que 
éstas no sean incompatibles con los 
derechos fundamentales definidos por 
el sistema jurídico nacional ni con los 
derechos humanos internacionalmente 
reconocidos. Siempre que sea necesario, 
deberán establecerse procedimientos 
para solucionar los conflictos que puedan 
surgir en la aplicación de este principio. 

3.  La aplicación de los párrafos 1 y 2 de 
este artículo no deberá impedir a los 
miembros de dichos pueblos ejercer 
los derechos reconocidos a todos 
los ciudadanos del país y asumir las 
obligaciones correspondientes. 
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Artículo 9 

1.  En la medida en que ello sea compatible 
con el sistema jurídico nacional y con los 
derechos humanos internacionalmente 
reconocidos, deberán respetarse 
los métodos a los que los pueblos 
interesados recurren tradicionalmente 
para la represión de los delitos cometidos 
por sus miembros. 

2.  Las autoridades y los tribunales llamados 
a pronunciarse sobre cuestiones penales 
deberán tener en cuenta las costumbres 
de dichos pueblos en la materia. 

Artículo 10 

1.  Cuando se impongan sanciones penales 
previstas por la legislación general a 
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miembros de dichos pueblos deberán 
tenerse en cuenta sus características 
económicas, sociales y culturales. 

2.  Deberá darse la preferencia a tipos de 
sanción distintos del encarcelamiento. 

Artículo 11 

La ley deberá prohibir y sancionar la imposición 
a miembros de los pueblos interesados 
de servicios personales obligatorios de 
cualquier índole, remunerados o no, excepto 
en los casos previstos por la ley para todos 
los ciudadanos. 

Artículo 12 

Los pueblos interesados deberán tener 
protección contra la violación de sus 
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derechos, y poder iniciar procedimientos 
legales, sea personalmente o bien por 
conducto de sus organismos representativos, 
para asegurar el respeto efectivo de tales 
derechos. Deberán tomarse medidas para 
garantizar que los miembros de dichos 
pueblos puedan comprender y hacerse 
comprender en procedimientos legales, 
facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes 
u otros medios eficaces. 

Parte II. Tierras

Artículo 13 

1.  Al aplicar las disposiciones de esta parte 
del Convenio, los gobiernos deberán 
respetar la importancia especial que para 
las culturas y valores espirituales de los 
pueblos interesados reviste su relación 
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con las tierras o territorios, o con ambos, 
según los casos, que ocupan o utilizan de 
alguna otra manera, y en particular los 
aspectos colectivos de esa relación. 

2. La utilización del término tierras en 
los artículos 15 y 16 deberá incluir el 
concepto de territorios, lo que cubre la 
totalidad del hábitat de las regiones que 
los pueblos interesados ocupan o utilizan 
de alguna otra manera. 

Artículo 14 

1. Deberá reconocerse a los pueblos 
interesados el derecho de propiedad 
y de posesión sobre las tierras que 
tradicionalmente ocupan. Además, en 
los casos apropiados, deberán tomarse 
medidas para salvaguardar el derecho 

36 I Convenio No 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales 
en Países Independientes

de los pueblos interesados a utilizar 
tierras que no estén exclusivamente 
ocupadas por ellos, pero a las que 
hayan tenido tradicionalmente acceso 
para sus actividades tradicionales y de 
subsistencia. A este respecto, deberá 
prestarse particular atención a la 
situación de los pueblos nómadas y de 
los agricultores itinerantes. 

2. Los gobiernos deberán tomar las 
medidas que sean necesarias para 
determinar las tierras que los pueblos 
interesados ocupan tradicionalmente y 
garantizar la protección efectiva de sus 
derechos de propiedad y posesión. 

3. Deberán instituirse procedimientos 
adecuados en el marco del sistema 
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jurídico nacional para solucionar las 
reivindicaciones de tierras formuladas 
por los pueblos interesados. 

Artículo 15 

1.  Los derechos de los pueblos interesados 
a los recursos naturales existentes 
en sus tierras deberán prote- 
gerse especialmente. Estos derechos 
comprenden el derecho de esos 
pueblos a participar en la utilización, 
administración y conservación de dichos 
recursos. 

2.  En caso de que pertenezca al Estado 
la propiedad de los minerales o de los 
recursos del subsuelo, o tenga derechos 
sobre otros recursos existentes en las 
tierras, los gobiernos deberán establecer 
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o mantener procedimientos con miras a 
consultar a los pueblos interesados, a fin 
de determinar si los intereses de esos 
pueblos serían perjudicados, y en qué 
medida, antes de emprender o autorizar 
cualquier programa de prospección o 
explotación de los recursos existentes 
en sus tierras. Los pueblos interesados 
deberán participar siempre que sea 
posible en los beneficios que reporten 
tales actividades, y percibir una 
indemnización equitativa por cualquier 
daño que puedan sufrir como resultado 
de esas actividades. 

Artículo 16 

1.  A reserva de lo dispuesto en los párrafos 
siguientes de este artículo, los pueblos 
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interesados no deberán ser trasladados 
de las tierras que ocupan. 

2.  Cuando excepcionalmente el traslado 
y la reubicación de esos pueblos se 
consideren necesarios, sólo deberán 
efectuarse con su consentimiento, dado 
libremente y con pleno conocimiento 
de causa. Cuando no pueda obtenerse 
su consentimiento, el traslado y la 
reubicación sólo deberá tener lugar al 
término de procedimientos adecuados 
establecidos por la legislación nacional, 
incluidas encuestas públicas, cuando 
haya lugar, en que los pueblos 
interesados tengan la posibilidad de 
estar efectivamente representados. 
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3.  Siempre que sea posible, estos pueblos 
deberán tener el derecho de regresar a 
sus tierras tradicionales en cuanto dejen 
de existir la causas que motivaron su 
traslado y reubicación. 

4.  Cuando el retorno no sea posible, tal 
como se determine por acuerdo o, en 
ausencia de tales acuerdos, por medio 
de procedimientos adecuados, dichos 
pueblos deberán recibir, en todos los 
casos posibles, tierras cuya calidad 
y cuyo estatuto jurídico sean por lo 
menos iguales a los de las tierras que 
ocupaban anteriormente, y que les 
permitan subvenir a sus necesidades y 
garantizar su desarrollo futuro. Cuando 
los pueblos interesados prefieran 
recibir una indemnización en dinero 
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o en especie, deberá concedérseles 
dicha indemnización, con las garantías 
apropiadas. 

5.  Deberá indemnizarse plenamente a 
las personas trasladadas y reubicadas 
por cualquier pérdida o daño que hayan 
sufrido como consecuencia de su 
desplazamiento. 

Artículo 17 

1.  Deberán respetarse las modalidades de 
transmisión de los derechos sobre la 
tierra entre los miembros de los pueblos 
interesados establecidas por dichos 
pueblos. 

2. Deberá consultarse a los pueblos 
interesados siempre que se considere 
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su capacidad de enajenar sus tierras 
o de transmitir de otra forma sus 
derechos sobre estas tierras fuera de su 
comunidad. 

3. Deberá impedirse que personas extrañas 
a esos pueblos puedan aprovecharse 
de las costumbres de esos pueblos o 
de su desconocimiento de las leyes por 
parte de sus miembros para arrogarse 
la propiedad, la posesión o el uso de las 
tierras pertenecientes a ellos. 

Artículo 18 

La ley deberá prever sanciones apropiadas 
contra toda intrusión no autorizada en las 
tierras de los pueblos interesados o todo uso 
no autorizado de las mismas por personas 
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ajenas a ellos, y los gobiernos deberán tomar 
medidas para impedir tales infracciones. 

Artículo 19 

Los programas agrarios nacionales deberán 
garantizar a los pueblos interesados 
condiciones equivalentes a las que disfruten 
otros sectores de la población, a los efectos 
de: 

a)  la asignación de tierras adicionales a 
dichos pueblos cuando las tierras de 
que dispongan sean insuficientes para 
garantizarles los elementos de una 
existencia normal o para hacer frente a 
su posible crecimiento numérico; 
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b)  el otorgamiento de los medios necesarios 
para el desarrollo de las tierras que 
dichos pueblos ya poseen. 

Parte III. Contratación y Condicio-
nes de Empleo

Artículo 20 

1.  Los gobiernos deberán adoptar, en el 
marco de su legislación nacional y en 
cooperación con los pueblos interesados, 
medidas especiales para garantizar a 
los trabajadores pertenecientes a esos 
pueblos una protección eficaz en materia 
de contratación y condiciones de empleo, 
en la medida en que no estén protegidos 
eficazmente por la legislación aplicable a 
los trabajadores en general. 
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2.  Los gobiernos deberán hacer cuanto 
esté en su poder por evitar cualquier 
discriminación entre los trabajadores 
pertenecientes a los pueblos interesados 
y los demás trabajadores, especialmente 
en lo relativo a: 

a)  acceso al empleo, incluidos los 
empleos calificados y las medidas de 
promoción y de ascenso; 

b)  remuneración igual por trabajo de 
igual valor; 

c)  asistencia médica y social, seguridad 
e higiene en el trabajo, todas las 
prestaciones de seguridad social y 
demás prestaciones derivadas del 
empleo, así como la vivienda; 
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d)  derecho de asociación, derecho a 
dedicarse libremente a todas las 
actividades sindicales para fines 
lícitos, y derecho a concluir convenios 
colectivos con empleadores o con 
organizaciones de empleadores. 

3.  Las medidas adoptadas deberán en 
particular garantizar que: 

a)  los trabajadores pertenecientes a 
los pueblos interesados, incluidos 
los trabajadores estacionales, 
eventuales y migrantes empleados en 
la agricultura o en otras actividades, 
así como los empleados por 
contratistas de mano de obra, gocen 
de la protección que confieren la 
legislación y la práctica nacionales 
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a otros trabajadores de estas 
categorías en los mismos sectores, y 
sean plenamente informados de sus 
derechos con arreglo a la legislación 
laboral y de los recursos de que 
disponen; 

b)  los trabajadores pertenecientes a 
estos pueblos no estén sometidos 
a condiciones de trabajo peligrosas 
para su salud, en particular como 
consecuencia de su exposición a 
plaguicidas o a otras sustancias 
tóxicas; 

c)  los trabajadores pertenecientes a 
estos pueblos no estén sujetos a 
sistemas de contratación coercitivos, 
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incluidas todas las formas de 
servidumbre por deudas; 

d)  los trabajadores pertenecientes a 
estos pueblos gocen de igualdad 
de oportunidades y de trato para 
hombres y mujeres en el empleo y de 
protección contra el hostigamiento 
sexual. 

4.  Deberá prestarse especial atención a 
la creación de servicios adecuados de 
inspección del trabajo en las regiones 
donde ejerzan actividades asalariadas 
trabajadores pertenecientes a los 
pueblos interesados, a fin de garantizar 
el cumplimiento de las disposiciones de 
esta parte del presente Convenio. 
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Parte IV. Formación Profesional, 
Artesanía e Industrias Rurales

Artículo 21 

Los miembros de los pueblos interesados 
deberán poder disponer de medios de 
formación profesional por lo menos iguales 
a los de los demás ciudadanos. 

Artículo 22 

1.  Deberán tomarse medidas para 
promover la participación voluntaria de 
miembros de los pueblos interesados en 
programas de formación profesional de 
aplicación general. 

2.  Cuando los programas de formación 
profesional de aplicación general 
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existentes no respondan a las 
necesidades especiales de los pueblos 
interesados, los gobiernos deberán 
asegurar, con la participación de dichos 
pueblos, que se pongan a su disposición 
programas y medios especiales de 
formación. 

3.  Estos programas especiales de 
formación deberán basarse en el entorno 
económico, las condiciones sociales y 
culturales y las necesidades concretas 
de los pueblos interesados. Todo estudio 
a este respecto deberá realizarse en 
cooperación con esos pueblos, los 
cuales deberán ser consultados sobre 
la organización y el funcionamiento 
de tales programas. Cuando sea 
posible, esos pueblos deberán asumir 
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progresivamente la responsabilidad de la 
organización y el funcionamiento de tales 
programas especiales de formación, si 
así lo deciden. 

Artículo 23 

1.  La artesanía, las industrias rurales 
y comunitarias y las actividades 
tradicionales y relacionadas con la 
economía de subsistencia de los pueblos 
interesados, como la caza, la pesca, la 
caza con trampas y la recolección, deberán 
reconocerse como factores importantes 
del mantenimiento de su cultura y de su 
autosuficiencia y desarrollo económicos. 
Con la participación de esos pueblos, y 
siempre que haya lugar, los gobiernos 
deberán velar por que se fortalezcan y 
fomenten dichas actividades. 
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2.  A petición de los pueblos interesados, 
deberá facilitárseles, cuando sea 
posible, una asistencia técnica y 
financiera apropiada que tenga en 
cuenta las técnicas tradicionales y 
las características culturales de esos 
pueblos y la importancia de un desarrollo 
sostenido y equitativo. 

Parte V. Seguridad Social y Salud

Artículo 24 

Los regímenes de seguridad social deberán 
extenderse progresivamente a los pueblos 
interesados y aplicárseles sin discriminación 
alguna. 

Convenio No 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales 
en Países Independientes I 53  

Artículo 25 

1.  Los gobiernos deberán velar por que 
se pongan a disposición de los pueblos 
interesados servicios de salud adecuados 
o proporcionar a dichos pueblos los 
medios que les permitan organizar y 
prestar tales servicios bajo su propia 
responsabilidad y control, a fin de que 
puedan gozar del máximo nivel posible 
de salud física y mental. 

2.  Los servicios de salud deberán 
organizarse, en la medida de lo posible, 
a nivel comunitario. Estos servicios 
deberán planearse y administrarse en 
cooperación con los pueblos interesados 
y tener en cuenta sus condiciones 
económicas, geográficas, sociales 
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y culturales, así como sus métodos 
de prevención, prácticas curativas y 
medicamentos tradicionales. 

3.  El sistema de asistencia sanitaria 
deberá dar la preferencia a la formación 
y al empleo de personal sanitario 
de la comunidad local y centrarse 
en los cuidados primarios de salud, 
manteniendo al mismo tiempo estrechos 
vínculos con los demás niveles de 
asistencia sanitaria. 

4.  La prestación de tales servicios de 
salud deberá coordinarse con las 
demás medidas sociales, económicas y 
culturales que se tomen en el país. 
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Parte VI. Educación y Medios de 
Comunicación

Artículo 26 

Deberán adoptarse medidas para garantizar 
a los miembros de los pueblos interesados la 
posibilidad de adquirir una educación a todos 
los niveles, por lo menos en pie de igualdad 
con el resto de la comunidad nacional. 

Artículo 27 

1.  Los programas y los servicios de 
educación destinados a los pueblos 
interesados deberán desarrollarse y 
aplicarse en cooperación con éstos a 
fin de responder a sus necesidades 
particulares, y deberán abarcar su 
historia, sus conocimientos y técnicas, 
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sus sistemas de valores y todas 
sus demás aspiraciones sociales, 
económicas y culturales. 

2.  La autoridad competente deberá 
asegurar la formación de miembros de 
estos pueblos y su participación en la 
formulación y ejecución de programas 
de educación, con miras a transferir 
progresivamente a dichos pueblos la 
responsabilidad de la realización de esos 
programas, cuando haya lugar. 

3.  Además, los gobiernos deberán 
reconocer el derecho de esos pueblos 
a crear sus propias instituciones y 
medios de educación, siempre que tales 
instituciones satisfagan las normas 
mínimas establecidas por la autoridad 
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competente en consulta con esos 
pueblos. Deberán facilitárseles recursos 
apropiados con tal fin. 

Artículo 28 

1.  Siempre que sea viable, deberá 
enseñarse a los niños de los pueblos 
interesados a leer y a escribir en su propia 
lengua indígena o en la lengua que más 
comúnmente se hable en el grupo a que 
pertenezcan. Cuando ello no sea viable, 
las autoridades competentes deberán 
celebrar consultas con esos pueblos 
con miras a la adopción de medidas que 
permitan alcanzar este objetivo. 

2.  Deberán tomarse medidas adecuadas 
para asegurar que esos pueblos tengan 
la oportunidad de llegar a dominar la 
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lengua nacional o una de las lenguas 
oficiales del país. 

3.  Deberán adoptarse disposiciones para 
preservar las lenguas indígenas de 
los pueblos interesados y promover el 
desarrollo y la práctica de las mismas. 

Artículo 29 

Un objetivo de la educación de los niños de los 
pueblos interesados deberá ser impartirles 
conocimientos generales y aptitudes que les 
ayuden a participar plenamente y en pie de 
igualdad en la vida de su propia comunidad y 
en la de la comunidad nacional. 
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Artículo 30 

1.  Los gobiernos deberán adoptar medidas 
acordes a las tradiciones y culturas de 
los pueblos interesados, a fin de darles 
a conocer sus derechos y obligaciones, 
especialmente en lo que atañe al 
trabajo, a las posibilidades económicas, 
a las cuestiones de educación y salud, 
a los servicios sociales y a los derechos 
dimanantes del presente Convenio. 

2.  A tal fin, deberá recurrirse, si fuere 
necesario, a traducciones escritas 
y a la utilización de los medios de 
comunicación de masas en las lenguas 
de dichos pueblos. 
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Artículo 31 

Deberán adoptarse medidas de carácter 
educativo en todos los sectores de la 
comunidad nacional, y especialmente en los 
que estén en contacto más directo con los 
pueblos interesados, con objeto de eliminar 
los prejuicios que pudieran tener con 
respecto a esos pueblos. A tal fin, deberán 
hacerse esfuerzos por asegurar que los 
libros de historia y demás material didáctico 
ofrezcan una descripción equitativa, exacta 
e instructiva de las sociedades y culturas de 
los pueblos interesados. 
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Parte VII. Contactos y Cooperación 
a Través de las Fronteras

Artículo 32 

Los gobiernos deberán tomar medidas 
apropiadas, incluso por medio de acuerdos 
internacionales, para facilitar los contactos 
y la cooperación entre pueblos indígenas y 
tribales a través de las fronteras, incluidas 
las actividades en las esferas económica, 
social, cultural, espiritual y del medio 
ambiente. 

Parte VIII. Administración

Artículo 33 

1.  La autoridad gubernamental responsable 
de las cuestiones que abarca el presente 
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Convenio deberá asegurarse de que 
existen instituciones u otros mecanismos 
apropiados para administrar los 
programas que afecten a los pueblos 
interesados, y de que tales instituciones 
o mecanismos disponen de los medios 
necesarios para el cabal desempeño de 
sus funciones. 

2.  Tales programas deberán incluir: 

a)  la planificación, coordinación, 
ejecución y evaluación, en cooperación 
con los pueblos interesados, de las 
medidas previstas en el presente 
Convenio; 

b)  la proposición de medidas legislativas 
y de otra índole a las autoridades 
competentes y el control de la 
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aplicación de las medidas adoptadas 
en cooperación con los pueblos 
interesados. 

Parte IX. Disposiciones Generales

Artículo 34 

La naturaleza y el alcance de las medidas 
que se adopten para dar efecto al 
presente Convenio deberán determinarse 
con flexibilidad, teniendo en cuenta las 
condiciones propias de cada país. 

Artículo 35 

La aplicación de las disposiciones del 
presente Convenio no deberá menoscabar 
los derechos y las ventajas garantizados a 
los pueblos interesados en virtud de otros 
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convenios y recomendaciones, instrumentos 
internacionales, tratados, o leyes, laudos, 
costumbres o acuerdos nacionales. 

Parte X. Disposiciones Finales

Artículo 36 

Este Convenio revisa el Convenio sobre 
poblaciones indígenas y tribales, 1957. 

Artículo 37 

Las ratificaciones formales del presente 
Convenio serán comunicadas, para su 
registro, al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo. 
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Artículo 38 

1.  Este Convenio obligará únicamente a 
aquellos Miembros de la Organización 
Internacional del Trabajo cuyas 
ratificaciones haya registrado el Director 
General. 

2.  Entrará en vigor doce meses después de 
la fecha en que las ratificaciones de dos 
Miembros hayan sido registradas por el 
Director General. 

3.  Desde dicho momento, este Convenio 
entrará en vigor, para cada Miembro, 
doce meses después de la fecha en que 
haya sido registrada su ratificación. 
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Artículo 39 

1.  Todo Miembro que haya ratificado 
este Convenio podrá denunciarlo a la 
expiración de un período de diez años, a 
partir de la fecha en que se haya puesto 
inicialmente en vigor, mediante un acta 
comunicada, para su registro, al Director 
General de la Oficina Internacional del 
Trabajo. La denuncia no surtirá efecto 
hasta un año después de la fecha en que 
se haya registrado. 

2.  Todo Miembro que haya ratificado este 
Convenio y que, en el plazo de un año 
después de la expiración del período 
de diez años mencionado en el párrafo 
precedente, no haga uso del derecho 
de denuncia previsto en este artículo 
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quedará obligado durante un nuevo 
período de diez años, y en lo sucesivo 
podrá denunciar este Convenio a la 
expiración de cada período de diez años, 
en las condiciones previstas en este 
artículo. 

Artículo 40 

1.  El Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo notificará a 
todos los Miembros de la Organización 
Internacional del Trabajo el registro de 
cuantas ratificaciones, declaraciones y 
denuncias le comuniquen los Miembros 
de la Organización. 

2.  Al notificar a los Miembros de la 
Organización el registro de la segunda 
ratificación que le haya sido comunicada, 
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el Director General llamará la atención 
de los Miembros de la Organización 
sobre la fecha en que entrará en vigor el 
presente Convenio. 

Artículo 41 

El Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo comunicará al 
Secretario General de las Naciones Unidas, 
a los efectos del registro y de conformidad 
con el artículo 102 de la Carta de las 
Naciones Unidas, una información completa 
sobre todas las ratificaciones, declaraciones 
y actas de denuncia que haya registrado de 
acuerdo con los artículos precedentes. 
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Artículo 42 

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo 
de Administración de la Oficina Internacional 
del Trabajo presentará a la Conferencia una 
memoria sobre la aplicación del Convenio, y 
considerará la conveniencia de incluir en el 
orden del día de la Conferencia la cuestión 
de su revisión total o parcial. 

Artículo 43 

1.  En caso de que la Conferencia adopte 
un nuevo convenio que implique una 
revisión total o parcial del presente, y a 
menos que el nuevo convenio contenga 
disposiciones en contrario: 

a)  la ratificación, por un Miembro, del 
nuevo convenio revisor implicará, 
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ipso jure, la denuncia inmediata 
de este Convenio, no obstante las 
disposiciones contenidas en el 
artículo 39, siempre que el nuevo 
convenio revisor haya entrado en 
vigor; 

b)  a partir de la fecha en que entre en 
vigor el nuevo convenio revisor, el 
presente Convenio cesará de estar 
abierto a la ratificación por los 
Miembros. 

2.  Este Convenio continuará en vigor en 
todo caso, en su forma y contenido 
actuales, para los Miembros que lo hayan 
ratificado y no ratifiquen el convenio 
revisor. 

Convenio No 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales 
en Países Independientes I 71  

Artículo 44 

Las versiones inglesa y francesa del texto de 
este Convenio son igualmente auténticas.
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La Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo:

Habiendo adoptado el Convenio revisado 
sobre Pueblos Indígenas  y Tribales, 1989, y,

Decidida a mejor de la situación y condición 
de estos pueblos a la luz de los habidos desde 
la adopción del Convenio sobre Poblaciones 
Indígenas y Tribales (núm. 107), y

Convencida de la contribución esencial 
que los pueblos indígenas y tribales de las 
distintas regiones del mundo hacen a las 
sociedades nacionales, reafirmando así la 
identidad sociocultural de éstas, y motivada 

Resolución sobre la acción de la OIT 
concerniente a los Pueblos Indígenas y 
Tribales

Convenio No 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales 
en Países Independientes I 73  

por su firme deseo de apoyar la ejecución y 
promoción de las disposiciones del Convenio 
revisado (Núm. 169); 

Acción a Nivel Nacional

1. Invita a los Estados Miembros a que 
consideren la ratificación del Convenio 
revisado a la mayor brevedad posible, 
a cumplir con las obligaciones 
establecidas en el Convenio y a ejecutar 
sus disposiciones de la manera más 
efectiva;

2. Invita a los gobiernos a cooperar a 
este efecto con las organizaciones e 
instituciones nacionales y regionales de 
los pueblos interesados;
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3. Invita a los gobiernos, las organizaciones 
de empleadores y de trabajadores a 
iniciar un diálogo con las organizaciones 
e instituciones de los pueblos interesados 
respecto de los medios más adecuados 
para asegurar la ejecución del Convenio, 
y para establecer mecanismos de 
consulta apropiados que permitan a los 
pueblos indígenas y tribales expresar 
sus puntos de vista sobre los distintos 
aspectos del Convenio;

4. Invita a los gobiernos, las organizaciones 
de empleadores y de trabajadores a 
promover programas educativos, en 
colaboración con las organizaciones e 
instituciones de los pueblos interesados, 
a fin de dar a conocer el Convenio en todos 
los sectores de la sociedad nacional, 
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incluyendo programas que consistirían, 
por ejemplo, en:

a) preparación de materiales sobre 
contenidos y objetivos del Convenio;

b) información, a intervalos regulares, 
sobre las medidas adoptadas para la 
aplicación del Convenio;

c) organización de seminarios 
concebidos para promover una mejor 
comprensión, la ratificación y la 
ejecución de las normas contenidas 
en el Convenio;

Acción a nivel Internacional

5. Urge a las organizaciones internacionales 
mencionadas en el preámbulo del 
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Convenio y a otras existentes, dentro de 
los recursos presupuestarios con que se 
cuenta, a colaborar en el desarrollo de  
actividades para el logro de los objetivos 
del Convenio en sus respectivos ámbitos 
de competencia y a la OIT a que facilite la 
coordinación de tales esfuerzos.

Acción a nivel de la OIT

6. Urge al Consejo de Administración de 
la Oficina Internacional del Trabajo para 
que dé mandato al Director General 
a fin de que lleve a cabo las siguientes 
acciones, dentro de los recursos 
presupuestarios existentes, y para que 
proponga que se acuerden más recursos 
en los presupuestos futuros para tales 
fines;
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a) promoción de la ratificación del 
Convenio y seguimiento de su 
aplicación;

b) ayuda a los gobiernos para el 
desarrollo de medidas efectivas en 
la ejecución del Convenio con la 
plena participación de los pueblos 
indígenas y tribales.

c) puesta a disposición de las 
organizaciones de los pueblos 
interesados, de información sobre el 
alcance y contenido de este Convenio, 
así como de otros convenios que 
puedan tener relación directa con 
ellos, y a que posibilite el intercambio 
de experiencias y el conocimiento 
entre ellos;
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d) refuerzo del diálogo entre los 
gobiernos, las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores 
respecto de los objetivos y contenidos 
del Convenio, con la participación 
activa de las organizaciones 
e instituciones de los pueblos 
interesados;

e) preparación de un estudio general, 
en su momento, de conformidad con 
el artículo 19 de la Constitución de 
la OIT, sobre las medidas adoptadas 
por los Estados Miembros para la 
aplicación del Convenio revisado; 

f) producción, análisis y publicación de 
información cuantitativa y cualitativa, 
significativa, comparables y puesta 
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al día sobre las condiciones sociales 
y económicas de los pueblos 
interesados;

g) desarrollo de programas y proyectos 
de cooperación técnica que 
beneficien directamente a los pueblos 
interesados, en relación con la 
pobreza extrema y el desempleo que 
les afecta. Estas actividades deberían 
incluir esquemas de generación de 
ingresos y de empleo, desarrollo 
rural, formación profesional, 
promoción de la artesanía y la 
industria rural, programas de trabajos 
públicos y tecnología apropiada. 
Estos programas deberían ser 
financiados con cargo al presupuesto 
regular dentro de las limitaciones 
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presupuestales existentes, por 
recursos multibilaterales y por otros 
recursos.

(Resolución adoptada en 27 de junio de 
1989, por la Conferencia General de la 
Organización Internacional del Trabajo 76ª 
Reunión) 
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Ratificación del C169 - Convenio sobre 
pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169)

(Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes)

País
Ratificaciones 

registradas en la OIT

Argentina
Bolivia
Brasil
Centroafricana, República
Chile
Colombia
Costa Rica
Dinamarca
Dominica
Ecuador
España
Fiji 
Guatemala
Honduras
México
Nepal
Nicaragua

03.07.00
11.12.91
25.07.02
30.08.10
15.09.08
07.08.91
02.04.93
22.02.96
25.06.02
15.05.98
15.02.07
03.03.98 
05.06.96
28.03.95
05.09.90
14.09.07
25.08.10
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País
Ratificaciones 

registradas en la OIT

Noruega
Países Bajos
Paraguay
Perú
Venezuela, República 
Bolivariana de

19.06.90
02.02.98
10.08.93
02.02.94

22.05.02
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Acceda a través de este Código QR al Cuadro de 
Ratificaciones del Convenio 169 actualizado
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Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación Racial 

Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su 
resolución 2106 A (XX), de 21 de diciembre de 1965 

Entrada en vigor: 4 de enero de 1969, de conformidad con el artículo 19 

Los Estados partes en la presente Convención,  

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas está basada en los principios de la 
dignidad y la igualdad inherentes a todos los seres humanos y que todos los Estados 
Miembros se han comprometido a tomar medidas conjunta o separadamente, en 
cooperación con la Organización, para realizar uno de los propósitos de las Naciones 
Unidas, que es el de promover y estimular el respeto universal y efectivo de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales de todos, sin distinción por motivos de raza, 
sexo, idioma o religión.  

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos proclama que todos 
los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y que toda persona 
tiene todos los derechos y libertades enunciados en la misma, sin distinción alguna, en 
particular por motivos de raza, color u origen nacional,  

Considerando que todos los hombres son iguales ante la ley y tienen derecho a igual 
protección de la ley contra toda discriminación y contra toda incitación a la 
discriminación,  

Considerando que las Naciones Unidas han condenado el colonialismo y todas las 
prácticas de segregación y discriminación que lo acompañan, cualquiera que sea su 
forma y dondequiera que existan, y que la Declaración sobre la concesión de la 
independencia a los países y pueblos coloniales, de 14 de diciembre de 1960 [resolución 
1514 (XV) de la Asamblea General], ha afirmado y solemnemente proclamado la 
necesidad de ponerles fin rápida e incondicionalmente,  

Considerando que la Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación racial, de 20 de noviembre de 1963 [resolución 1904 
(XVIII) de la Asamblea General] afirma solemnemente la necesidad de eliminar 
rápidamente en todas las partes del mundo la discriminación racial en todas sus formas 
y manifestaciones y de asegurar la comprensión y el respeto de la dignidad de la 
persona humana,  

Convencidos de que toda doctrina de superioridad basada en la diferenciación racial es 
científicamente falsa, moralmente condenable y socialmente injusta y peligrosa, y de 
que nada en la teoría o en la práctica permite justificar, en ninguna parte, la 
discriminación racial,  

Reafirmando que la discriminación entre seres humanos por motivos de raza, color u 
origen étnico constituye un obstáculo a las relaciones amistosas y pacíficas entre las 
naciones y puede perturbar la paz y la seguridad entre los pueblos, así como la 
convivencia de las personas aun dentro de un mismo Estado,  

Convencidos de que la existencia de barreras raciales es incompatible con los ideales de 
toda la sociedad humana,  
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Alarmados por las manifestaciones de discriminación racial que todavía existen en 
algunas partes del mundo y por las políticas gubernamentales basadas en la superioridad 
o el odio racial, tales como las de apartheid, segregación o separación,  

Resueltos a adoptar todas las medidas necesarias para eliminar rápidamente la 
discriminación racial en todas sus formas y manifestaciones y a prevenir y combatir las 
doctrinas y prácticas racistas con el fin de promover el entendimiento entre las razas y 
edificar una comunidad internacional libre de todas las formas de segregación y 
discriminación raciales,  

Teniendo presentes el Convenio relativo a la discriminación en materia de empleo y 
ocupación aprobado por la Organización Internacional del Trabajo en 1958 y la 
Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza, 
aprobada por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura en 1960,  

Deseando poner en práctica los principios consagrados en la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial y con tal objeto 
asegurar que se adopten lo antes posible medidas prácticas,  

Han acordado lo siguiente:  

Parte I 

Artículo 1 

1. En la presente Convención la expresión "discriminación racial" denotará toda 
distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u 
origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y 
libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en 
cualquier otra esfera de la vida pública. 

2. Esta Convención no se aplicará a las distinciones, exclusiones, restricciones o 
preferencias que haga un Estado parte en la presente Convención entre ciudadanos y no 
ciudadanos.  

3. Ninguna de las cláusulas de la presente Convención podrá interpretarse en un sentido 
que afecte en modo alguno las disposiciones legales de los Estados partes sobre 
nacionalidad, ciudadanía o naturalización, siempre que tales disposiciones no establezcan 
discriminación contra ninguna nacionalidad en particular.  

4. Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de asegurar el adecuado 
progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de ciertas personas que requieran la 
protección que pueda ser necesaria con objeto de garantizarles, en condiciones de 
igualdad, el disfrute o ejercicio de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales no se considerarán como medidas de discriminación racial, siempre que 
no conduzcan, como consecuencia, al mantenimiento de derechos distintos para los 
diferentes grupos raciales y que no se mantengan en vigor después de alcanzados los 
objetivos para los cuales se tomaron. 

Artículo 2  

1. Los Estados partes condenan la discriminación racial y se comprometen a seguir, por 
todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la 
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discriminación racial en todas sus formas y a promover el entendimiento entre todas las 
razas, y con tal objeto:  

a) Cada Estado parte se compromete a no incurrir en ningún acto o práctica de 
discriminación racial contra personas, grupos de personas o instituciones y a velar por 
que todas las autoridades públicas e instituciones públicas, nacionales y locales, actúen 
en conformidad con esta obligación;  

b) Cada Estado parte se compromete a no fomentar, defender o apoyar la discriminación 
racial practicada por cualesquiera personas u organizaciones;  

c) Cada Estado parte tomará medidas efectivas para revisar las políticas 
gubernamentales nacionales y locales, y para enmendar, derogar o anular las leyes y las 
disposiciones reglamentarias que tengan como consecuencia crear la discriminación 
racial o perpetuarla donde ya exista;  

d) Cada Estado parte prohibirá y hará cesar por todos los medios apropiados, incluso, si 
lo exigieran las circunstancias, medidas legislativas, la discriminación racial practicada 
por personas, grupos u organizaciones;  

e) Cada Estado parte se compromete a estimular, cuando fuere el caso, organizaciones y 
movimientos multirraciales integracionistas y otros medios encaminados a eliminar las 
barreras entre las razas, y a desalentar todo lo que tienda a fortalecer la división racial.  

2. Los Estados partes tomarán, cuando las circunstancias lo aconsejen, medidas 
especiales y concretas, en las esferas social, económica, cultural y en otras esferas, para 
asegurar el adecuado desenvolvimiento y protección de ciertos grupos raciales o de 
personas pertenecientes a estos grupos, con el fin de garantizar en condiciones de 
igualdad el pleno disfrute por dichas personas de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales. Esas medidas en ningún caso podrán tener como 
consecuencia el mantenimiento de derechos desiguales o separados para los diversos 
grupos raciales después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron. 

Artículo 3  

Los Estados partes condenan especialmente la segregación racial y el apartheid y se 
comprometen a prevenir, prohibir y eliminar en los territorios bajo su jurisdicción todas 
las prácticas de esta naturaleza. 

Artículo 4 

Los Estados partes condenan toda la propaganda y todas las organizaciones que se 
inspiren en ideas o teorías basadas en la superioridad de una raza o de un grupo de 
personas de un determinado color u origen étnico, o que pretendan justificar o promover 
el odio racial y la discriminación racial, cualquiera que sea su forma, y se comprometen a 
tomar medidas inmediatas y positivas destinadas a eliminar toda incitación a tal 
discriminación o actos de tal discriminación, y, con ese fin, teniendo debidamente en 
cuenta los principios incorporados en la Declaración Universal de Derechos Humanos, así 
como los derechos expresamente enunciados en el artículo 5 de la presente Convención, 
tomarán, entre otras, las siguientes medidas:  

a) Declararán como acto punible conforme a la ley toda difusión de ideas basadas en la 
superioridad o en el odio racial, toda incitación a la discriminación racial, así como todo 
acto de violencia o toda incitación a cometer tales actos contra cualquier raza o grupo de 
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personas de otro color u origen étnico, y toda asistencia a las actividades racistas, 
incluida su financiación;  

b) Declararán ilegales y prohibirán las organizaciones, así como las actividades 
organizadas de propaganda y toda otra actividad de propaganda, que promuevan la 
discriminación racial e inciten a ella, y reconocerán que la participación en tales 
organizaciones o en tales actividades constituye un delito penado por la ley;  

c) No permitirán que las autoridades ni las instituciones públicas nacionales o locales 
promuevan la discriminación racial o inciten a ella. 

Artículo 5 

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el artículo 2 de la 
presente Convención, los Estados partes se comprometen a prohibir y eliminar la 
discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el derecho de toda persona a la 
igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y origen nacional o étnico, 
particularmente en el goce de los derechos siguientes:  

a) El derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y todos los demás órganos 
que administran justicia;  

b) El derecho a la seguridad personal y a la protección del Estado contra todo acto de 
violencia o atentado contra la integridad personal cometido por funcionarios públicos o 
por cualquier individuo, grupo o institución;  

c) Los derechos políticos, en particular el de tomar parte en elecciones, elegir y ser 
elegido, por medio del sufragio universal e igual, el de participar en el gobierno y en la 
dirección de los asuntos públicos en cualquier nivel, y el de acceso, en condiciones de 
igualdad, a las funciones públicas;  

d) Otros derechos civiles, en particular:  

i) El derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado;  

ii) El derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país;  

iii) El derecho a una nacionalidad;  

iv) El derecho al matrimonio y a la elección del cónyuge;  

v) El derecho a ser propietario, individualmente y en asociación con otros;  

vi) El derecho a heredar;  

vii) El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión;  

viii) El derecho a la libertad de opinión y de expresión;  

ix) El derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas; 

e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular:  
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i) El derecho al trabajo, a la libre elección de trabajo, a condiciones equitativas y 
satisfactorias de trabajo, a la protección contra el desempleo, a igual salario por trabajo 
igual y a una remuneración equitativa y satisfactoria;  

ii) El derecho a fundar sindicatos y a sindicarse;  

iii) El derecho a la vivienda;  

iv) El derecho a la salud pública, la asistencia médica, la seguridad social y los servicios 
sociales;  

v) El derecho a la educación y la formación profesional;  

vi) El derecho a participar, en condiciones de igualdad, en las actividades culturales; 

f) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados al uso público, tales 
como los medios de transporte, hoteles, restaurantes, cafés, espectáculos y parques. 

Artículo 6  

Los Estados partes asegurarán a todas las personas que se hallen bajo su jurisdicción, 
protección y recursos efectivos, ante los tribunales nacionales competentes y otras 
instituciones del Estado, contra todo acto de discriminación racial que, contraviniendo la 
presente Convención, viole sus derechos humanos y libertades fundamentales, así como 
el derecho a pedir a esos tribunales satisfacción o reparación justa y adecuada por todo 
daño de que puedan ser víctimas como consecuencia de tal discriminación. 

Artículo 7 

Los Estados partes se comprometen a tomar medidas inmediatas y eficaces, 
especialmente en las esferas de la enseñanza, la educación, la cultura y la información, 
para combatir los prejuicios que conduzcan a la discriminación racial y para promover la 
comprensión, la tolerancia y la amistad entre las naciones y los diversos grupos raciales 
o étnicos, así como para propagar los propósitos y principios de la Carta de las Naciones 
Unidas, de la Declaración Universal de Derechos Humanos, de la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial y de la 
presente Convención.  

Parte II 

Artículo 8  

1. Se constituirá un Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (denominado 
en adelante el Comité) compuesto de dieciocho expertos de gran prestigio moral y 
reconocida imparcialidad, elegidos por los Estados partes entre sus nacionales, los cuales 
ejercerán sus funciones a título personal; en la constitución del Comité se tendrá en 
cuenta una distribución geográfica equitativa y la representación de las diferentes 
formas de civilización, así como de los principales sistemas jurídicos. 

2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de una lista de personas 
designadas por los Estados partes. Cada uno de los Estados partes podrá designar una 
persona entre sus propios nacionales.  
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3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en vigor de 
la presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada elección, el 
Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados partes 
invitándoles a que presenten sus candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario 
General preparará una lista por orden alfabético de todas las personas designadas de 
este modo, indicando los Estados partes que las han designado, y la comunicará a los 
Estados partes.  

4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados partes que 
será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones 
Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de los Estados partes, 
se considerarán elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor número 
de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados partes 
presentes y votantes.  

5. a) Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato 
de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; 
inmediatamente después de la primera elección el Presidente del Comité designará por 
sorteo los nombres de esos nueve miembros.  

b) Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado parte cuyo experto haya cesado en sus 
funciones como miembro del Comité, designará entre sus nacionales a otro experto, a 
reserva de la aprobación del Comité.  

6. Los Estados partes sufragarán los gastos de los miembros del Comité mientras éstos 
desempeñen sus funciones. 

Artículo 9 

1. Los Estados partes se comprometen a presentar al Secretario General de las Naciones 
Unidas, para su examen por el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, 
judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado y que sirvan para hacer 
efectivas las disposiciones de la presente Convención: a) dentro del plazo de un año a 
partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado de que se trate; y b) en lo 
sucesivo, cada dos años y cuando el Comité lo solicite. El Comité puede solicitar más 
información a los Estados partes.  

2. El Comité informará cada año, por conducto del Secretario General, a la Asamblea 
General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y 
recomendaciones de carácter general basadas en el examen de los informes y de los 
datos transmitidos por los Estados partes. Estas sugerencias y recomendaciones de 
carácter general se comunicarán a la Asamblea General, junto con las observaciones de 
los Estados partes, si las hubiere.  

Artículo 10  

1. El Comité aprobará su propio reglamento.  

2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.  

3. El Secretario General de las Naciones Unidas facilitará al Comité los servicios de 
secretaría.  

4. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones 
Unidas. 
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Artículo 11  

1. Si un Estado parte considera que otro Estado parte no cumple las disposiciones de la 
presente Convención, podrá señalar el asunto a la atención del Comité. El Comité 
transmitirá la comunicación correspondiente al Estado parte interesado. Dentro de los 
tres meses, el Estado que recibe la comunicación presentará al Comité explicaciones o 
declaraciones por escrito para aclarar la cuestión y exponer qué medida correctiva 
hubiere, en su caso, adoptado.  

2. Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambas partes, mediante negociaciones 
bilaterales o algún otro procedimiento adecuado, en un plazo de seis meses a partir del 
momento en que el Estado destinatario reciba la comunicación inicial, cualquiera de los 
dos Estados tendrá derecho a someter nuevamente el asunto al Comité mediante la 
notificación al Comité y al otro Estado.  

3. El Comité conocerá de un asunto que se le someta, de acuerdo con el párrafo 2 del 
presente artículo, cuando se haya cerciorado de que se han interpuesto y agotado todos 
los recursos de jurisdicción interna, de conformidad con los principios del derecho 
internacional generalmente admitidos. No se aplicará esta regla cuando la substanciación 
de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente.  

4. En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados partes 
interesados que faciliten cualquier otra información pertinente.  

5. Cuando el Comité entienda en cualquier asunto derivado del presente artículo, los 
Estados partes interesados podrán enviar un representante, que participará sin derecho 
a voto en los trabajos del Comité mientras se examine el asunto. 

Artículo 12  

1. a) Una vez que el Comité haya obtenido y estudiado toda la información que estime 
necesaria, el Presidente nombrará una Comisión Especial de Conciliación (denominada 
en adelante la Comisión), integrada por cinco personas que podrán o no ser miembros 
del Comité. Los miembros de la Comisión serán designados con el consentimiento pleno 
y unánime de las partes en la controversia y sus buenos oficios se pondrán a disposición 
de los Estados interesados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, basada en 
el respeto a la presente Convención.  

b) Si, transcurridos tres meses, los Estados partes en la controversia no llegan a un 
acuerdo sobre la totalidad o parte de los miembros de la Comisión, los miembros sobre 
los que no haya habido acuerdo entre los Estados partes en la controversia serán 
elegidos por el Comité, de entre sus propios miembros, por voto secreto y por mayoría 
de dos tercios.  

2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título personal. No deberán 
ser nacionales de los Estados partes en la controversia, ni tampoco de un Estado que no 
sea parte en la presente Convención.  

3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio reglamento.  

4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones 
Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que la Comisión decida.  

5. La secretaría prevista en el párrafo 3 del artículo 10 prestará también servicios a la 
Comisión cuando una controversia entre Estados partes motive su establecimiento.  
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6. Los Estados partes en la controversia compartirán por igual todos los gastos de los 
miembros de la Comisión, de acuerdo con una estimación que hará el Secretario General 
de las Naciones Unidas.  

7. El Secretario General podrá pagar, en caso necesario, los gastos de los miembros de 
la Comisión, antes de que los Estados partes en la controversia sufraguen los costos de 
acuerdo con el párrafo 6 del presente artículo.  

8. La información obtenida y estudiada por el Comité se facilitará a la Comisión, y ésta 
podrá pedir a los Estados interesados que faciliten cualquier otra información pertinente. 

Artículo 13  

1. Cuando la Comisión haya examinado detenidamente el asunto, preparará y 
presentará al Presidente del Comité un informe en el que figuren sus conclusiones sobre 
todas las cuestiones de hecho pertinentes al asunto planteado entre las partes y las 
recomendaciones que la Comisión considere apropiadas para la solución amistosa de la 
controversia.  

2. El Presidente del Comité transmitirá el informe de la Comisión a cada uno de los 
Estados partes en la controversia. Dentro de tres meses, dichos Estados notificarán al 
Presidente del Comité si aceptan o no las recomendaciones contenidas en el informe de 
la Comisión.  

3. Transcurrido el plazo previsto en el párrafo 2 del presente artículo, el Presidente del 
Comité comunicará el informe de la Comisión y las declaraciones de los Estados partes 
interesados a los demás Estados partes en la presente Convención. 

Artículo 14  

1. Todo Estado parte podrá declarar en cualquier momento que reconoce la competencia 
del Comité para recibir y examinar comunicaciones de personas o grupos de personas 
comprendidas dentro de su jurisdicción, que alegaren ser víctimas de violaciones, por 
parte de ese Estado, de cualquiera de los derechos estipulados en la presente 
Convención. El Comité no recibirá ninguna comunicación referente a un Estado parte que 
no hubiere hecho tal declaración.  

2. Todo Estado parte que hiciere una declaración conforme al párrafo 1 del presente 
artículo podrá establecer o designar un órgano, dentro de su ordenamiento jurídico 
nacional, que será competente para recibir y examinar peticiones de personas o grupos 
de personas comprendidas dentro de su jurisdicción, que alegaren ser víctimas de 
violaciones de cualquiera de los derechos estipulados en la presente Convención y 
hubieren agotado los demás recursos locales disponibles.  

3. La declaración que se hiciere en virtud del párrafo 1 del presente artículo y el nombre 
de cualquier órgano establecido o designado con arreglo al párrafo 2 del presente 
artículo serán depositados, por el Estado parte interesado, en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien remitirá copias de los mismos a los demás 
Estados partes. Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante 
notificación dirigida al Secretario General, pero dicha notificación no surtirá efectos con 
respecto a las comunicaciones que el Comité tenga pendientes.  

4. El órgano establecido o designado de conformidad con el párrafo 2 del presente 
artículo llevará un registro de las peticiones y depositará anualmente, por los conductos 
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pertinentes, copias certificadas del registro en poder del Secretario General, en el 
entendimiento de que el contenido de las mismas no se dará a conocer públicamente.  

5. En caso de que no obtuviere reparación satisfactoria del órgano establecido o 
designado con arreglo al párrafo 2 del presente artículo, el peticionario tendrá derecho a 
comunicar el asunto al Comité dentro de los seis meses.  

6. a) El Comité señalará confidencialmente toda comunicación que se le remita a la 
atención del Estado parte contra quien se alegare una violación de cualquier disposición 
de la presente Convención, pero la identidad de las personas o grupos de personas 
interesadas no se revelará sin su consentimiento expreso. El Comité no aceptará 
comunicaciones anónimas.  

b) Dentro de los tres meses, el Estado que reciba la comunicación presentará al Comité 
explicaciones o declaraciones por escrito para aclarar la cuestión y exponer qué medida 
correctiva, si la hubiere, ha adoptado.  

7. a) El Comité examinará las comunicaciones teniendo en cuenta todos los datos 
puestos a su disposición por el Estado parte interesado y por el peticionario. El Comité 
no examinará ninguna comunicación de un peticionario sin antes cerciorarse de que 
dicho peticionario ha agotado todos los recursos internos disponibles. Sin embargo, no 
se aplicará esta regla cuando la substanciación de los mencionados recursos se 
prolongue injustificadamente.  

b) El Comité presentará al Estado parte interesado y al peticionario sus sugerencias y 
recomendaciones, si las hubiere.  

8. El Comité incluirá en su informe anual un resumen de tales comunicaciones y, cuando 
proceda, un resumen de las explicaciones y declaraciones de los Estados partes 
interesados, así como de sus propias sugerencias y recomendaciones.  

9. El Comité será competente para desempeñar las funciones previstas en este artículo 
sólo cuando diez Estados partes en la presente Convención, por lo menos, estuvieren 
obligados por declaraciones presentadas de conformidad con el párrafo 1 de este 
artículo. 

Artículo 15  

1. En tanto no se alcancen los objetivos de la Declaración sobre la concesión de la 
independencia a los países y pueblos coloniales que figura en la resolución 1514 (XV) de 
la Asamblea General, de 14 de diciembre de 1960, las disposiciones de la presente 
Convención no limitarán de manera alguna el derecho de petición concedido a esos 
pueblos por otros instrumentos internacionales o por las Naciones Unidas y sus 
organismos especializados.  

2. a) El Comité constituido en virtud del párrafo 1 del artículo 8 de la presente 
Convención recibirá copia de las peticiones de los órganos de las Naciones Unidas que 
entienden de asuntos directamente relacionados con los principios y objetivos de la 
presente Convención, y comunicará a dichos órganos, sobre dichas peticiones, sus 
opiniones y recomendaciones, al considerar las peticiones presentadas por los habitantes 
de los territorios bajo administración fiduciaria o no autónomos, y de cualesquiera otros 
territorios a los cuales se aplique la resolución 1514 (XV) de la Asamblea General, 
relativas a asuntos tratados en la presente Convención y sometidos a examen de los 
mencionados órganos.  
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b) El Comité recibirá de los órganos competentes de las Naciones Unidas copia de los 
informes sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que, 
en relación directa con los principios y objetivos de esta Convención, hayan aplicado las 
Potencias administradoras en los territorios mencionados en el anterior inciso a, y 
comunicará sus opiniones y recomendaciones a esos órganos.  

3. El Comité incluirá en su informe a la Asamblea General un resumen de las peticiones e 
informes que haya recibido de los órganos de las Naciones Unidas y las opiniones y 
recomendaciones que les haya comunicado acerca de tales peticiones e informes.  

4. El Comité pedirá al Secretario General de las Naciones Unidas toda la información 
disponible que guarde relación con los objetivos de la presente Convención y que se 
refiera a los territorios mencionados en el inciso adel párrafo 2 del presente artículo. 

Artículo 16  

Las disposiciones de la presente Convención relativas al arreglo de controversias o 
denuncias regirán sin perjuicio de otros procedimientos para solucionar las controversias 
o denuncias en materia de discriminación establecidos en los instrumentos 
constitucionales de las Naciones Unidas y sus organismos especializados o en 
convenciones aprobadas por ellos, y no impedirán que los Estados partes recurran a 
otros procedimientos para resolver una controversia, de conformidad con convenios 
internacionales generales o especiales que estén en vigor entre ellos.  

Parte III 

Artículo 17  

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así como de todo Estado 
parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado 
invitado por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en la presente 
Convención.  

2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se 
depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 18  

1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquiera de los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del artículo 17 supra.  

2. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. 

Artículo 19  

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 
haya sido depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificación o de adhesión en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  

2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella después de 
haber sido depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificación o de adhesión, la 
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Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 20  

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los 
Estados que sean o lleguen a ser partes en la presente Convención los textos de las 
reservas formuladas por los Estados en el momento de la ratificación o de la adhesión. 
Todo Estado que tenga objeciones a una reserva notificará al Secretario General que no 
la acepta, y esta notificación deberá hacerse dentro de los noventa días siguientes a la 
fecha de la comunicación del Secretario General.  

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la 
presente Convención, ni se permitirá ninguna reserva que pueda inhibir el 
funcionamiento de cualquiera de los órganos establecidos en virtud de la presente 
Convención. Se considerará que una reserva es incompatible o inhibitoria si, por lo 
menos, las dos terceras partes de los Estados partes en la Convención formulan 
objeciones a la misma.  

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento, enviándose para ello una 
notificación al Secretario General. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de su 
recepción. 

Artículo 21  

Todo Estado parte podrá denunciar la presente Convención mediante notificación dirigida 
al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después 
de la fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación. 

Artículo 22  

Toda controversia entre dos o más Estados partes con respecto a la interpretación o a la 
aplicación de la presente Convención, que no se resuelva mediante negociaciones o 
mediante los procedimientos que se establecen expresamente en ella, será sometida a la 
decisión de la Corte Internacional de Justicia a instancia de cualquiera de las partes en la 
controversia, a menos que éstas convengan en otro modo de solucionarla. 

Artículo 23  

1. Todo Estado parte podrá formular en cualquier tiempo una demanda de revisión de la 
presente Convención por medio de notificación escrita dirigida al Secretario General de 
las Naciones Unidas.  

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá sobre las medidas que deban 
tomarse, si hubiere lugar, respecto a tal demanda. 

Artículo 24  

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del artículo 17 supra:  

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en los artículos 17 
y 18;  
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b) La fecha en que entre en vigor la presente Convención, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 19;  

c) Las comunicaciones y declaraciones recibidas en virtud de los artículos 14, 20 y 23;  

d) Las denuncias recibidas en virtud del artículo 21. 

Artículo 25  

1. La presente Convención, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositada en los archivos de las Naciones Unidas.  

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas de la presente 
Convención a todos los Estados pertenecientes a cualquiera de las categorías 
mencionadas en el párrafo 1 del artículo 17 supra. 
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Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer 

Adoptada y abierta a la firma y ratificación, o adhesión, por la Asamblea 
General en su resolución 34/180, de 18 de diciembre de 1979  

Entrada en vigor: 3 de septiembre de 1981, de conformidad con el artículo 27 
(1)  

Los Estados Partes en la presente Convención,  

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en los derechos 
humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad 
de derechos de hombres y mujeres,  

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos reafirma el principio de 
la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos y que toda persona puede invocar todos los derechos y libertades 
proclamados en esa Declaración, sin distinción alguna y, por ende, sin distinción de 
sexo,  

Considerando que los Estados Partes en los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos tienen la obligación de garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce 
de todos los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos,  

Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concertadas bajo los auspicios de 
las Naciones Unidas y de los organismos especializados para favorecer la igualdad de 
derechos entre el hombre y la mujer,  

Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones y recomendaciones 
aprobadas por las Naciones Unidas y los organismos especializados para favorecer la 
igualdad de derechos entre el hombre y la mujer,  

Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos instrumentos las 
mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones,  

Recordando que la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de 
derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la participación de la mujer, 
en las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica y 
cultural de su país, que constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la 
sociedad y de la familia y que entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la 
mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad,  

Preocupados por el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene un acceso 
mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y las oportunidades de 
empleo, así como a la satisfacción de otras necesidades,  

Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden económico internacional basado 
en la equidad y la justicia contribuirá significativamente a la promoción de la igualdad 
entre el hombre y la mujer,  

Subrayado que la eliminación del apartheid, de todas las formas de racismo, de 
discriminación racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, ocupación y dominación 
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extranjeras y de la injerencia en los asuntos internos de los Estados es indispensable 
para el disfrute cabal de los derechos del hombre y de la mujer,  

Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales, el alivio de la 
tensión internacional, la cooperación mutua entre todos los Estados con independencia 
de sus sistemas sociales y económicos, el desarme general y completo, en particular el 
desarme nuclear bajo un control internacional estricto y efectivo, la afirmación de los 
principios de la justicia, la igualdad y el provecho mutuo en las relaciones entre países y 
la realización del derecho de los pueblos sometidos a dominación colonial y extranjera o 
a ocupación extranjera a la libre determinación y la independencia, así como el respeto 
de la soberanía nacional y de la integridad territorial, promoverán el progreso social y el 
desarrollo y, en consecuencia, contribuirán al logro de la plena igualdad entre el hombre 
y la mujer,  

Convencidos de que la máxima participación de la mujer en todas las esferas, en 
igualdad de condiciones con el hombre, es indispensable para el desarrollo pleno y 
completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de la paz,  

Teniendo presentes el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al desarrollo 
de la sociedad, hasta ahora no plenamente reconocido, la importancia social de la 
maternidad y la función tanto del padre como de la madre en la familia y en la educación 
de los hijos, y conscientes de que el papel de la mujer en la procreación no debe ser 
causa de discriminación, sino que la educación de los niños exige la responsabilidad 
compartida entre hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto,  

Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer es necesario 
modificar el papel tradicional tanto del hombre como de la mujer en la sociedad y en la 
familia,  

Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la eliminación de la 
discriminación contra la mujer y, para ello, a adoptar las medidas necesarias a fin de 
suprimir esta discriminación en todas sus formas y manifestaciones,  

Han convenido en lo siguiente: 

Parte I  

Artículo 1 

A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" 
denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto 
o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 
independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la 
mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.  

Artículo 2 

Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, 
convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política 
encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se 
comprometen a:  
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a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en cualquier 
otra legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar 
por ley u otros medios apropiados la realización práctica de ese principio;  

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones 
correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer;  

c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de 
igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales nacionales 
competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra 
todo acto de discriminación;  

d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y 
velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta 
obligación;  

e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer 
practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas;  

f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o 
derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la 
mujer;  

g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación 
contra la mujer. 

Artículo 3 

Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, 
social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter 
legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de 
garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre.  

Artículo 4 

1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal 
encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se 
considerará discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de 
ningún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o 
separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad 
de oportunidad y trato.  

2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las contenidas en la 
presente Convención, encaminadas a proteger la maternidad no se considerará 
discriminatoria. 

Artículo 5 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para:  

a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a 
alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier 
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otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera 
de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres;  

b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la 
maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de 
hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la 
inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración primordial en todos 
los casos. 

Artículo 6 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter 
legislativo, para suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación de la 
prostitución de la mujer.  

Parte II  

Artículo 7 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizarán a las 
mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a:  

a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para todos los 
organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas;  

b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución de 
éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos 
gubernamentales;  

c) Participar en organizaciones y en asociaciones no gubernamentales que se ocupen de 
la vida pública y política del país. 

Artículo 8 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, en 
igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la oportunidad de 
representar a su gobierno en el plano internacional y de participar en la labor de las 
organizaciones internacionales.  

Artículo 9 

1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los hombres para 
adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad. Garantizarán, en particular, que ni el 
matrimonio con un extranjero ni el cambio de nacionalidad del marido durante el 
matrimonio cambien automáticamente la nacionalidad de la esposa, la conviertan en 
ápatrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del cónyuge.  

2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hombre con 
respecto a la nacionalidad de sus hijos. 

Parte III  
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Artículo 10 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el 
hombre en la esfera de la educación y en particular para asegurar, en condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres:  

a) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación 
profesional, acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones de 
enseñanza de todas las categorías, tanto en zonas rurales como urbanas; esta igualdad 
deberá asegurarse en la enseñanza preescolar, general, técnica, profesional y técnica 
superior, así como en todos los tipos de capacitación profesional;  

b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a personal 
docente del mismo nivel profesional y a locales y equipos escolares de la misma calidad;  

c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino 
en todos los niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el estímulo de la 
educación mixta y de otros tipos de educación que contribuyan a lograr este objetivo y, 
en particular, mediante la modificación de los libros y programas escolares y la 
adaptación de los métodos de enseñanza;  

d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvenciones para 
cursar estudios;  

e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación permanente, 
incluidos los programas de alfabetización funcional y de adultos, con miras en particular 
a reducir lo antes posible toda diferencia de conocimientos que exista entre hombres y 
mujeres;  

f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la organización de 
programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios 
prematuramente;  

g) Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la educación 
física;  

h) Acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la salud y el 
bienestar de la familia, incluida la información y el asesoramiento sobre planificación de 
la familia. 

Artículo 11 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mujer, en 
condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos, en particular:  

a) El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano;  

b) El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de los 
mismos criterios de selección en cuestiones de empleo;  

c) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a la 
estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, y el 
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derecho a la formación profesional y al readiestramiento, incluido el aprendizaje, la 
formación profesional superior y el adiestramiento periódico;  

d) El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato con 
respecto a un trabajo de igual valor, así como a igualdad de trato con respecto a la 
evaluación de la calidad del trabajo;  

e) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, 
enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a 
vacaciones pagadas;  

f) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, 
incluso la salvaguardia de la función de reproducción.  

2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o 
maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes 
tomarán medidas adecuadas para:  

a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de 
maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil;  

b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales 
comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los beneficios sociales;  

c) Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que 
los padres combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades del 
trabajo y la participación en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la 
creación y desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los niños;  

d) Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajos 
que se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella.  

3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este artículo 
será examinada periódicamente a la luz de los conocimientos científicos y tecnológicos y 
será revisada, derogada o ampliada según corresponda. 

Artículo 12 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en 
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención 
médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia.  

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán a 
la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior 
al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y le asegurarán una 
nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia. 

Artículo 13 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social a fin de 
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en 
particular:  
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a) El derecho a prestaciones familiares;  

b) El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de crédito 
financiero;  

c) El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los 
aspectos de la vida cultural. 

Artículo 14 

1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace frente la 
mujer rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia económica de su 
familia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la economía, y tomarán 
todas las medidas apropiadas para asegurar la aplicación de las disposiciones de la 
presente Convención a la mujer en las zonas rurales.  

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar en condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural y en sus 
beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a:  

a) Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos los niveles;  

b) Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive información, 
asesoramiento y servicios en materia de planificación de la familia;  

c) Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social;  

d) Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no académica, 
incluidos los relacionados con la alfabetización funcional, así como, entre otros, los 
beneficios de todos los servicios comunitarios y de divulgación a fin de aumentar su 
capacidad técnica;  

e) Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin de obtener igualdad de acceso a 
las oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta propia o por cuenta ajena;  

f) Participar en todas las actividades comunitarias; g) Obtener acceso a los créditos y 
préstamos agrícolas, a los servicios de comercialización y a las tecnologías apropiadas, y 
recibir un trato igual en los planes de reforma agraria y de reasentamiento;  

h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la 
vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua, el 
transporte y las comunicaciones. 

Parte IV  

Artículo 15 

1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la ley.  

2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad jurídica 
idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de esa capacidad. 
En particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para firmar contratos y 
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administrar bienes y le dispensarán un trato igual en todas las etapas del procedimiento 
en las cortes de justicia y los tribunales.  

3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro instrumento 
privado con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer se 
considerará nulo.  

4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos con 
respecto a la legislación relativa al derecho de las personas a circular libremente y a la 
libertad para elegir su residencia y domicilio. 

Artículo 16 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las 
relaciones familiares y, en particular, asegurarán en condiciones de igualdad entre 
hombres y mujeres:  

a) El mismo derecho para contraer matrimonio;  

b) El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio sólo por su 
libre albedrío y su pleno consentimiento;  

c) Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su 
disolución;  

d) Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que sea su 
estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos los casos, los intereses de 
los hijos serán la consideración primordial;  

e) Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el 
intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los 
medios que les permitan ejercer estos derechos; f) Los mismos derechos y 
responsabilidades respecto de la tutela, curatela, custodia y adopción de los hijos, o 
instituciones análogas cuando quiera que estos conceptos existan en la legislación 
nacional; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial;  

g) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir 
apellido, profesión y ocupación;  

h) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, compras, 
gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gratuito como 
oneroso.  

2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños y se 
adoptarán todas las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, para fijar una 
edad mínima para la celebración del matrimonio y hacer obligatoria la inscripción del 
matrimonio en un registro oficial. 

Parte V  

Artículo 17 
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1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplicación de la presente 
Convención, se establecerá un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer (denominado en adelante el Comité) compuesto, en el momento de la entrada en 
vigor de la Convención, de dieciocho y, después de su ratificación o adhesión por el 
trigésimo quinto Estado Parte, de veintitrés expertos de gran prestigio moral y 
competencia en la esfera abarcada por la Convención. Los expertos serán elegidos por 
los Estados Partes entre sus nacionales, y ejercerán sus funciones a título personal; se 
tendrán en cuenta una distribución geográfica equitativa y la representación de las 
diferentes formas de civilización, así como los principales sistemas jurídicos.  

2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de un lista de personas 
designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes podrá designar una 
persona entre sus propios nacionales.  

3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en vigor de 
la presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada elección, el 
Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes 
invitándolos a presentar sus candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario 
General preparará una lista por orden alfabético de todas las personas designadas de 
este modo, indicando los Estados Partes que las han designado, y la comunicará a los 
Estados Partes.  

4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados Partes que 
será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones 
Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de los Estados Partes, 
se considerarán elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor número 
de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes 
presentes y votantes.  

5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato de 
nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; 
inmediatamente después de la primera elección el Presidente del Comité designará por 
sorteo los nombres de esos nueve miembros.  

6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará de conformidad 
con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, después de que el 
trigésimo quinto Estado Parte haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. El 
mandato de dos de los miembros adicionales elegidos en esta ocasión, cuyos nombres 
designará por sorteo el Presidente del Comité, expirará al cabo de dos años.  

7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya cesado en sus 
funciones como miembro del Comité designará entre sus nacionales a otro experto a 
reserva de la aprobación del Comité.  

8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General, percibirán 
emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y condiciones que la 
Asamblea determine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comité.  

9. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios 
necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud de la presente 
Convención. 

Artículo 18 
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1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las Naciones 
Unidas, para que lo examine el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, 
judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado para hacer efectivas las 
disposiciones de la presente Convención y sobre los progresos realizados en este 
sentido:  

a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado 
de que se trate;  

b) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el Comité lo solicite.  

2. Se podrán indicar en los informes los factores y las dificultades que afecten al grado 
de cumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente Convención. 

Artículo 19 

1. El Comité aprobará su propio reglamento.  

2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 

Artículo 20 

1. El Comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no exceda de 
dos semanas para examinar los informes que se le presenten de conformidad con el 
artículo 18 de la presente Convención.  

2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones 
Unidas o en cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité. 

Artículo 21 

1. El Comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará anualmente a la 
Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer 
sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el examen de los 
informes y de los datos transmitidos por los Estados Partes. Estas sugerencias y 
recomendaciones de carácter general se incluirán en el informe del Comité junto con las 
observaciones, si las hubiere, de los Estados Partes.  

2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes del Comité a la 
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su información. 

Artículo 22 

Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados en el examen de 
la aplicación de las disposiciones de la presente Convención que correspondan a la esfera 
de las actividades. El Comité podrá invitar a los organismos especializados a que 
presenten informes sobre la aplicación de la Convención en las áreas que correspondan a 
la esfera de sus actividades.  

Parte VI  

Artículo 23 
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Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición alguna que sea 
más conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que pueda formar 
parte de:  

a) La legislación de un Estado Parte; o  

b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese Estado. 

Artículo 24 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias en el ámbito 
nacional para conseguir la plena realización de los derechos reconocidos en la presente 
Convención.  

Artículo 25 

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados.  

2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de la presente 
Convención.  

3. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se 
depositaran en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La 
adhesión se efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 

Artículo 26 

1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una solicitud 
de revisión de la presente Convención mediante comunicación escrita dirigida al 
Secretario General de las Naciones Unidas.  

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que, en caso 
necesario, hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud. 

Artículo 27 

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 
haya sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo 
instrumento de ratificación o de adhesión.  

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber 
sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención 
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 28 

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los 
Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados en el momento de la 
ratificación o de la adhesión.  
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2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la 
presente Convención.  

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notificación 
a estos efectos dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará de 
ello a todos los Estados. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción. 

Artículo 29 

1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la 
interpretación o aplicación de la presente Convención que no se solucione mediante 
negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis 
meses contados a partir de la fecha de presentación de solicitud de arbitraje las partes 
no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las partes 
podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una solicitud 
presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.  

2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente Convención 
o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 
1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo 
ante ningún Estado Parte que haya formulado esa reserva.  

3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del presente 
artículo podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario General de las 
Naciones Unidas. 

Artículo 30 

La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas.  

En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados, firman la presente 
Convención. 






